
  
    
      
    
  


		Problemas del Desarrollo. Revista Latinoamericana de Economía, vol. 51, núm. 200, enero-marzo 2020, es una publicación trimestral editada por la Universidad Nacional Autónoma de México, por medio del Instituto de Investigaciones Económicas. Ciudad Universitaria, delegación Coyoacán, C.P. 04510, México, D. F. Tel. (52 55) 56 23 01 05, fax (52 55) 56 23 00 97, www.probdes.iiec.unam.mx, revprode@unam.mx. Reserva de derechos al uso exclusivo del título núm. 04-2003-051211543600-102, ISSN: 0301-7036. Licitud de título núm. 10031, Licitud de contenido núm. 7020, ambos otorgados por la Comisión Calificadora de Publicaciones y Revistas Ilustradas de la Secretaría de Gobernación. ISSN electrónico: 2007-8951. Responsable de esta edición electrónica Héctor González Lima.




		La Condición Periférica en el Nuevo Capitalismo

		Sebastián Sztulwarka

Universidad Nacional de General Sarmiento (UNGS) y Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas (CONICET), Argentina. Correo electrónico: sztulwark@campus.ungs.edu.ar


		Fecha de recepción: 31 de enero de 2019. Fecha de aceptación: 1 de junio de 2019. 

		https://doi.org/10.22201/iiec.20078951e.2020.200.68283

		Resumen. En la tradición del estructuralismo latinoamericano de posguerra, la economía mundial era el escenario de un antagonismo entre un polo central (industrializado) y otro periférico (proveedor de bienes primarios). En este trabajo se sostiene que para abordar la forma específica en que ese antagonismo se reproduce en las condiciones históricas del nuevo capitalismo es necesario considerar la emergencia de una lógica estructural con forma de cadena, que diferencia al interior de los distintos sectores productivos las actividades de creación de las de reproducción de conocimiento. Esta lógica de cadena no impugna la idea de estructura, en tanto diferenciación sectorial de la producción propia del capitalismo de posguerra, pero se impone como norma dominante. 

		Palabras clave: América Latina; centro-periferia;  nuevo capitalismo;  espacios de acumulación; lógica estructural.

		Clasificación JEL: N16; O14; O54; P1.

		The peripheral condition under new capitalism

		Abstract. Within the framework of Latin American post-war structuralism, the global economy was the grounds of antagonism between a central (industrialized) pole and the periphery (providers of primary goods). This paper argues that addressing the specific way this antagonism is reproduced in the historical conditions of new capitalism requires considering the emergence of a chain-shaped structural logic, which differentiates activities of knowledge creation from those of knowledge reproduction within distinct productive sectors. This chain logic does not challenge the concept of structure, in terms of a sectoral differentiation in post-war capitalist production, but rather imposes it as a dominant norm.
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		1. Introducción

		Las categorías “centro” y “periferia” han sido parte fundamental de la teoría del desarrollo de posguerra y, en particular, del estructuralismo latinoamericano. Formaban parte de una concepción más general orientada a repensar la especificidad de los países que estaban avanzando en procesos “tardíos” de industrialización, en el marco de un cambio histórico en el liderazgo de la economía mundial desde Inglaterra hasta Estados Unidos. El rechazo al modelo de la economía convencional (y su pretensión de validez universal) y las contradicciones de la industrialización latinoamericana de posguerra fueron fuente de una temprana reflexión sobre la propia naturaleza de la condición periférica, así como de los antagonismos inherentes a la dinámica del sistema económico mundial (Prebisch, 1963; Hirschman, 1980; Rodríguez, 1977). 

		La crisis de la industrialización latinoamericana de la década de 1970 en el siglo XX puede ser leída en términos de sus contradicciones internas, pero también como efecto de una discontinuidad en la dinámica histórica del capitalismo mundial. Las explicaciones no son necesariamente contradictorias. Pero de la crisis emerge, no una concepción renovada sobre cómo avanzar hacia nuevas vías de cambio estructural, sino un consenso antiestructuralista: la idea de que no existe más lógica posible para el desarrollo económico que aquella que se define en términos de una adaptación pasiva a las determinaciones del mercado mundial. La diferencia centro-periferia queda abolida en nombre del modelo único de la globalización neoliberal.

		En respuesta a esta visión dominante y a las consecuencias que implicó para el desarrollo de los países latinoamericanos, la perspectiva del cambio estructural se hizo presente en los últimos años en el discurso de los economistas que se declaran herederos de aquella perspectiva estructuralista de posguerra (CEPAL, 2012; Ocampo, 2011; Cimoli et al., 2005). Pero esta recuperación “neoestructuralista”, por lo general, tiende a inscribirse en una visión en la que el antagonismo centro-periferia queda desplazado o atenuado, a favor de un discurso que enfatiza el consenso y la cooperación (Leiva, 2008; Sztulwark, 2005). 

		En este trabajo, en cambio, se asume que el antagonismo centro-periferia constituye un elemento fundamental para pensar los desafíos presentes del desarrollo latinoamericano. Las condiciones de esa vigencia, sin embargo, no pueden limitarse a la comprensión del nuevo marco histórico mundial que le da referencia, sino que deben incluir una revisión de los propios fundamentos conceptuales con los que se pensó la dinámica centro-periferia en el periodo de posguerra.   

		A continuación se presenta una reflexión sobre la naturaleza de la condición periférica en el nuevo capitalismo,1 partiendo de las siguientes premisas teórico-metodológicas:

1) “centro” y “periferia” son dos espacios de acumulación estructuralmente diferenciados; 2) esa diferenciación se produce en torno a la posición que cada uno de ellos ocupa en una determinada lógica estructural, entendida como una secuencia específica en la que se articulan actividades productivas con un diferente potencial de acumulación; 3) esa lógica estructural se transforma históricamente como parte de un cambio más general en la dinámica del capitalismo en tanto sistema mundial y, 4) la modalidad de cambio de una lógica estructural a otra se produce bajo la forma de un “corte”, de una discontinuidad en relación con la lógica preexistente. 

		 Sobre esta base, en este trabajo se sostiene que la lógica estructural del nuevo capitalismo tiene la forma de una cadena,2 que diferencia al interior de los distintos sectores productivos las actividades de creación de las de reproducción de conocimiento. Esta lógica de cadena no impugna la idea de estructura en tanto diferenciación sectorial de la producción propia del capitalismo de posguerra, pero se le impone como norma dominante.  

		En la sección 2 de este trabajo se establecen algunas precisiones conceptuales sobre la relación entre espacios de acumulación y lógica estructural. En la tercera sección se ofrece una aproximación analítica a la lógica estructural del capitalismo de posguerra y cómo se constituye en ella la oposición entre centro y periferia. En la sección 4, se propone una caracterización de los rasgos fundamentales de la lógica estructural del nuevo capitalismo y, por lo tanto, del fundamento de una nueva dinámica de estructura en la que se redefine la naturaleza de la condición periférica. Finalmente, en la sección 5, se presentan las conclusiones.

		2. Espacios de acumulación y lógica estructural

		Desde un punto de vista estructuralista, los términos “centro” y “periferia” remiten a un lugar en la estructura del capital productivo mundial. Espacios de acumulación diferenciados según su función en la dinámica de esa estructura. El centro domina las actividades productivas de mayor potencial de acumulación, esto es, aquellas en las que predomina el trabajo complejo. La relación entre grado de complejidad productiva y acumulación efectiva no es lineal. Está mediada por la existencia de barreras a la entrada que regulan la conversión del conocimiento productivo en renta de innovación (Rullani, 2000; Teece, 1986). En cambio, la periferia, carente de las capacidades productivas necesarias para disputar el núcleo del dinamismo productivo mundial, se especializa en actividades en las que el potencial de acumulación es menor, esto es, aquellas que se estructuran sobre la base del trabajo simple.3 

		La variable productiva como manifestación fundamental de la diferenciación centro-periferia no debe confundirse con un reduccionismo tecnologicista. En efecto, el desarrollo de capacidades productivas avanzadas es indisociable del proceso de construcción de poder y, por lo tanto, de la disputa por la hegemonía mundial, fenómeno que tiene una naturaleza multicausal y en el que intervienen tanto factores político-militares y financieros como tecnológicos y culturales en sentido amplio (Arrighi y Silver, 2001; Sassen, 2010).  

		Al analizar las condiciones a partir de las cuales la propia relación centro-periferia se produce, algunos problemas conceptuales subsisten. Considerando el foco problemático de este trabajo, es pertinente preguntarse: ¿cómo se representa la relación entre trabajo simple y complejo en la estructura productiva mundial? ¿Con qué categorías se distinguen las actividades que tienen un alto potencial de acumulación de otras que poseen un potencial más limitado? En el estructuralismo latinoamericano de posguerra esa dimensión estaba implícita en el ideal de industrialización de la época. Pero no tenía una categoría explícita que la designara, que fuera capaz de diferenciar la dimensión teórica del problema de su contenido histórico concreto. 

		Este trabajo se propone llenar este vacío con la categoría “lógica estruc-tural”, que indica el modo concreto en que en una determinada etapa his-tórica se representa la heterogeneidad en el potencial de acumulación que existe en las actividades que conforman la estructura del capital productivo mundial. Esto es, cómo se define la secuencia que ordena a las actividades de la economía mundial según el grado de complejidad del trabajo que cada una de ellas requiere. Desde este punto de vista, los espacios de acumulación se definen (y diferencian) en relación con su posición respecto a una determinada lógica estructural que cambia históricamente. De este modo, la comprensión de la naturaleza histórica de los espacios de acumulación está siempre sujeta a la modalidad de un corte, que se produce como consecuencia de la ruptura en la lógica estructural vigente, proceso que no puede analizarse sino en el marco de un cambio más general del capitalismo en tanto sistema mundial.4 

		Bajo esta perspectiva adquiere sentido la distinción analítica entre “cambio estructural” y “cambio de estructura”. El cambio estructural, referente fundamental del discurso estructuralista de posguerra, significa también cambio de posición en la estructura productiva mundial que rige en una determinada etapa histórica. El concepto alude a la transformación productiva interna de un territorio específico que le permite ir construyendo un pasaje desde funciones periféricas a funciones de centralidad a lo largo de una determinada lógica estructural que, al menos en un periodo histórico determinado, permanece vigente. De este modo, el concepto de cambio estructural más que indicar un punto de llegada (la “posición centro”), expresa la dirección de un proceso de cambio: el dominio de una creciente complejidad productiva. Mientras que, un cambio de estructura implica una modificación de la propia lógica estructural dominante y, por lo tanto, de las condiciones productivas concretas en las que se definen los lugares de la estructura. 

		Sobre estas bases conceptuales, a continuación se presenta una aproximación a los elementos fundamentales del cambio en la lógica estructural del capitalismo mundial con el fin de abordar, de un modo preliminar, los rasgos constitutivos de la condición periférica en esta nueva etapa histórica. 

		 

		3. La lógica estructural del capitalismo de posguerra

		El punto de partida es, entonces, la definición de la lógica estructural del capitalismo de posguerra, que representa la etapa de madurez del capitalismo industrial en su fase fordista-keynesiana y que es el marco histórico en el que se despliega el periodo clásico del estructuralismo latinoamericano. 

		La secuencia que expresa la lógica estructural de este periodo histórico, esto es, el eje en el que se ordenan las actividades productivas según su potencial de acumulación se puede representar a través de una serie de movimientos en el plano analítico: el primero y fundamental, es el que va de los bienes primarios a los industriales, y que expresa la idea misma de industrialización como sinónimo de desarrollo económico. Pero esta primera parte de la secuencia no agota el problema. La industrialización puede ser “profundizada” en la medida en que se avanza hacia las ramas más capital-intensivas que requieren una mayor escala de producción y acceso a un mercado más amplio. Este movimiento implica un pasaje desde los bienes de consumo hacia los bienes de producción. Sin embargo, este paso tampoco completa la secuencia, ya que dentro de los bienes de consumo se puede establecer la existencia de un potencial de acumulación creciente que va de los de los bienes de consumo no durables a los durables; y, dentro de los bienes de producción, de modo equivalente, la profundización implica un pasaje desde los bienes intermedios a los bienes de capital, que constituyen el punto de llegada de toda la secuencia. 

		En suma, la secuencia completa tiene cuatro movimientos, cada uno de los cuales señala un grado creciente de acumulación potencial: 1) De los Bienes Primarios (BP) a los Bienes Industriales (BI); 2) De los Bienes Industriales de Consumo (BC) a los Bienes de Producción (BP); 3) De los Bienes No Durables de Consumo (ND) a los Bienes de consumo Durables (D); 4) De los Bienes Intermedios (Bint) a los Bienes de Capital (BdeK). De este modo, se pude escribir la lógica estructural del capitalismo de posguerra (L1) de la siguiente manera:

		L1 = BP → BI [BC (ND→D) → BP (Bint → BdeK)]

		Dos citas pueden ser de utilidad para ilustrar cómo esta lógica estructural estaba implícita en el ideal de industrialización de la época. La primera es de Surendra J. Patel, ex director de la División de Tecnología de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo (UNCTAD):

		Este último siglo se caracterizó por importantes cambios en la estructura del producto. Aquí podemos destacar dos de esos cambios: la inversión de la participación de la agricultura y la industria en el producto total, y una inversión semejante en la participación de los bienes de consumo y de los bienes de producción en el producto industrial. Estas dos inversiones pueden considerarse como las leyes de la dinámica económica en la transformación estructural (Patel, 1987, p. 9).

		La segunda cita pertenece a Raúl Prebisch, referente principal del estructuralismo latinoamericano de posguerra quien, al referirse a las fallas de la industrialización latinoamericana de fines de los años cincuenta y principios de los sesenta, afirmaba: 

		Era claro que este proceso (por lo menos en los países periféricos más avanzados) había agotado casi por completo las posibilidades de sustitución de importaciones para el mercado interno de los bienes de consumo no duraderos. En consecuencia, era necesaria la iniciación de formas de industrialización más complejas y difíciles en bienes intermedios, de capital y de consumo durables que requieren mercados más amplios (Prebisch, 1987, p. 348).

		Para comprender las condiciones de estructura en las que esta lógica imperaba, es necesario considerar algunas propiedades fundamentales de la dinámica del capital productivo mundial vigente durante el periodo fordista-keynesiano. A modo de síntesis, esas propiedades eran: 

		a)La existencia de un ciclo de vida de la tecnología relativamente largo y con una baja diferenciación de producto. Durante el fordismo, explica Corsani (2003, p. 17), “la valorización reposaba esencialmente sobre el dominio del tiempo de reproducción de mercancías estandarizadas producidas con tecnologías mecánicas”. El foco del proceso de innovación se orientaba a la adopción de tecnología incorporada en el capital fijo (máquina como vehículo fundamental de la difusión tecnológica) y a mejoras de tipo organizacional, necesarias para disciplinar una mano de obra de escaza calificación (Rullani, 2000). El protagonismo se ubicaba en las innovaciones de proceso, orientadas a las mejoras en los medios de producción utilizados en el proceso de trabajo y a los avances que surgían a partir de la llamada organización “científica” del trabajo (Míguez, 2008).

		b)Los servicios considerados “productivos” eran aquellos que tenían una función específica en el proceso de producción de bienes (ámbito directo de validez de L1). Estos eran los servicios de transporte y distribución que cumplían una función básica, pero externa al proceso de producción: llevar a los trabajadores de la casa a la fábrica y los productos de la fábrica al mercado. El resto de los servicios, sobre todo aquellos que se ubicaban en el ámbito de la reproducción social, podrían tener un valor social, pero no una función directa en L1.

		c)Una alta integración vertical de la producción que se correspondía, a su vez, con un marco institucional de regulación económica centrado en la escala nacional. El proceso de internacionalización de capital y la conformación de un mercado mundial no eran incompatibles con la existencia de un modelo de producción articulado en el espacio nacional (Dicken, 2003). Lo específico del periodo de posguerra era el escenario de la Guerra Fría y la hegemonía militar y tecnológica de Estados Unidos, que adquieren un papel protagónico en la estructuración de un nuevo marco regulatorio internacional a partir de los acuerdos de Bretton Woods (Stiglitz, 2003). 

		Partiendo de la premisa de que los espacios de acumulación “centro” y “periferia” se diferencian en este periodo por su función en el despliegue mundial de L1, se puede seguir, en este aspecto, la proposición estructuralista según la cual mientras el centro presenta una estructura productiva homogénea y diversificada, la periferia posee una estructura heterogénea y especializada5 (Rodríguez, 1977). Tomando este punto de partida, se pueden definir dos dimensiones fundamentales de la estructura: i) el grado de completitud sectorial, que alude al nivel de diversificación productiva y ii) al grado de complejidad del proceso productivo, entendida como una distancia respecto de la frontera mundial de productividad de una determinada época. 

		El centro representa el espacio dominante del sistema y, por lo tanto, comanda la dinámica de la estructura. Esto significa 1) que tiene las capacidades productivas suficientes para alcanzar y dominar la gama completa de productos definida en L1, pero sobre todo aquellos que tienen un mayor  potencial de acumulación; y 2) que en todos ellos posee la potencia productiva más elevada de su época (productividad mundial de frontera). Es en este sentido que la estructura del centro puede ser definida como diversificada y homogénea.

		La periferia, en cambio, asume un papel subordinado, que se expresa en una doble imposibilidad: tanto para avanzar sobre la gama de productos más complejos (ausencia de profundidad de la industrialización), como para alcanzar los niveles de productividad del centro, con la excepción de un conjunto de bienes primarios o industriales básicos de exportación. De estas características, la estructura productiva de la periferia asume un carácter especializado (escaso grado de diversificación) y heterogéneo (en sus niveles de productividad), en relación con la norma del centro que es la norma central de la época.

		La dinámica de estructura, a su vez, está sujeta a cambios relativos de posición, que no son cambios de estructura sino modulaciones dentro de una misma lógica estructural. Son avances y retrocesos dentro de la misma lógica. Así, un país periférico puede ampliar el grado de completitud sectorial de su estructura interna, a partir de la profundización de la industrialización hacia los bienes durables o los bienes de producción; o producir variaciones de productividad que induzcan una reducción o ampliación de la brecha respecto del centro, en tanto hay cambios en ambos términos de la relación. Estos movimientos generan un proceso incesante de diferenciación al interior del polo periférico de la estructura. Eso se verifica, por ejemplo, en los distintos patrones de industrialización de posguerra de Asia oriental y América Latina (Fajnzylber, 1983; Amsden, 2004; Fernández, 2016).

		Desde el punto de vista geográfico, el despliegue de esta lógica estructural fue paralela a la consolidación de la zona del Atlántico Norte (Europa nor-occidental y Estados Unidos, con foco en la costa Este) como espacio en el que se concentraba lo más avanzado de la producción industrial de la época, esto es, los bienes intermedios de uso difundido (como en la industria petroquímica), los bienes durables de consumo de mayor complejidad (cuyo caso emblemático es la industria automotriz), y los bienes de capital (“máquinas que hacen máquinas”, núcleo central de L1).  

		Esta lógica estructural de posguerra fue encontrando, hacia fines de los años sesenta y principios de los setenta, límites concretos para su funcionamiento y despliegue. No es este el espacio para discutir en profundidad las razones de este proceso. Sólo para no eludir un elemento fuerte de la argumentación, se pude afirmar que éste tuvo que ver con una crisis de legitimidad, por un lado, y de rentabilidad, por otro, en los propios países del centro. Las causas fundamentales, no necesariamente las únicas, fueron: 1) una dinámica creciente de los salarios y los impuestos, asociada a la fuerza de la organización sindical de la época y al sostenimiento del Estado de Bienestar; 2) un creciente nivel de conflictividad social expresado, sobre todo, en el rechazo del trabajo industrial por parte de los propios obreros del centro; 3) la saturación de un patrón de consumo de bienes estandarizados y una creciente inestabilidad de la demanda, y 4) una crisis del modelo de innovación, en el que sólo una pequeña fracción de la fuerza de trabajo –aquella vinculada directamente con las tareas de “concepción”– tenía a su cargo el aumento de productividad de una enorme masa de trabajadores que asumía las tareas de “ejecución” y tenía un lugar pasivo en este proceso (Coriat, 1991; Gorz, 1998; Vercellone, 2011; Piore y Sabel, 1984). 

		4. La lógica estructural del nuevo capitalismo  

		Hacia fines de los años sesenta y principios de los setenta, los países más grandes de América Latina, como Brasil, México y Argentina, a pesar de sus inconsistencias internas, avanzaban en la profundización de su proceso de industrialización (Hirschman, 1968; Katz y Kosacoff, 1998). Sin embargo, como afirma Fajnzylber (1983), la aspiración a un cambio de posición en la estructura económica mundial quedó “trunca”, no sólo por las contradicciones internas creadas en ese proceso, sino también por la existencia de un cambio en la estructura económica mundial. El intento de cambio de posición en la estructura se superponía con un cambio en la propia estructura. 

		Lo que se sostiene en este trabajo es que la emergencia de la lógica estructural del nuevo capitalismo representa un corte respecto de la anterior. No un cambio de paradigma tecno-económico (revolución informática y organización en red) dentro de la misma lógica industrial de posguerra. Se trata de un corte en las condiciones estructurales en los que estos cambios tecnológicos (“digitalización”) y organizacionales (“descentralización”) se despliegan.6 El problema a considerar es cómo comprender la naturaleza de este corte. El significado de pasar de una lógica a otra. 

		Una nueva lógica se afirma. Su punto de partida es la imposibilidad del polo dominante de seguir reproduciendo su función de centralidad a partir de los criterios que regían la lógica estructural de posguerra. Nuevos determinantes espacio-temporales de la acumulación comienzan a emerger como respuesta a la crisis. La estructura de la economía mundial se reconfigura bajo la forma de una cadena global: una sucesión de etapas del proceso productivo que se encuentran segmentadas entre actividades que tienen una naturaleza diferenciada desde el punto de vista del grado de complejidad del trabajo involucrado, pero que se articulan bajo la fuerza de planificación de una firma líder.7

		La distinción entre actividades de producción y de innovación puede ser un recurso útil para comprender la naturaleza de la forma-cadena bajo una perspectiva de economía del conocimiento. Las capacidades de producción son aquellas que se orientan en principio hacia el uso y la adaptación del conocimiento existente. Según Bell y Albu (1999) y Bell y Pavitt (1995), estas capacidades se vinculan con la replicación y circulación de conocimiento ya establecido dentro del sistema de producción, con la potencialidad de expandir la capacidad productiva usando métodos de producción dados. Por otro lado, el desarrollo de capacidades de innovación tiene como núcleo la adquisición, creación, procesamiento y acumulación de nuevo conocimiento. Innovar y producir son dimensiones del proceso de valorización que están entrelazadas. La distinción analítica apunta, sin embargo, a diferenciar las etapas productivas dominadas por las tareas de introducción de nuevo conocimiento de aquellas orientadas sobre todo a la reproducción del conocimiento existente (Altenburg et al., 2008).

		La naturaleza del corte, en este sentido, alude al modo singularmente nuevo en que se encadenan las actividades de producción con las de innovación. A continuación, y como referencia básica para el análisis, se presenta un modelo simple de cadena8 y la caracterización, en términos de economía del conocimiento, que le subyace:

		Etapa de Concepción → Etapa de Producción → Etapa de Comercialización

		La etapa de concepción consiste en el desarrollo de nuevas técnicas productivas y en la creación de diseños de producto. Se trata de una actividad específica de innovación, de producción de nuevo conocimiento, que se apoya en el exponencial aumento del poder de cómputo para acumular y procesar datos que surge a partir de la difusión de las tecnologías de la información (UNCTAD, 2017), pero que no se reduce a eso. El trabajo de concepción posee un carácter “creativo” cuya función esencial es la de aportar un “plus” de sentido respecto de la acumulación de información existente. A su vez, el espacio en el que ese proceso de producción de conocimiento se despliega, no puede limitarse a lo que ocurre al interior de las fronteras de una firma individual (Dieuaide et al., 2007). Se trata, más bien, de un vínculo entre el sistema de formación e investigación de un determinado territorio y un heterogéneo entramado de empresas. La potencia del trabajo que se despliega en esta etapa depende del grado de complejidad del sistema de conocimiento en que se apoye.9 Así como de la capacidad de la empresa para explotar económicamente el conocimiento creado en ese marco. Los medios de monopolización del saber son muy variados, y encuentran en las patentes un medio fundamental de apropiación. 

		En la etapa de producción se lleva a cabo la adopción de los diseños y las técnicas que fueron desarrolladas en la etapa previa y se realiza la tarea de producción propiamente dicha, que incluye la reproducción, captura o extracción de recursos naturales, en el caso de los bienes primarios; la transformación física de las materias primas y el ensamblado de partes y componentes en los bienes industriales; y la provisión, en los servicios.10 La potencia productiva de esta etapa se halla por completo ligada a la capacidad de reproducir, de un modo eficiente, los conocimientos existentes. Y esta eficiencia debe entenderse como la relación entre la productividad física y los costos del trabajo involucrado, esto es, como la minimización del costo unitario de producción de un bien o servicio. En este caso, la velocidad de adopción de las técnicas más avanzadas y los diseños dominantes juega un papel crítico en el proceso de competencia, hecho que pone en primer plano las barreras a la entrada de naturaleza tecnológica e institucional que regulan la difusión del conocimiento a nivel internacional (Amsden, 1989).

		La comercialización es la etapa final de la cadena. Más allá de que involucra una serie de tareas relativamente simples, en esta etapa se despliega una función que puede resultar decisiva para el éxito o fracaso de un producto en el mercado. Se trata de la función de comunicación entre la empresa y el consumidor y, por lo tanto, de la creación de un discurso sobre el efecto subjetivo que provee el consumo de una determinada mercancía. Su eficacia depende de la construcción de un imaginario que sea capaz de movilizar el deseo del consumidor y no sólo su interés. Se trata de una actividad intensiva en innovación, en tanto su foco es la producción de nuevo conocimiento, aunque de un tipo diferente al que se crea en la etapa de concepción. La potencia del trabajo en esta etapa hay que buscarla, no tanto en el sistema de ciencia y tecnología o en las instituciones de formación e investigación, sino más bien, en las lógicas que sirven para dotar a la mercancía de un “aura” cultural y que implican la puesta en marcha de maquinarias lingüísticas orientadas a operar sobre la subjetividad del consumidor. El modelo de esta lógica debe buscarse en la propia industria cultural (Lash y Urry, 1998: Power y Scott, 2004; Bocock, 1993; Lazzarato, 2006).  

		Este esquema de cadena no es universal, pero domina en las principales industrias del nuevo capitalismo. Sus propiedades fundamentales son: 

		a)Acortamiento del ciclo de vida de la tecnología y una creciente diferenciación de producto. De acuerdo con Corsani (2003), esta situación alude al pasaje de un “régimen de reproducción”, en el que la valorización reposaba sobre todo en el dominio del tiempo de reproducción de mercancías estandarizadas a un “régimen de invención”, en el que el proceso de valorización se apoya en un tiempo de creación de nuevos conocimientos. Esto implica, como sostiene Vercellone (2011), que es cada vez más “atrás” de la esfera del trabajo asalariado y del universo mercantil, en la sociedad, y en particular en el sistema de formación e investigación, donde se encuentran la clave de la productividad y del desarrollo de la riqueza social. Estas condiciones plantean nuevos conflictos en el plano de la apropiación de la renta innovativa, esto, en el ejercicio de la propiedad sobre las creaciones intelectuales.

		b)Una segmentación entre las actividades intensivas en innovación (creación de nuevo conocimiento) y las actividades intensivas en producción (reproducción del conocimiento existente).11 Esta segmentación implica que las empresas adoptantes se vean gradualmente despojadas de la capacidad de crear sus propias técnicas de producción (Levín, 1997).   

		c)Desconcentración de la producción, pero centralización del comando; la entrada de nuevos actores pertenecientes a espacios de acumulación periféricos en la etapa de producción no implica una desconcentración del poder dentro de las cadenas globales. En efecto, la empresa líder se ve obligada a asumir funciones de gobierno (governance) en el conjunto de la cadena, en tanto la separación entre innovación y producción contiene un riesgo muy alto para la empresa subcontratante: que la empresa subcontratada no cumpla con el estándar productivo (de calidad o tiempo de entrega, por ejemplo) establecido. En ese sentido, el comando de la cadena implica que la firma líder, si quiere garantizar su estándar de producto, no puede desentenderse de las etapas subordinadas de la cadena y debe, por lo tanto, asumir funciones de control y penalización en caso de incumplimiento y tareas de asistencia técnicas para el desarrollo de sus proveedores (Kaplinsky, 2000; Humphrey y Schmitz, 2000; Sassen, 1999).   

		d)La emergencia de una nueva estructura de gobierno de la producción de carácter privada y global pone en primer plano la existencia de nuevas modalidades de regulación de la acumulación global, que plantean nuevos desafíos para el ejercicio de la soberanía en la esfera pública y nacional, centro de la regulación del capitalismo industrial de posguerra. A su vez, las estrategias de las empresas multinacionales se articulan con redes políticas globales en la construcción de nuevas modalidades de regulación financiera, comercial, de la propiedad intelectual, de los estándares medioambientales, entre otras, que moldean la institucionalidad global con un innegable sesgo centro-periferia (Sassen, 2007; Ramírez y Sztulwark, 2018).  

		Entonces, ¿cómo considerar la lógica estructural del nuevo capitalismo a partir de la emergencia de esta estructura con forma de cadena? Una opción sería plantear que el corte hace tabla rasa con la lógica anterior. En ese sentido, se podría afirmar que el potencial creciente de acumulación podría adquirir la siguiente secuencia: de la función periférica de adopción de técnicas y diseños productivos (ya creados) a la función central de desarrollo de esas técnicas y diseños dominantes. Vale la pena insistir sobre el hecho de que cuando se agrega el término “dominante” ya se está incluyendo la etapa de comercialización, sin la cual no existiría ningún proceso de dominio sobre la subjetividad del consumidor, al menos no como fenómeno estructural. En términos de una división cognitiva del trabajo, esto puede expresarse de la siguiente manera: como el pasaje de actividades de reproducción de conocimiento existente (uso y adaptación de conocimiento) a otras de creación de nuevo conocimiento (innovación de punta mundial).12

		Pero la lógica estructural del nuevo capitalismo no puede afirmarse como tabla rasa respecto a la del capitalismo de posguerra. La naturaleza del corte no es esa. Las diferencias estructurales en la especialización sectorial no de-saparecen. El potencial de acumulación sigue siendo heterogéneo respecto de la estructura sectorial de la producción. Pero esa heterogeneidad es atravesada por la forma-cadena. De este modo, formar parte de un sector de punta mundial no implica asumir funciones de centralidad. Es el caso de un trabajador de la periferia que realiza tareas simples en una industria de alta tecnología.

		La idea central para considerar es, entonces, que L1, en tanto lógica estructural del capitalismo de posguerra, que se define según una clasificación del grado de complejidad de los diferentes sectores productores de bienes, sigue vigente, pero ya no como norma dominante. En efecto, L1 está atravesada por una nueva lógica que corta, al interior de los diferentes sectores (aunque no en todos), las actividades de creación de las de reproducción de conocimiento. Ese es el corte. Es una división que se impone sobre la lógica anterior sin eliminarla. En consecuencia, se puede escribir la lógica estructural del nuevo capitalismo (L2) de la siguiente manera:

		L2 = L1 / (A → D)

		Esto es, en el nuevo capitalismo a la lógica estructural del capitalismo de posguerra (L1), se le impone (y la divide) una estructura con forma de cadena que expresa una secuencia de acumulación creciente a partir del pasaje de una función de Adoptante (A) a otra de Desarrollador (D) de técnicas productivas y diseños construidos como dominantes por un discurso empresarial.    

		El cambio estructural en el nuevo capitalismo es, por lo tanto, un cambio de posición en la estructura en el sentido A → D en sectores de creciente potencial de acumulación. A su vez, vale la pena considerar en qué medida L1 se ve alterada (o persiste) cuando es atravesada por la lógica estructural del nuevo capitalismo. Los cambios fundamentales a considerar son: 

		a)Una revalorización de los bienes de consumo en relación con los de producción, derivada de una creciente importancia de la estética y la comunicación (Jameson, 1991);

		b)Una incorporación más plena de los servicios en la lógica estructural, a partir de un mayor potencial innovativo tanto en los servicios financieros, de logística y distribución de contenidos, de informática o asistencia técnica especializada, entre otros, como en aquellos que se orientan al consumo masivo y tienden a estructurarse en cadenas comerciales de franquicias con despliegue global (Low, 2013). 

		c)Un proceso de descomoditización de bienes primarios, a partir de una creciente diferenciación de producto, ya sea por los avances en el diseño genético de la materia viva, por la certificación de la denominación de origen o por características distintivas del proceso productivo, como el carácter de “orgánico” o la modalidad de “comercio justo”, entre otros (Kaplinsky y Fitter, 2004; Sztulwark y Girard, 2016).   

		Del lado de la persistencia sobresale que en algunas ramas de la industria manufacturera aún no es posible segmentar, al menos no por completo, las fases de concepción de las de ejecución. La existencia de una ingeniería compleja opera como una barrera para alcanzar el grado de codificación necesario que permita independizar los aprendizajes de procesos de los de producto (Pisano y Shih, 2012). A su vez, en las actividades en las que la ingeniería constituye en sí misma una barrera a la entrada mayor, ésta puede actuar como un activo complementario sobre el cual apropiar las rentas que surgen de la innovación de producto (Teece, 1986). En este sentido, en la metalmecánica se expresa algo de una lógica anterior que no es tan fácil de asimilar por la lógica dominante del nuevo capitalismo, un punto resistente al corte. 

		La condición periférica adquiere en este marco una nueva significación. Si en las actividades innovación-intensivas se verifica un proceso de elevación de barreras a la entrada, que se deriva del desarrollo de sistemas de conocimiento de creciente complejidad y de la concentración de la capacidad para explotar económicamente el conocimiento en una escala global, no ocurre lo mismo con las etapas producción-intensivas, en las que se experimenta una ampliación de su oferta global, a partir de la entrada de nuevos actores (Altenburg et al., 2008). De este modo, las actividades innovación intensivas (desarrollo de técnicas productivas y creación de diseños dominantes) asumen las funciones de centralidad en la nueva estructura y las actividades producción-intensivas (posición de “adoptante”) asumen un papel periférico en la dinámica de la estructura. 

		En términos geográficos, el cambio de estructura implica un desplazamiento del centro de la economía mundial desde la zona del Atlántico hasta la del Pacífico (la costa Oeste de Estados Unidos y Asia oriental). Esta región, sin embargo, no constituye un espacio unificado de comando de la economía mundial, por el contrario, está sujeto a la segmentación propia de la estructura mundial con forma-cadena. De un lado, la costa Oeste de Estados Unidos con los símbolos mayores de la alta innovación tecnológica (Sillicon Valley) y cultural (Hollywood y las nuevas plataformas digitales de provisión de contenidos). Por otro, la costa oriental de Asia, con China como máximo exponente, en donde se concentran las mayores capacidades de producción del mundo. El modelo asiático admite, a su vez, una diferenciación interna, entre aquellos países que sólo dominan la etapa de producción y los que además han realizado avances significativos en materia de innovación de segunda generación, esto es, desarrollos nuevos pero complementarios a la innovación fundamental (Breznitz y Murphree, 2011; Rivera Ríos, 2016). 

		5. Conclusiones 

		En este trabajo se presentó la idea de que para pensar la condición periférica en la actualidad se requiere considerar la existencia de un corte histórico en la dinámica del capitalismo en tanto sistema mundial. El foco del problema es que la representación del sendero de cambio estructural inscripto en el ideal de industrialización de posguerra podría no ser el adecuado para comprender las condiciones de estructura vigentes en el capitalismo contemporáneo y, por lo tanto, para aproximarse a los factores que explican la posición de los países en el espacio de la economía mundial. 

		La categoría “lógica estructural”, propuesta en este trabajo, apunta a identificar cómo, a partir de ese corte histórico, se produjo un cambio en la secuencia que articula las diferentes actividades productivas según su potencial de acumulación. Esta transformación demanda una nueva comprensión de cómo se estructura en la economía mundial la relación entre trabajo simple y complejo. En este artículo se planteó, como una aproximación exploratoria, que el núcleo fundamental de esa dinámica lo constituye la forma-cadena, un dispositivo organizacional que articula de un modo singularmente nuevo las actividades de creación con las de reproducción de conocimiento. 

		Sobre esta base, se avanzó en la distinción entre la lógica estructural de posguerra y la que rige en las condiciones del capitalismo contemporáneo. En el primer caso, la lógica puede ser representada como un proceso de diferenciación sectorial que va desde lo primario a lo industrial, y que se profundiza en dirección a los bienes de producción, los durables de consumo y los bienes de capital. En el segundo caso, alude al pasaje de una función de adoptante a otra de desarrollador de técnicas productivas y diseños construidos como dominantes por un discurso empresarial. Esta nueva lógica no impugna la idea de estructura en tanto diferenciación sectorial de la producción propia del capitalismo de posguerra, pero se le impone como norma dominante.  

		Así, la relevancia de este análisis radica en que induce a revisar de forma crítica si existe consistencia entre la estrategia de cambio estructural y la estructura de la economía mundial. Su implicancia fundamental, como se ve, es el hecho de que concebir el cambio estructural en clave de la lógica estructural de posguerra significa tomar una dirección que conduce a un lugar que ya no existe en la estructura. 

		De este modo, considerar la condición periférica en el nuevo capitalismo demanda algo más que adecuar los conceptos existentes a las condiciones históricas del presente. Hay algo nuevo que pensar: la naturaleza de un corte. El estructuralismo latinoamericano de posguerra fue pionero en la tarea de aprender a leer las condiciones de estructura de su época e hizo de ese saber una escuela de pensamiento. El esfuerzo fue abandonado sistemáticamente. Retomar la tarea, ante los incesantes cambios del capitalismo mundial, exige sostener una apuesta por un programa de investigación que sea capaz de producir una nueva escritura allí donde insiste la repetición.  
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NOTAS

		
			1	La noción de “nuevo capitalismo” alude a una transformación interna al modo de producción capitalista que tiene como rasgo fundamental el pasaje de un “régimen de reproducción”, en el que la valorización reposaba sobre todo en el dominio del tiempo de reproducción de mercancías estandarizadas, a un “régimen de invención”, en el que el proceso de valorización se apoya en un tiempo de creación de nuevos conocimientos (Corsani, 2003). El carácter novedoso de la etapa actual radica, por lo tanto, en una forma singularmente nueva de articular la producción de conocimiento con la producción de valor.

		

		
			2	Una cadena es un conjunto de eslabones enlazados entre sí. En términos productivos se refiere a una serie de actividades verticalmente desintegradas, pero vinculadas a través de una estructura de gobierno (Gereffi et al. 2005; Kaplinsky, 2000). 

		

		
			3	La existencia de renta de la tierra como fuente extraordinaria de acumulación es compatible con una función periférica en la economía mundial.  

		

		
			4	Dentro de la diferentes posturas sobre cómo periodizar las etapas del capitalismo (Dabat, 2006; Perez, 2002), este trabajo se apoya en el concepto de Sistema Histórico de Acumulación, en tanto transformación interna del modo de producción capitalista, que alude “a la asociación entre un modo de producción y una lógica de acumulación que orientan en un largo periodo las tendencias de la valorización del capital, la división del trabajo y la reproducción de las relaciones sociales más fundamentales” (Dieuaide et al., 2007, p. 74). Véanse también Vercellone (2011) y Moulier-Boutang (2004).

		

		
			5	En rigor, tanto el centro como la periferia poseen subestructuras productivas que, en conjunto, conforman la estructura de la economía mundial.

		

		
			6	Para el concepto de paradigma tecnoeconómico, véanse Freeman y Pérez (1988); sobre digitalización y redes, véanse UNCTAD (2017) y Castells (1999).

		

		
			7	Es importante distinguir la cadena global como fenómeno histórico de lo que en la literatura especializada se conoce como enfoque de cadenas globales de valor de autores como Gereffi (1996), Kaplinsky (2000), Humphrey y Schmitz (2000) o Dicken (2003), entre otros. Considerar el fenómeno histórico de cadena global no implica acordar con el marco normativo que surge de ese enfoque. Véase al respecto, Trevignani y Fernández (2017).

		

		
			8	Para una presentación de diferentes modelos de cadena, véase Gereffi et al. (2005).

		

		
			9	Para un análisis del sistema de innovación desde el punto de vista del enfoque de la complejidad, véase Robert y Yoguel (2010). 

		

		
			10	La concepción de un servicio puede separarse de su ejecución (la propia provisión del servicio). Es lo que ocurre, por ejemplo, con buena parte de las cadenas de servicios de consumo masivo en los que esta fragmentación se expresa en términos de un franquiciante (concepción) y un franquiciado (ejecución). 

		

		
			11	Este proceso de segmentación productivo es al mismo tiempo un proceso de fragmentación social, de separación espacial (en una escala global) de los trabajadores calificados de los no calificados y, por lo tanto, de la unidad de organización de los trabajadores que hasta entonces se encontraban integrados en un mismo espacio nacional (Sassen, 1999). 

		

		
			12	Una relativización de esta tendencia se puede considerar al diferenciar innovaciones de primera y segunda generación (Breznitz y Murphree, 2011). En el primer caso, se refiere a la innovación de productos radicalmente nuevos; la segunda, al desarrollo de nuevos atributos de productos ya existentes o a mejoras incrementales de proceso. 
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		Resumen. La firma del Acuerdo Final entre el Gobierno Nacional y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC), el 24 de noviembre de 2016, generó muchas expectativas. Sin embargo, los importantes avances alcanzados durante los meses subsecuentes dieron paso a un periodo de estancamiento e incluso de franco retroceso en su implementación. En este artículo se analizarán las dificultades en el cumplimiento del Acuerdo Final, en especial, en lo que respecta a su primer punto sobre Reforma Rural Integral (RRI). El análisis parte del planteamiento de que, si bien este Acuerdo se centró en generar las condiciones para culminar con el conflicto armado y el restablecimiento de las condiciones democráticas en el país, también se tienen factores estructurales que atentan contra la consolidación de la paz.
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		Implementing the Peace Agreement in Colombia: between “territorial peace” and land disputes

		Abstract. The signing of the Final Agreement between the Colombian National Government and the Revolutionary Armed Forces of Colombia (FARC) on November 24, 2016, created many expectations. However, key advances that were achieved during the subsequent months gave way to a period of stagnation and even actual backsliding in its implementation. This paper analyzes the difficulties of fulfilling the Final Agreement, in particular as concerns its first point regarding Comprehensive Rural Reform (CRR). The analysis is based on the argument that if the Agreement was focused on generating the conditions necessary to end armed conflict and reestablish democratic conditions in the country, it also contains structural factors which infringe upon the consolidation of peace.
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		1. Introducción

		En medio de una fuerte polarización política que ha marcado las últimas décadas de la historia de Colombia, la firma definitiva del Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera (AF, 2016), entre el Gobierno Nacional y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC), el 24 de noviembre de 2016, generó toda suerte de expectativas en el país, la región y el mundo entero.1 Sin embargo, los importantes avances alcanzados durante los meses posteriores, sobre todo en los planos político y jurídico, dieron paso a un periodo de estancamiento e incluso de franco retroceso en su implementación.

		A manera de contexto, es necesario tener en cuenta la confluencia de factores interrelacionados que determinaron las condiciones por las que ha transitado Colombia. El primero de ellos es la persistencia, intensificación y degradación de un conflicto armado que se prolongó por más de medio siglo.2 El segundo factor es el abandono histórico o la presencia precaria del Estado en importantes regiones del país y el fracaso de las élites en la construcción de un modelo de desarrollo que las integre, reconozca y preserve en su diversidad, al tiempo que procure a sus habitantes mejores condiciones de vida. El tercero es respecto a la imposición de políticas excluyentes, derivadas de la globalización neoliberal de los años noventa del siglo XX, mismas que fueron acogidas de manera entusiasta y sin cuestionamiento por todos los gobiernos de América Latina.

		Dichas medidas fueron la reducción de la función económica y social del Estado y de sus instituciones, en especial en el sector rural; el menosprecio de la producción nacional y del mercado interno, para beneficiar a grandes negocios extranjeros y nacionales, así como las políticas de ajuste fiscal y restricción del gasto público, entre otras. Adicionalmente, desde mediados de la década de los ochenta, la disputa por el control territorial para la producción y comercialización de la droga derivada de la coca y para otros negocios ilícitos irrumpe en el conflicto armado colombiano como un acelerador de partículas, generando una máquina de destrucción. Los anteriores factores tuvieron un impacto decisivo en la crisis del sector rural y en la prolongación del conflicto armado en el país. 

		Fue durante el proceso de negociación y refrendación del AF que terminó por aceptarse que su objetivo central era restablecer las condiciones democráticas mínimas que permitieran resolver los conflictos de manera pacífica, propiciar la movilización política y social amplia y competir por el poder del Estado sin el recurso de las armas, pero sí con las garantías legales. Es decir, la finalización del conflicto armado permitiría despejar el camino para que el Estado y la sociedad pudieran concentrarse en atender y resolver los asuntos cruciales del postergado desarrollo económico y social. Ese fue el sentido de la negociación. Por fuera de la discusión quedó el cambio del modelo de desarrollo y de las políticas derivadas del mismo. 

		En el presente artículo se analizarán las perspectivas y dificultades del cumplimiento del AF, en lo que respecta al primer punto. Se parte pues del planteamiento de que, si bien es cierto que este Acuerdo se centró en generar las condiciones para la finalización del conflicto armado, la reincorporación de los excombatientes a la vida civil y política, así como la democratización del país, hay factores estructurales serios que dificultaron la consolidación de una “paz estable y duradera” como: 1) la continua disputa por el dominio territorial; 2) el control del Estado por parte de los enemigos del AF; y 3) el modelo de desarrollo predominante, en Colombia y en el mundo.

		El análisis se estructura en cuatro secciones: la primera, esta introducción,  en la segunda se examinan algunos de los principales enfoques teóricos sobre la relación entre instituciones, paz y desarrollo y su expresión en el concepto de “paz territorial”. En la tercera sección, se analizan la disputa territorial y la polarización política en torno al AF; la cuarta se centra en las principales dificultades del punto sobre la RRI, en el nuevo contexto nacional. Por último, se plantean algunas conclusiones. 

		2. Discusión teórica: relación entre paz, instituciones y desarrollo

		Las instituciones y el desarrollo

		Durante los últimos años, la implementación del Acuerdo de paz convirtió en prioritario un debate que venía dándose de tiempo atrás. En el campo de la economía política y los estudios del desarrollo, la relación entre el afianzamiento de la paz y las perspectivas del desarrollo económico y social fue abordada desde varios enfoques. Para empezar, debe tenerse en cuenta que las reformas resultantes del Consenso de Washington de 1989, conocidas como de primera generación, dieron paso hacia finales del siglo a las reformas institucionales llamadas de segunda generación. Mediante ellas se pretendía reorientar el debilitado papel asignado inicialmente al Estado, con la premisa de que la deficiencia de las instituciones había provocado el fracaso de las primeras reformas. Las autoridades económicas internacionales encontraron así los argumentos teóricos y políticos para proporcionarles legitimidad a las medidas y adjudicarles a los gobiernos la responsabilidad principal por sus consecuencias, desconociendo las presiones internacionales (Banco Mundial, 1997).3 

		La corriente de pensamiento económico que en las dos últimas décadas ha orientado las decisiones de los organismos financieros es el neoinstitucionalismo. Aunque el término incluye una diversidad de matices, este enfoque tiene como referente principal al premio Nobel de Economía, el estadounidense Douglass North quien definió las instituciones como “toda forma de restricción que los seres humanos crean para dar forma a la interacción humana” y cuya principal función es “reducir la incertidumbre” (North, 1993, pp. 2-3). De acuerdo con esta concepción, las instituciones, formales e informales, entendidas como las reglas de juego de una sociedad, son fundamentales para explicar su comportamiento y el cambio económico; y deben garantizar el funcionamiento adecuado del sistema capitalista y la protección de los derechos de propiedad. Debe contarse también con un sistema de justicia imparcial y eficiente que garantice la resolución de los conflictos (Kalmanovitz, 2003). 

		Desde finales del siglo pasado, la visión neoinstitucionalista se impuso también en el ámbito más amplio de las ciencias sociales, con la noción de que el papel principal en el desarrollo nacional lo tienen las instituciones y el cambio organizacional, más no la acumulación de capital, como lo plantearon los teóricos del desarrollo. Al respecto, Portes analiza cómo la sociología del desarrollo dio también un “giro institucional” y se forjó un nuevo consenso expresado en “el intento de exportar códigos legales y planos organizativos a los países del sur, de manera uniforme y sin matices”. El cuestionamiento que él hace de lo que en esa disciplina se conoce como nuevo institucionalismo, se origina en su olvido de una rica herencia teórica, sin proponer alternativas, sino más bien recurriendo a nociones imprecisas. Un punto clave es el desconocimiento de las relaciones de poder en el moldeamiento de dichas instituciones, así como del concepto y la existencia de las clases sociales: “El resultado práctico más tangible del advenimiento del institucionalismo en el campo del desarrollo económico es el intento de trasplantar las formas institucionales del Occidente desarrollado, especialmente de Estados Unidos, al mundo menos desarrollado” (Portes, 2006).4

		El enfoque neoinstitucionalista predominante en las esferas del poder económico global elude también las relaciones de poder, así como la valoración histórica precisa sobre el papel del Estado y las instituciones. En términos prácticos, no difiere de los preceptos ni de las presunciones neoliberales que guiaron las reformas de los ochenta y noventa. Sus recetas son generales y abstractas y no consultan para nada las condiciones económicas y sociales específicas de países, regiones y territorios. Aunado a ello, insiste en despojar al Estado de su función en el desarrollo, que históricamente cumplió en el capitalismo (Vilas, 2000). Eso sí, lo responsabiliza de los resultados de las políticas impuestas. 

		En consonancia con este enfoque, prevalece una visión burocrática y tecnocrática que, en aras del predominio del mercado, pretende desconocer las diferencias regionales y la ausencia o debilidad histórica del Estado en amplios sectores del territorio nacional. En Colombia algunas de estas regiones fueron de las más afectadas por el conflicto armado. Así, se da prioridad a los instrumentos de gestión, provenientes del sector privado, al tiempo que se pretende reducir la política a la administración (Vilas, 2000; López, 2005). 

		Para abordar el análisis de la relación entre instituciones y desarrollo resulta conveniente hacer referencia al llamado neokeynesianismo. Quienes abogan por este enfoque han cuestionado algunas de las políticas trazadas por los organismos internacionales frente a la crisis económica global, en especial, las que le apuntan a reducir el déficit fiscal y a imponer medidas de austeridad. Aunque en términos generales comparten la visión neoinstitucionalista predominante, cuestionan los excesos del llamado libre mercado, el incremento de la desigualdad y de la concentración de la riqueza en el mundo y claman por un papel más determinante por parte del Estado para frenar dicha tendencia.5

		Es a partir de este mismo enfoque de corte socialdemócrata, pero con una postura más crítica del orden global, que habría que hacer referencia también a algunos de los trabajos publicados por OXFAM Internacional. En su informe de 2019, documenta de manera extensa el proceso de concentración de la riqueza en el mundo, en particular durante la última década. Sus recomendaciones, tendientes a reducir las dos grandes brechas de la desigualdad entre ricos y pobres y entre hombres y mujeres, incluyen la universalización de la provisión gratuita de servicios públicos como la salud y la educación y la reversión de la tendencia a reducir la tributación a los sectores más ricos (OXFAM, 2019).

		En el plano de la práctica política, la experiencia de los llamados gobiernos alternativos de América del Sur durante la primera parte de este siglo y su confrontación con el orden económico vigente es bastante ilustrativa. Aunque el alcance de sus políticas y el balance de sus resultados, aciertos y desaciertos, varían de país a país, todos estos gobiernos comparten la preocupación por mejorar las condiciones de vida de la población. Reivindican la función del Estado y la inversión pública y social sostenida, así como la lucha contra la pobreza, mediante el incremento de los recursos fiscales provenientes de los impuestos a la explotación de los hidrocarburos y la minería. A la par, impulsan procesos políticos participativos, que permiten visibilizar a sectores sociales que históricamente estuvieron marginados. Estos gobiernos defienden el concepto de soberanía nacional, el manejo y control del territorio y de los recursos naturales por parte del Estado y la Nación, al tiempo que intentan subordinar la inversión extranjera al interés prioritario del fortalecimiento del mercado interno y del desarrollo nacional. Sin duda, la implementación a fondo del AF y el rescate de los territorios más golpeados por el conflicto armado en Colombia requieren de la puesta en práctica de un enfoque basado en lineamientos semejantes. 

		Sin embargo, en el mundo siguen predominando las políticas de ajuste fiscal que restringen la inversión pública y social y favorecen la concentración de la riqueza, mientras que cualquier otra opción es descalificada de plano y condenada. Este es uno de los componentes del entorno internacional que resulta adverso para la implementación del AF en Colombia. El otro es el auge a nivel global de la agenda de la extrema derecha, representada por el presidente Donald Trump, que privilegia, entre otras tendencias, al incremento en el gasto militar y la guerra, y menosprecia la salida negociada a los conflictos. 

		El concepto de “paz territorial”

		Aunque los defensores del AF coinciden en la necesidad de su implementación plena e inmediata, plantean interpretaciones diversas en cuanto a su alcance, que se desprenden de algunos de los enfoques arriba analizados. De acuerdo con la visión que prevalece, la consolidación de la paz en un determinado territorio o país es un requisito para afianzar la economía de mercado e incrementar la inversión privada, nacional y extranjera. Se trata ante todo de facilitar las condiciones óptimas para la extracción de recursos naturales, en especial del sector minero energético, y para el desarrollo de la agricultura de exportación a gran escala. Fue la concepción que orientó al Gobierno Nacional a emprender el proceso de paz, firmar el AF e iniciar su implementación. Así se expresa en los documentos de la OCDE y de la banca multilateral sobre las reformas que debe emprender la Colombia del postacuerdo. La llamada cooperación internacional, invocada como fuente principal de recursos para implementarlo, funciona con esa lógica. 

		El concepto de “paz territorial”, mencionado con insistencia durante la negociación de La Habana y en el texto del AF, corresponde a dicho enfoque. De acuerdo con Sergio Jaramillo, Alto Comisionado para la Paz del gobierno de Juan Manuel Santos y uno de sus dos principales negociadores del Acuerdo, el eje del proyecto de paz es la preocupación por el territorio y por los derechos, tanto de las víctimas como de todos sus habitantes. Señala que esto sólo es posible garantizando unas instituciones fuertes y unas normas que rijan la vida social “indispensables para la creación de condiciones de cooperación y convivencia” (Jaramillo, 2013, p. 1). 

		Bajo su concepto, el enfoque de derechos debe complementarse con un enfoque territorial, debido a que el conflicto armado ha afectado a unos territorios más que a otros. Se trata entonces de entender la paz como una oportunidad, para que el país progrese de manera equitativa y sostenida, después de resolver el problema del campo y de que se clarifiquen y garanticen los derechos de propiedad sobre la tierra. Y continúa afirmando: “Necesitamos poner en marcha un modelo nuevo e incluyente de fortalecimiento de las instituciones en las regiones” (Ibid, p. 5), al tiempo que destaca la importancia de la participación de las comunidades y de su alianza con el Estado. En este mismo sentido se pronuncia la Fundación Ideas para la Paz (FIP), constituida por algunos de los empresarios más importantes del país y de mucha influencia en el proceso de negociación (Guarín, 2016). Sin embargo, es claro que como resultado de la negociación el texto del AF trasciende lo expresado en dicho concepto, tal como se analizará más adelante. 

		La concepción subyacente de paz territorial plantea serias limitaciones y contradicciones para el cumplimiento del AF y la consolidación de la paz. Es cierto que en el discurso y en la letra se reconoce la diversidad de factores que emergieron o se agudizaron con el conflicto armado: la disputa por la tierra y los territorios, el narcotráfico, el impacto de la minería, el conflicto por el agua y los recursos. Sin embargo, se hace abstracción de las políticas agrarias del Estado que favorecen la concentración de la tierra y la exclusión de la población rural y se convierten en un obstáculo para mejorar las difíciles condiciones de vida y de trabajo de la gran mayoría de los campesinos. 

		Más contradictoria todavía resulta la relación de los campesinos con los grandes empresarios, tal como se plantea en el AF, pues se expresa que el desarrollo integral del campo depende de un “adecuado balance entre la agricultura familiar y la agricultura comercial a gran escala” (AF, 2016, p. 12), un balance imposible, en términos de las relaciones de poder vigentes. Pues si bien es cierto que el objetivo inmediato del Acuerdo era ponerle fin al conflicto armado, su cumplimiento cabal por parte del gobierno requiere trascender los límites estrechos y el sesgo en contra de los campesinos, propios de la visión neoliberal-neoinstitucionalista. 

		La noción de paz territorial, centrada en la idea de que el fin del conflicto armado debe llevar al crecimiento económico y al incremento de la inversión extranjera, es cuestionada desde diversas perspectivas. Para García (2016), la paz territorial propuesta termina vinculando la finalización del conflicto armado con la libertad de empresa y la seguridad jurídica, lo que la convierte en un mecanismo para profundizar el modelo de desarrollo y no para cuestionar las estructuras que determinan relaciones sociales excluyentes. Mientras que Salcedo (2015) señala que el mantenimiento de una paz duradera requiere, entre otros puntos, revisar el modelo de desarrollo nacional y sus efectos sobre la inequidad del país, lo mismo que el ordenamiento territorial vigente. Debe contarse con alternativas a los cultivos de coca, para garantizar que se den opciones reales de sustitución que les permitan a los campesinos vivir dignamente. Por su parte, Ramos (2016) defiende la noción de una paz transformadora y participativa, aunque si bien reconoce que concebir la paz desde esa corriente liberal fue lo que permitió la salida política al conflicto armado, precisamente porque no se puso en discusión el modelo de desarrollo. Desde una perspectiva similar, Bautista (2017) propone trascender la lógica de la focalización neoliberal, generar un nuevo ordenamiento territorial, incentivar la participación social y comunitaria, y asumir la construcción social y la transformación del territorio en toda su diversidad. 

		Otro punto de discusión importante tiene que ver con el enfoque territorial. Umaña (2017) considera que ponerlo en práctica, tal como lo contempla el AF, plantea enormes dificultades, debido a que las políticas públicas están estructuradas con base en una división presupuestal por sectores, que desconoce el contexto territorial y a su vez limita la posibilidad de que este enfoque se concrete en programas y proyectos específicos de desarrollo. Frente a este mismo punto, Schejtman y Ramírez (2004, p. 9) cuestionan la visión que prevalece sobre el enfoque territorial y señalan que hay conflictos, tales como los motivados por la minería y los recursos naturales, que por su magnitud requieren de un enfoque más radical, socioterritorial “que contemple el conflicto como elemento constitutivo de las relaciones sociales que construyen un territorio determinado”. 

		Así pues, existen problemas de fondo que derivan de políticas económicas nacionales vigentes durante las últimas tres décadas. Como en otras latitudes, en Colombia el proceso de descentralización, presentado como la panacea para el desarrollo regional y la democratización política, tuvo efectos contrarios en la medida en que profundizó las desigualdades entre las regiones e incrementó la dependencia de las entidades territoriales frente al Estado central. Sucesivas reformas llevaron a reducir el porcentaje de las transferencias financieras a las regiones, incluidas en la Constitución de 1991, al tiempo que se incrementaron las responsabilidades de estas entidades en la atención de asuntos esenciales como salud, educación y saneamiento básico. 

		La gran mayoría de los municipios, pero en especial los más golpeados por el conflicto armado, dependen en una alta proporción del monto de estas transferencias para atender sus necesidades básicas. La crisis que atraviesa el Sistema General de Participaciones (SGP), que reglamentó las transferencias constitucionales mediante la Ley 1176 de 2007, pone en evidencia esta situación. En el plano político, destaca el peso del clientelismo y de la corrupción regionales avaladas desde el nivel central por los partidos que controlan el Estado. Ello concentra cada vez más las decisiones en las élites nacionales y regionales, minimizando el derecho de las comunidades a decidir sobre los asuntos que les atañen, en medio de una disputa feroz por el poder local y el control territorial que a continuación se examina.

		3. Disputa por el control territorial y polarización política en torno al AF

		El conflicto armado y la lucha por el control territorial 

		El conflicto armado colombiano se centró en zonas rurales alejadas de las principales ciudades, pero provistas de una estratégica localización geográfica. De acuerdo con el informe del Centro Nacional de Memoria Histórica (CNMH) “la apropiación, el uso y la tenencia de la tierra han sido motores del origen y la perduración del conflicto armado” (2013, p. 21). Partiendo del análisis de sus múltiples dimensiones y con la documentación de procesos emblemáticos en todo el territorio nacional y escuchando a las víctimas, este informe fundamenta la estrecha conexión que existe entre la disputa por el control territorial y el conflicto armado. Así, la pelea histórica por la tierra del periodo de “La Violencia” se recrudeció en las últimas décadas por la irrupción del narcotráfico y otros negocios ilegales. 

		El impacto que ha tenido el conflicto armado colombiano desde la década de 1960 en término de víctimas humanas, es impresionante. El informe señala que hubo 218 094 muertos, de los cuales 82% corresponde a población civil. En marzo de 2013, en el Registro Único de Víctimas (RUV), había 25 007 desaparecidos y 27 023 personas secuestradas entre 1970 y 2010, entre otros delitos (CNMH, 2013, p. 33). En un informe posterior, se señala que hasta el 2014 había 6 459 501 personas desplazadas. De ellas, más de la mitad son mujeres y 2 279 576 menores de edad, entre ellos más del 50% tienen menos de 12 años (CNMH, 2015, p. 16). 

		Aparte del enorme costo en vidas humanas, así como de la destrucción material, el efecto más grave del conflicto armado colombiano fue el incremento considerable en la concentración de la propiedad rural. Según fuentes oficiales, más de 8.3 millones de hectáreas, correspondientes a 358 937 predios, fueron despojados o abandonados a la fuerza (CNMH, 2013, p. 76). El informe indica que fue entre 1996 y 2005 cuando “la guerra alcanzó su máxima expresión, extensión y niveles de victimización. El conflicto armado se transformó en una disputa a sangre y fuego por las tierras, el territorio y el poder local”, precisamente cuando se dio la mayor expansión del paramilitarismo y se presentaron las grandes masacres (CNMH, 2013, p. 156).

		Este periodo se caracteriza por el despojo como una práctica violenta, ejercido por los paramilitares y en menor medida la guerrilla, valiéndose de “diferentes mecanismos de coacción y violencia como pillaje, extorsiones, masacres, asesinatos selectivos, desapariciones forzadas, amenazas y violencia sexual”. Así, obligaron a los campesinos a abandonar sus tierras, ocupadas de inmediato por los despojadores, quienes las pusieron al servicio de sus actividades criminales (CNMH, 2013, p. 76). Colombia se convirtió entonces en el segundo país del mundo en cuanto al desplazamiento forzado interno, después de Sudán. Sin duda, este periodo de intensificación del conflicto armado trajo la mayor concentración de la tierra. Además del control territorial, la lucha se extendió también a los dominios político, social y cultural (CNMH, 2013).

		La tendencia a la concentración de la propiedad rural es corroborada por otros estudios. Por ejemplo, IGAC-CEDE (2012) registra que, aunque hacia finales de la década de los ochenta se fortaleció la mediana propiedad rural, este proceso se revirtió a partir de los años noventa, cuando disminuyó la pequeña y mediana propiedad y dio paso al incremento de la gran propiedad. Con base en la información proporcionada por el Tercer Censo Nacional Agropecuario, adelantado por el Estado en 2014, tras 45 años sin que se hiciera ninguna medición de este tipo, OXFAM desarrolla un estudio comparativo sobre la concentración de la tierra en América Latina donde muestra cómo la desigualdad rural se incrementó en forma extrema en Colombia: el 1% de los propietarios ocupa el 81% de la tierra, mientras el 99% sólo dispone del 19%, lo que lo convierte en el país de mayor concentración de la propiedad rural de la región (OXFAM, 2016).

		Debe señalarse también que la apertura económica y la eliminación de las instituciones agrarias durante las tres últimas décadas tuvieron un efecto perverso en cuanto a la intensificación del conflicto armado. El informe del CNMH (2013) muestra cómo estas reformas neoliberales propiciaron la extensión del narcotráfico, la apropiación masiva de tierras por los señores de la droga y de la guerra; el incremento de la ganadería extensiva, y el debilitamiento de la economía campesina.

		Es bajo este contexto que los actores del conflicto armado pudieron adelantar la reconfiguración económica del territorio, casi siempre con la complicidad de agentes del Estado a nivel nacional y regional. Los paramilitares y la guerrilla promovieron y se beneficiaron del latifundio ganadero, la agroindustria, la minería y los megaproyectos. Uno de los casos más representativos fue la alta concentración geográfica del cultivo de palma africana sobre el corredor estratégico y la zona de retaguardia de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), origen del paramilitarismo (CNMH, 2013, p. 177). Consideración similar puede hacerse de la industria bananera en Urabá, en la misma región del noroeste del país, en la frontera con Panamá.

		La polarización política y el control del Estado por parte de los enemigos del AF

		Durante los últimos años, las contradicciones políticas de fondo del país giraron en torno al conflicto armado, su naturaleza y su posible superación. Mientras que el proceso de paz fue defendido por el espectro democrático del país, en sentido amplio, sus opositores han sido diversos sectores, algunos de los cuales representan al poder paramilitar y mafioso, ligado al control territorial y al poder político regional y nacional.6

		Al respecto, debe señalarse que el expresidente Álvaro Uribe Vélez niega incluso la existencia misma del conflicto armado y sus raíces históricas en Colombia e insiste en que este no es más que una expresión de la cruzada antiterrorista global que impulsó el expresidente George Bush en Estados Unidos durante la primera década del presente siglo. Por lo tanto, sigue insistiendo en la confrontación militar que marcó sus dos periodos de gobierno. A partir de esta concepción, sus seguidores se han opuesto de manera sistemática y violenta a la paz, a la restitución de tierras y a la reparación de las víctimas del conflicto armado. 

		La base social de esta corriente regresiva son hacendados, empresarios del sector rural, políticos nacionales y regionales, así como también importantes mandos del Ejército Nacional. Es un sector caracterizado como emergente por su irrupción tardía (década de los ochenta) en la política nacional, desde los negocios ilícitos. Se nutre de la supervivencia de una cultura rezagada de corte feudal que se apoya en creencias religiosas con sesgo marcadamente conservador. Por supuesto que el rechazo a los desafueros cometidos por la guerrilla en las últimas décadas, en especial la extorsión y el secuestro, y la manipulación mediática de estos hechos, han conferido a dicha corriente el apoyo de importantes sectores de la población en el campo y la ciudad, en especial durante los procesos electorales. 

		En contraste con la figura de Uribe, el expresidente Juan Manuel Santos representa a la élite que detenta el poder político y económico en el país durante más de un siglo, responsable directa de las difíciles condiciones sociales y del rezago de amplias zonas del territorio nacional. Este sector, cuyo sometimiento a las directrices provenientes de Estados Unidos ha sido incondicional, tiene como base económica y social a los grandes empresarios, principalmente urbanos, ligados al capital extranjero. Su ruptura con Uribe en cuanto al proceso de paz tiene que ver con la necesidad percibida por ellos de superar el conflicto armado, con el objeto de mejorar las condiciones para los negocios. Sin embargo, pese a esta contradicción, ambos expresidentes se identifican con el modelo de desarrollo excluyente prevaleciente. De hecho, Santos fue un alto funcionario del gobierno de Uribe. Por supuesto, esta caracterización no pretende minimizar el importante papel del primero en la concreción del AF con las FARC.

		Por último, al examinar la polarización frente al proceso de paz, es importante también referirse el cambiante papel desempeñado por Estados Unidos en los últimos años. Durante el proceso de negociación (2012-2016) y de renegociación (octubre-noviembre de 2016), cuando se perdió el plebiscito aprobatorio del Acuerdo, el gobierno de Barack Obama, representado entonces por su enviado especial Bernard Aronson, jugó un papel importante a favor de éste. Sin embargo, la llegada de Donald Trump modificó de manera sustancial dicha posición. 

		Durante este periodo, sus altos funcionarios decidieron desconocerlo y entorpecer su implementación. El intento de sabotear la Justicia Especial para la Paz (JEP), la presión para extraditar a los excombatientes, así como la cancelación de la visa a miembros del Poder Legislativo y Judicial que incluye a funcionarios que defienden las medidas del AF es constante. Asimismo, bajo la presión de Estados Unidos, el Gobierno Nacional anunció la reactivación de la fumigación aérea con glifosato a los cultivos de uso ilícito, en contra de lo estipulado en el AF y del pronunciamiento de la Corte Constitucional. Esta decisión deja sin efecto la política de sustitución de cultivos desarrollada por el gobierno anterior y reduce de manera considerable las alternativas productivas para los campesinos y los excombatientes que se reincorporan a la vida civil en medio de múltiples obstáculos.

		4. Los compromisos centrales de la RRI y sus dificultades

		El nuevo gobierno y el AF

		El 7 de agosto de 2018 tomó posesión el presidente Iván Duque, del Centro Democrático, partido de Álvaro Uribe, principal opositor al proceso de paz y al AF. De esta forma, dio inicio un periodo todavía de mayor dificultad para su implementación y de restricción significativa de las garantías democráticas y constitucionales en todo el país. Acorde con su posición política, el nuevo gobierno sigue una política tendiente a desvirtuar la esencia misma del AF, sus aspectos centrales y su carácter integral, entorpeciendo su implementación e insiste en que los compromisos derivados del mismo son del gobierno anterior y no del Estado, desconociendo así su carácter obligatorio, ratificado en más de una ocasión por la Corte Constitucional de Colombia y por las Naciones Unidas. En dicha lógica, Duque adopta varias medidas, entre ellas, el cambio del carácter y la función de las instituciones creadas por el gobierno anterior para implementar el Acuerdo y el nombramiento de opositores al mismo para adelantar estas funciones, en especial en lo que se refiere a la RRI. Pero también es grave su intención de borrar la memoria histórica del conflicto y de tratar de reescribirla desde la perspectiva de los victimarios (Plataformas de derechos humanos, 2019). 

		Sin embargo, en este intento encontró una fuerte oposición en el país y resistencia por parte de un sector importante del Congreso y del Poder Judicial. Algunos de los puntos más controvertidos son sobre todo la RRI, la JEP y las Circunscripciones Transitorias Especiales de Paz, más conocidas como las curules para las víctimas del conflicto armado. El presente análisis se centra sólo en el primer punto. 

		En toda esta arremetida abierta o encubierta para desvirtuar el AF, el gobierno se ha visto forzado a utilizar un doble discurso debido a la continua supervisión y presión a favor de su implementación por parte de instituciones como las Naciones Unidas y la Corte Penal Internacional (CPI), así como la Unión Europea y los países garantes del Acuerdo. Por ello, en los escenarios internacionales, el presidente y sus ministros invocan la paz. En el discurso en el ámbito nacional se le defiende o ataca, según las circunstancias y los personajes, pero en la práctica se ignora el AF o se invoca para tergiversarlo y atacarlo. 

		Se pretende desconocer su carácter complejo e integral, expresado en la articulación entre sus seis puntos, con lo que se le despoja de su poder transformador. El gobierno busca reducir el AF a proveer las garantías para la reincorporación de los excombatientes, recogida en el punto tres del AF, un proceso que se adelanta bajo la supervisión de las Naciones Unidas. Sus múltiples tropiezos, retrasos e incumplimientos llevan a que un número no determinado de excombatientes engrosen la disidencia. El principal problema es el compromiso de proteger la vida de los excombatientes. Aunque desde el gobierno anterior empezaron los asesinatos, durante el mandato de Duque se han incrementado de manera notoria debido a nuevos factores, entre ellos, la retórica bélica de altos funcionarios del Estado y la indiferencia y/o complicidad de mandos altos y medios del Ejército. El nuevo gobierno cambió a la alta cúpula militar, forzando el retiro de quienes participaron en el proceso de negociación de La Habana. 

		Además de la eliminación física de excombatientes, reviste especial gravedad el asesinato de personas vinculadas a la restitución de tierras, la sustitución de cultivos, la defensa de los derechos humanos, el medio ambiente y los recursos naturales, en todo el territorio nacional, pero en especial en algunas de las zonas más conflictivas. De acuerdo con un informe presentado por INDEPAZ (2019, p. 10), entre el 24 de noviembre de 2016 y mayo de 2019, fueron asesinados 726 personas, representadas en 591 líderes y lideresas sociales y 135 excombatientes de las FARC. Los reiterados argumentos del Gobierno Nacional según los cuales no existe sistematicidad en los crímenes o que se deben a asuntos personales, así como la campaña de estigmatización abierta de funcionarios del Estado contra ellos han provocado la alerta y el rechazo de instituciones y organismos internacionales que le hacen seguimiento al AF. 

		En cuanto al recrudecimiento del conflicto, habría que mencionar también la ineficiencia del gobierno anterior para ocupar los territorios que antes tenían las FARC, lo que aleja las perspectivas de paz en algunas regiones como el litoral del Pacífico y el Catatumbo, en la frontera con Venezuela. De acuerdo con informes de la Fundación Paz & Reconciliación (2017), las zonas abandonadas por la guerrilla desmovilizada son ocupadas por diversos actores armados, incluidos el ELN, bandas criminales, entre ellas, carteles mexicanos, disidencias de las FARC y delincuentes comunes. A esta situación habría que sumar la ruptura por parte del nuevo gobierno de las negociaciones que se adelantaban con el ELN. Por supuesto que la actitud de esta organización frente al gobierno anterior y su respuesta a la política del nuevo gobierno han incidido también en la reactivación del conflicto armado. 

		Los compromisos de la RRI

		Tal como ya se señaló, el AF no contempla cambios de fondo en cuanto al modelo de desarrollo y la tenencia de la tierra. Sin embargo, la RRI plantea una transformación agraria que, si se cumpliera, representaría un avance significativo para consolidar la paz y para mejorar las condiciones de vida de la población rural. Desde la introducción misma de este punto se enuncian metas bastante ambiciosas, como la de lograr la transformación de la realidad rural colombiana “que integre las regiones, erradique la pobreza, promueva la igualdad, asegure el pleno disfrute de los derechos de la ciudadanía y como consecuencia garantice la no repetición del conflicto y la erradicación de la violencia” (AF, 2016, p. 10). Más adelante, en clara referencia al enfoque de género que está presente en todo el AF, se insiste en la necesidad de garantizar el acceso a la tierra de quienes habitan el campo “y en particular las mujeres rurales y la población más vulnerable, regularizando y democratizando la propiedad y promoviendo la desconcentración de la tierra”, así como la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres en la zona rural (Ibid, p. 10). 

		En el principio correspondiente a Bienestar y Buen Vivir, se plantea como objetivo final de la RRI erradicar la pobreza, para lograr en el menor plazo posible “que los campesinos, las campesinas y las comunidades, incluidas las afrodescendientes e indígenas, ejerzan plenamente sus derechos […] respetando el enfoque territorial, el enfoque de género y la diversidad étnica y cultural de las comunidades” (AF, 2016, p. 12).

		La RRI se estructura en tres ejes: el primero, relativo a la democratización del acceso a la tierra, es la dotación y formalización de tierras para los campesinos, en especial para quienes fueron objeto del despojo; el segundo, la construcción de los Proyectos de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET); y el tercero, la provisión de la infraestructura y de los servicios necesarios para impulsar el desarrollo territorial en las subregiones escogidas para dichos proyectos.

		Con respecto al primero de estos ejes, el AF estableció las siguientes tareas: 1) creación de un fondo de tierras de distribución gratuita, con 3 millones de hectáreas, cuyo origen será principalmente la recuperación por parte del Estado de tierras ilegalmente adquiridas, en especial los baldíos; 2) formalización de 7 millones de hectáreas, correspondientes a pequeña y mediana propiedad; 3) creación de una jurisdicción especial agraria, y 4) actualización del catastro rural (AF, 2016. pp. 14-16). Este último punto es especialmente crítico y uno de los que ha provocado mayor rechazo por parte de los enemigos del AF, por cuanto le proporcionaría al Estado la información requerida y la base legal para que los grandes latifundistas del país empezaran a pagar el impuesto predial. 

		En cumplimiento del AF y con base en las facultades extraordinarias otorgadas al Ejecutivo para legislar en materia de paz, el gobierno de Santos, mediante acto legislativo 01 de 2016, expidió casi 40 decretos ley a finales de mayo de 2017. El decreto 902 reglamentó el procedimiento para el acceso y la formalización de la tierra, así como la constitución del fondo de tierras. Se estableció también, entre otras medidas, la incorporación de proyectos productivos “sostenibles social y ambientalmente”, dotados de asistencia técnica para explotar el predio obtenido (Presidencia de la República, 2017b). 

		En un balance reciente sobre los primeros 30 meses de la implementación del AF, realizado por diversas organizaciones sociales, se señala que este objetivo de democratizar la propiedad de la tierra avanza de manera lenta. El fondo de tierras contaba en julio de 2018 con un inventario de 525 mil hectáreas, pero a partir de esa fecha no se han registrado avances al respecto ni se han desarrollado los programas de vivienda, asistencia técnica, adecuación de tierras, proyectos productivos y otras medidas previstas para los beneficiarios del fondo (CINEP/PPP-CERAC-Secretaría Técnica del Componente Internacional de Verificación 2019, p. 15). Es decir, las reducidas cifras registradas corresponden al gobierno anterior y no al actual. En el mismo documento se señala con preocupación que las perspectivas de la implementación de medidas de acceso a tierras luego de la aprobación del Plan Nacional de Desarrollo (PND), denominado Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad (2018-2022), no son positivas, por cuanto este no incluye entre sus propuestas y metas ninguna medida sobre distribución gratuita de tierras a los campesinos y campesinas. Tampoco parece vislumbrarse la creación de la Jurisdicción Agraria (Ibid., p. 17). 

		En las consideraciones y principios de la RRI se plantea la necesidad de emprender una verdadera transformación estructural del campo y de resolver “la cuestión no resuelta de la propiedad sobre la tierra y particularmente su concentración, la exclusión del campesinado y el atraso de las comunidades rurales, que afecta especialmente a las mujeres, niñas y niños”. Asimismo, se invoca el papel del Estado en la provisión de servicios básicos, se destaca la importancia de la economía campesina, familiar y comunitaria en el desarrollo agrario y el reconocimiento a las llamadas Zonas de Reserva Campesina (ZRC) y de otras formas de asociatividad campesina (AF, 2016, p. 11).7

		Otro de los decretos expedidos durante el gobierno de Santos (el 893), reglamentó los PDET y estableció las condiciones para adelantar un programa de inversiones públicas en desarrollo rural, infraestructura y proyectos productivos en 170 municipios, correspondientes a 16 subregiones, los más afectados por el conflicto armado, la ausencia del Estado y el problema de los cultivos de uso ilícito y de otras formas de economía ilegal. En este decreto se estableció también que para cumplir con los objetivos planteados debía elaborarse de manera participativa un Plan de Acción para la Transformación Regional (PATR), que orientara las inversiones públicas en dichas subregiones. Este debía incluir todos los niveles del ordenamiento territorial y acordarse con las autoridades locales y las comunidades (Presidencia de la República, 2017a). Todo este proceso estará bajo la dirección de la Agencia de Renovación del Territorio (ART), de manera articulada con las entidades nacionales, territoriales y las autoridades tradicionales de los territorios de los pueblos, comunidades y grupos étnicos. Según el balance antes mencionado, entre agosto de 2018 y febrero de 2019 se finalizó la planeación en todas las subregiones, pero fue un proceso muy cuestionado por las organizaciones sociales en materia de inclusión del enfoque étnico y de género, así como por la forma en que se desarrolló (CINEP/PPP-CERAC-Secretaría Técnica del Componente Internacional de Verificación, 2019, p. 12).

		Una preocupación adicional de las organizaciones sociales y políticas tiene que ver con los componentes de “estabilización” y “paz con legalidad” en los que se basa su Política de Seguridad, introducida en el PND. Se trata entonces de subordinar los compromisos adquiridos con los territorios en el AF al desarrollo de las llamadas Zonas Estratégicas de Intervención Integral (ZEEI), con un enfoque de seguridad centrado en las Fuerzas Militares. Estas zonas se definen como regiones con escasa presencia del Estado o de fronteras con carácter estratégico (Plataformas de derechos humanos, 2019). En la práctica, es el retorno a las oscuras épocas de la llamada “Seguridad democrática” que marcó los dos periodos del presidente Uribe (2002-2010). 

		Políticas económicas nacionales 

		Las políticas económicas del Gobierno Nacional, que han tenido continuidad durante las últimas tres décadas, van en contravía de la implementación de las medidas contempladas en el AF, sobre todo en lo que se refiere al primer punto. Lo cierto es que durante este periodo la agricultura y la industria se han visto por completo rezagadas, tal como lo muestran las cifras oficiales y de los gremios de la producción. Su situación ha sido todavía más afectada por los tratados de libre comercio con otros países, en especial el que se suscribió con Estados Unidos y que empezó a operar en 2012. Además, desde comienzos del siglo XXI, la explotación minera y de hidrocarburos se constituyó como eje de la economía del país. 

		Un asunto de especial preocupación es la Ley 1766 de 2016, promovida por la administración de Santos en el contexto de la negociación del AF, misma que reglamentó la creación y el desarrollo de las llamadas Zonas de Interés de Desarrollo Rural, Económico y Social (ZIDRES). Según el gobierno anterior, mediante esta ley se pretendía explotar y desarrollar más de 7 millones de hectáreas en la Altillanura, el Urabá chocoano, la Guajira y la Mojana, para promover el desarrollo de proyectos empresariales, mediante una explotación “sostenible” del campo que supondría beneficio a los campesinos. No obstante, tal como lo señalan diversos analistas, es un proyecto insostenible, desde el punto de vista económico y social, lo mismo que en términos ambientales. Lo cierto es que se trata de un instrumento que legalizará la acumulación irregular de predios que antes fueron baldíos, por parte de empresas nacionales y multinacionales extranjeras. Las zonas seleccionadas son algunas de las más golpeadas por el conflicto armado. 

		La política de ajuste fiscal, consagrada legalmente en Colombia en 2011 mediante la llamada Regla Fiscal y el principio de sostenibilidad fiscal, convertido en principio constitucional, también es nefasta en la perspectiva del cumplimiento del AF, pues se centra en la reducción del gasto público en el país, con el objeto de mantener el equilibrio fiscal, garantizando la sostenibilidad de la deuda pública y la estabilidad macroeconómica. 

		En este marco, el PND y el Plan Plurianual de Inversiones que lo acompaña, desconocen los compromisos adquiridos por el Estado frente a las perspectivas de una “paz estable y duradera”. El PND, que representa la carta de navegación del gobierno, atenta contra el desarrollo nacional, los sectores productivos, los derechos de la población urbana y rural y las perspectivas de consolidar la paz en Colombia. 

		Por último, los compromisos adquiridos por el Estado en cuanto a la RRI incluyen la provisión de servicios sociales básicos, entre ellos, la construcción de vías terciarias, distritos de riego, energía, salud, educación, nutrición, vivienda y agua potable (AF, 2016). En el cumplimiento de estos puntos, a las entidades territoriales se les confiere una gran responsabilidad, tanto política como financiera, pero no se contemplan cambios en las políticas vigentes en cuanto a su difícil y conflictiva relación con las autoridades centrales. 

		5. Conclusiones

		La culminación exitosa del proceso de paz entre el Gobierno Nacional y las FARC y la firma del AF trajeron la posibilidad de reducir la violencia, civilizar la contienda política, además de plantear alternativas reales para superar el rezago histórico de gran parte del país y construir una sociedad más incluyente, con unas condiciones dignas de vida para la mayoría de sus habitantes. Aunque hay avances significativos, en especial en cuanto a la reducción de la violencia, las perspectivas del AF son bastante inciertas. 

		El contexto internacional para garantizar su implementación es contradictorio. Existe presión por parte de las Naciones Unidas, la CPI, los países garantes del Acuerdo, y la Unión Europea, para que el gobierno colombiano cumpla con el Acuerdo. Pero al mismo tiempo Estados Unidos exige al Gobierno Nacional adoptar medidas que desconozcan abiertamente lo acordado, tales como la extradición de excombatientes y el reemplazo de la sustitución voluntaria de cultivos de uso ilícito por su erradicación forzada mediante la fumigación aérea con glifosato. 

		En el plano nacional, los obstáculos que se oponen al establecimiento de una paz estable y duradera son considerables y pueden sintetizarse en dos: el primero, la persistencia de una fuerte oposición al AF, y en especial al punto de RRI, por parte del sector más retardatario de la sociedad colombiana, ligado a la gran hacienda y al poder mafioso y paramilitar. Esta contracorriente es responsable en buena medida del proceso de despojo y concentración de tierras, en el marco del conflicto armado, y es la que controla ahora el Estado. 

		El segundo obstáculo es la prevalencia de unas políticas excluyentes, derivadas de la globalización neoliberal, que favorecen la concentración de la riqueza y limitan seriamente el cumplimiento del AF. Al tiempo que proclaman su compromiso con la paz de Colombia, las entidades financieras internacionales insisten en imponer políticas económicas que atentan contra la implementación del Acuerdo. La visión limitada de la paz territorial refleja dicha concepción. Por ello, su implementación exitosa y el camino hacia la consolidación de la paz suponen trascender este estrecho marco analítico y político. 

		Por último, el problema de fondo sobre las políticas de desarrollo y la relación entre las decisiones nacionales y las entidades territoriales debe resolverse. Tal como lo demuestra la experiencia histórica de otros países que han tenido que reconstruirse después de un conflicto armado, de una guerra o de cualquier evento catastrófico, la implementación del AF en Colombia requiere del fortalecimiento de la presencia integral del Estado en los territorios más afectados por el conflicto armado. Es prioritario mantener por un largo periodo una fuerte inversión pública y social para resarcir a las comunidades, no sólo de los efectos del conflicto mismo, sino de la escasa inversión pública histórica por parte del Estado. Pero también resulta fundamental democratizar los procesos y propiciar la participación real y decisoria de las comunidades en el proceso de construcción de la sociedad del posconflicto. 
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NOTAS

		
			1	El AF incluye los siguientes puntos: 1) Reforma Rural Integral (RRI); 2) Participación política; 3) Fin del conflicto; 4) Solución al problema de las drogas ilícitas; 5) Víctimas y sistema integral de verdad, justicia, reparación y no repetición, y 6) Mecanismos de implementación, refrendación y verificación (AF, 2016). 

		

		
			2	Desde mediados de la década de los cuarenta del siglo pasado, Colombia vivió el periodo conocido como “La Violencia”, que concluyó en 1958 con la conformación del Frente Nacional, un pacto entre las élites de los dos partidos tradicionales (el Liberal y el Conservador). Este cruento conflicto, presentado como una confrontación bipartidista, trajo una mayor concentración de la tierra en manos de los terratenientes, así como el despojo y la migración forzada de aproximadamente 2 millones de personas y un saldo de más de 300 mil muertos. Sin embargo, el conflicto armado más reciente y prolongado dio inicio en 1964, bajo el contexto de la Guerra Fría, cuando se conformaron las FARC y el Ejército de Liberación Nacional (ELN).

		

		
			3	Para una visión más detallada de este enfoque, véase Kuczynski y Williamson (2003).

		

		
			44	En este punto, Portes retoma lo que Peter Evans, otro de los sociólogos del desarrollo, denominó “monocultivo institucional”, caracterizándolo como el intento de trasplantar instituciones construidas durante varios siglos en los países desarrollados, a países diferentes, esperando obtener resultados similares (Portes, 2006, p. 26). Contrario a esta tendencia, valdría la pena destacar el aporte de la sociología histórica, desarrollado por Moore (1991), quien estudia el papel del Estado y las instituciones en el desarrollo de los países, a partir de su historia y condiciones específicas.

		

		
			5	El término neokeynesianismo, introducido por Paul Samuelson, planteaba en un inicio integrar algunos principios de la economía neoclásica con el keynesianismo. Joseph Stiglitz y Paul Krugman son los principales exponentes de esta tendencia. 

		

		
			6	Álvaro Uribe Vélez desempeñó un papel decisivo en el fortalecimiento del paramilitarismo en Colombia, primero como gobernador del departamento de Antioquia (1995-1997), cuando le dio impulso a las cooperativas Convivir, que fueron su germen, y después como presidente de la República (2002-2010), cuando puso el Estado y sus instituciones al servicio de dicho proyecto criminal. 

		

		
			7	La Ley 160 de 1994 estableció que la ocupación y aprovechamiento de las tierras baldías de la Nación debe centrarse en su adjudicación a los campesinos de escasos recursos, y establece las llamadas Zonas de Reserva Campesina para fomentar la pequeña propiedad rural. Disponible en <www.huila.gov.co/documentos/L/LEY_160_DE_1994_sistema_nacional_de_reforma_agraria.pdf>.
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		Resumen. La fragmentación productiva internacional y la integración económica son dos motores del cambio estructural que caracterizan a la economía mundial desde hace décadas. Sin embargo, el interés por analizar ambos procesos en conjunto se ha visto reforzado recientemente por el giro neoproteccionista de la política comercial y económica de Estados Unidos. Este trabajo aborda las relaciones comerciales y productivas de México, Estados Unidos y Canadá, mostrando cómo las cadenas globales de valor (CGV) en las que participan ocultan tendencias globales (fuerzas centrífugas) y contratendencias regionales (fuerzas centrípetas) que provocan cambios en la geografía y en la composición de los encadenamientos productivos, con un resultado reestructurador y en cierta medida desintegrador del bloque regional.
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		Fragmentation of production and economic integration in North America: centrifugal and centripetal forces

		Abstract. International fragmentation of production and economic integration are two structural motors of change that have characterized the global economy for decades. However, an interest in analyzing these two processes together has recently intensified due to the neo-protectionist turn in trade and economic policy in the United States. This paper examines trade and productive relations between Mexico, the United States and Canada, demonstrating how the global value chains (GVCs) in which they participate obscure global tendencies (centrifugal forces) and regional counter-tendencies (centripetal forces) that provoke changes in the geography and composition of productive linkages. These processes have the result of restructuring, and to a certain extent disintegrating, the regional bloc.

		Key Words: productive fragmentation; economic integration; global value chains; foreign trade; CUSMA.

		1. Introducción

		Dos de los fenómenos más destacables del cambio estructural de la economía mundial son la fragmentación de los procesos productivos a escala global y la proliferación de acuerdos de integración. Aunque ambos tienen rasgos y factores propios, resulta de interés analizarlos en conjunto bajo un escenario como es el espacio de integración comercial de los países de América del Norte, antes conocido como Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN), y cuya renegociación dio paso a la firma en 2018 del Tratado entre México, Estados Unidos y Canadá (T-MEC). Este interés se ve reforzado por el intenso debate político y económico suscitado por el giro neoproteccionista de la política de Estados Unidos tras la llegada de Donald Trump a su gobierno.

		Bajo este contexto, el presente trabajo aborda el estudio de las relaciones comerciales y productivas de los países que conforman el área de integración de América del Norte, a partir de la información contenida en la base de datos TiVA (OCDE, 2016 y 2018) sobre el comercio en valor añadido. En última instancia se pretende poner al descubierto cuál es el resultado de las tendencias centrífugas (globalizadoras) y contratendencias centrípetas (regionalizadoras) relacionadas con la fragmentación productiva internacional en el marco de dicho proceso de integración.

		El contenido del texto se distribuye en seis secciones, además de esta introducción. En la sección 2 se presenta una panorámica del proceso de integración regional de América del Norte en el contexto de la reconfiguración de la economía mundial, prestando particular atención al giro proteccionista estadounidense. En la sección 3 se efectúa una aproximación teórica y conceptual al objeto de estudio. La sección 4 aborda los aspectos metodológicos relativos al estudio de la fragmentación productiva internacional desde la perspectiva del comercio en valor añadido. En la sección 5 se analiza la inserción conjunta en las cadenas globales de valor (CGV) de los tres países de América del Norte. En la sección 6 se analizan los cambios ocurridos en los encadenamientos productivos al interior del bloque regional. Por último, la sección 7 presenta las conclusiones del trabajo.

		2. La integración de América del Norte en el marco  de una reconfiguración de la economía mundial y el giro neoproteccionista de Estados Unidos

		La caracterización centro-periferia en clave actual

		Para una mejor aproximación analítica a las implicaciones del proceso de integración de América del Norte, resulta de utilidad partir de la caracterización enunciada por Raúl Prebisch, quien desplegó la concepción de estructura económica mundial como asimétrica y formada por dos zonas de desarrollo y subdesarrollo, articuladas como centro y periferia (Prebisch, 1948, citado por Martínez, 2011). No obstante, la actual División Internacional del Trabajo (DIT) no sirve para explicar las relaciones económicas centro/periferia de las últimas décadas, caracterizadas por la globalización, el crecimiento incesante de las exportaciones manufactureras desde los nuevos países industriales con reflejo tanto económico (en términos de PIB por habitante) como institucional (incorporación a la OCDE de economías latinoamericanas y asiáticas). La “periferia” ha dejado de ser una categoría inclusiva, si no, ¿cómo incluir en el mismo saco a países como Corea del Sur, India, Argentina, Marruecos, Burkina Fasso, México o los países centroamericanos, sólo por citar algunos que no coinciden en los grupos tipológicos exportadores, de ingreso o institucionales? La concepción centro/periferia resulta, por tanto, inservible en el actual contexto de globalización y nueva DIT (Martínez, 2011).

		Vidal (2002) sugiere que la matriz más sólida del esquema centro/periferia es la de Samir Amin, ya que dicha matriz ofrece la posibilidad de articular los niveles histórico, económico-estructural e institucional-fenoménico del desarrollo, en la conocida caracterización del desarrollo capitalista en el centro como autónomo (dimensión histórica), autocentrado (dimensión estructural) y modernizador (instituciones y bienestar material). Es importante destacar, entonces, que se ha superado la definición mercantilista de los centros como exportadores de manufacturas y de las periferias como primario-exportadoras. La extraversión se puede dar también en la exportación de manufacturas y las economías autocentradas pueden ser sin duda primario-exportadoras, dominando incluso los mercados internacionales de productos primarios por su volumen exportador, como de hecho sucede. Esto es así porque el binomio centro/periferia ya no descansa en qué se produce, sino en cómo se produce (Martínez, 2011).

		En cualquier caso, autores de la corriente regulacionista consideran que la existencia de lo que los teóricos marxistas denominaron Departamento I de la producción industrial, es decir, de medios de producción –bienes de capital, materia primas e intermedias–, además por supuesto de un Departamento II –de bienes de consumo–, sigue siendo hoy en día un elemento decisivo para clasificar un país como desarrollado o no (Boyer, 1986; Boyer y Saillard, 2002; citados por Domingues, 2012).

		Aunque la contrarrevolución neoliberal de los años ochenta desechó esta visión teórica, la reconfiguración de la economía mundial a través de la globalización pone de nuevo de manifiesto la realidad de la estructura centro/periferia y, por tanto, la utilidad y pertinencia de dicha conceptualización para explicar el desarrollo desigual en el capitalismo global (Martínez, 2011). Por ello resulta útil recurrir a la reconceptualización de la estructura económica mundial de la forma centro/semiperiferia/periferia.

		El devenir del capitalismo global ha cambiado el rol de las regiones y de los países, dando lugar a la aparición de una región semiperiférica en el mundo (como Argentina, Brasil, Chile y México en América Latina; China, India, Indonesia, Corea del Sur, Malasia, Singapur, Tailandia y Turquía, en Asia; Federación Rusa y Sudáfrica) (Martínez, 2011). En el caso concreto de México, su incorporación a la globalización se llevó a cabo gracias a su inserción en el TLCAN, siendo considerado como parte de la semiperiferia en la economía global que hacia su interior reproduce la estructura semiperiferia/periferia y en algunos casos muy contados centro.

		Es necesario reiterar que esta definición no se fundamenta en la visión mercantilista en qué se produce sino en cómo se produce, ya que la globalización supone una nueva DIT, existiendo regiones en México que funcionan como engarzadas dentro del sistema capitalista global en su carácter de semiperiféricas, mientras que otras sólo cumplen el papel de reserva de mano de obra y no participan en la producción ni en el consumo global o sólo lo hacen marginalmente.

		En el marco del trinomio centro/semiperiferia/periferia, las economías centrales consiguen retener los beneficios del progreso técnico y pueden articular su capacidad de producción, derivada de los incrementos de la productividad en todos los sectores, con la de consumo, mediante la suficiente remuneración de los factores, lo cual significa absorción endógena del valor añadido. Sin embargo, las economías periféricas no pueden retener los avances en productividad, pues los pierden por medio del comercio con los centros (intercambio desigual, escaso valor añadido) y el ajuste financiero permanente (endeudamiento externo). Además, la capacidad de producir está determinada por las necesidades de los mercados externos, por lo que no se puede articular con la capacidad de consumo.

		Las economías periféricas continúan con el comercio tradicional previo a la globalización; es decir, son primario-exportadoras e importadoras de manufacturas, pero en general casi no participan ni en la producción ni en el consumo global y se caracterizan por su heterogeneidad estructural. En tanto, las economías semiperiféricas, como México, se encuentran articuladas al mecanismo de fábrica global y participan en la producción, pero no de la misma forma en el consumo global, pues existe una divergencia entre sus capacidades de consumir y producir que las ubica en una situación intermedia entre centro y periferia (Martínez, 2011).

		Integración y neoproteccionismo en América del Norte

		La principal transformación estructural que experimentó México en relación con el proceso de apertura, por el cambio de modelo económico en 1982, su incorporación al GATT en 1986 y la firma del TLCAN en 1994, se dio en la estructura de sus exportaciones. En este sentido, México pasó de ser un país exportador de petróleo a uno fundamentalmente exportador de bienes manufacturados, en línea con su participación en la nueva DIT; aunque también esta orientación productiva estuvo propiciada por una determinada política industrial.

		En concreto, los orígenes de la vocación manufacturera de México se remontan al establecimiento en mayo de 1965 de la política de Fomento a la Industria Maquiladora de Exportación en el norte del país. En 1990 se estableció el Programa de Importación Temporal para la Exportación (PITEX), lo que favoreció la importación de componentes libres de impuestos, siempre y cuando se exportaran al menos 30% de sus ventas (Contreras y Munguía, 2007). En cualquier caso, el TLCAN cambió la estructura de las exportaciones de México, que hasta 1982 eran sobre todo de petróleo.

		El cambio de modelo económico y el TLCAN insertaron a México en la economía global como el principal país de América Latina productor de manufacturas y, además, como un gran receptor de inversión extranjera directa (IED). Sin embargo, el crecimiento económico ha sido mediocre, ya que para ello se requiere que las exportaciones incorporen mayor valor añadido interno y se vinculen en mayor medida con cadenas internas de producción que logren arrastrar al conjunto de la economía.

		La renegociación del TLCAN y su posterior firma, en noviembre de 2018, como un nuevo acuerdo (T-MEC) ha venido marcada por la redefinición de la política comercial que presenta un cariz fuertemente proteccionista e intervencionista tras la irrupción de Donald Trump en el gobierno de Estados Unidos. No en vano, su campaña electoral se destacó desde el principio por un discurso explícitamente crítico y contrario al Tratado afirmando que este acuerdo era el principal culpable del déficit comercial de Estados Unidos con México (López, 2018). En la vorágine de este discurso neoproteccionista, la intención inicial era, tal como se confirmó después, la práctica liquidación de dicho acuerdo comercial. Esta posibilidad ya estaba prevista en el texto constitutivo del TLCAN, que contemplaba que cualquier socio que desease salir del acuerdo sólo debía anunciarlo con seis meses de antelación.

		En cualquier caso, la firma del T-MEC pone de manifiesto que la ruptura del proceso de integración es improbable, a lo que se suman los propios intereses de las empresas multinacionales estadounidenses, que son las que mayor deslocalización productiva exhiben a nivel mundial y, en particular, hacia sus dos socios comerciales: México y Canadá. A esto se suma que la mayor parte del comercio entre México y Estados Unidos es intra-firma e intra-industrial, exhibiendo un alto contenido de bienes intermedios (Rodil y López, 2011).

		Una consecuencia práctica de la fragmentación productiva internacional es, por ejemplo, que México se ha convertido en el 60 exportador mundial de automóviles, sin existir ninguna marca de automóviles de origen mexicano. Todos los automóviles o partes producidas en México forman parte de la CGV de la industria automotriz que en su mayoría está lidereada por empresas estadounidenses. Algo parecido sucede en otras industrias, como la eléctrico-electrónica, la de tecnologías de la información y la comunicación, o la textil. En este sentido, el TLCAN contribuyó a destruir gran parte de las cadenas productivas de la economía mexicana y las que todavía permanecen están vinculadas fundamentalmente a la fragmentación productiva internacional y orientadas a Estados Unidos.

		En consecuencia, México se ha convertido en uno de los principales socios comerciales de Estados Unidos, disputándose el liderazgo con China y Canadá. Sin embargo, buena parte de los intercambios tiene lugar a través de las CGV, que son portadoras de múltiples porciones de valor procedentes de diferentes países y atravesando muchos intercambios la misma frontera varias veces. De hecho, existen evidencias de que el aparente déficit comercial de Estados Unidos con México se reduce cuando este comercio se mide sólo en intercambios netos de valor añadido (Rodil, 2018).

		3. Fragmentación productiva e integración económica: hacia un marco explicativo integrador

		Entre las diversas dimensiones que caracterizan al proceso de globalización hay dos que se hallan cada vez más interrelacionadas: la expansión del comercio internacional y la creciente fragmentación productiva internacional. En lo que respecta a la vertiente comercial, es un hecho contrastado que el comercio mundial se ha expandido en las últimas décadas superando con creces el crecimiento del PIB mundial (OMC, 2013, 2014). Sin embargo, gran parte de esta expansión comercial se acompaña de la formación de bloques de integración regional. En tanto, la fragmentación productiva internacional ha experimentado un incremento progresivo (Baldwin, 2012; Gandoy, 2014), dando muestra de ello el crecimiento sostenido del comercio de bienes intermedios (Sturgeon y Memedovic, 2010; Johnson y Noguera, 2012).

		El concepto de CGV se refiere al conjunto de fases de generación de valor que caracterizan a cualquier proceso productivo que concluya en la elaboración de un producto final, localizándose algunas de estas fases en diferentes países. Los estudios sobre CGV se han expandido de modo exponencial en los últimos años, avance que no está exento de imprecisiones y discrepancias interpretativas. Entre los rasgos de las CGV, existen varios que han sido enfatizados con mayor frecuencia en la literatura. Por ejemplo, Palazuelos y Fernández (2015) destacan: 1) que estas cadenas han venido ejerciendo de motor de expansión del comercio en las últimas décadas conforme a nuevas características de la producción; 2) que las empresas multinacionales gobiernan de formas diversas los principales segmentos de las CGV, si bien también presentan nuevas formas organizativas que no requieren una relación jerárquica formal; y 3) las CGV se han extendido empujadas por sucesivas oleadas de IED que han configurado la nueva arquitectura de la producción a escala internacional.

		Entre los principales factores explicativos del avance de las CGV se encuentran el descubrimiento y la difusión de innovaciones tecnológicas en el transporte y las comunicaciones. También ha contribuido a la proliferación de un marco institucional caracterizado por el auge del multilateralismo y los procesos de liberalización e integración comercial. Asimismo, la esencia de las CGV parece poner de manifiesto que en las últimas décadas se han traspasado los límites geográficos de los bloques regionales conduciendo de forma gradual hacia procesos de fragmentación productiva “genuinamente globales” (Los et al., 2015).

		El presente trabajo pretende aportar luz a esta confluencia analítica a través del estudio de la fragmentación productiva internacional en un contexto de integración económica como es el que protagonizan México, Estados Unidos y Canadá, y que cuenta con varias décadas de evolución. Este interés analítico se ve también alimentado por la incorporación de China y otros países asiáticos al mercado mundial, lo que provoca la aceleración de los flujos de comercio e inversión y que ha traspasado las fronteras de acuerdos comerciales como el TLCAN, donde China irrumpe hasta convertirse en un actor comercial de primer orden (López et al., 2014).

		La figura 1 trata de reunir en un mismo marco explicativo el conjunto de relaciones que subyacen a este objetivo, en el que confluyen ideas procedentes de diferentes líneas teóricas (carácter ecléctico). Para ello se parte de las diferentes tendencias regionales y globales que pueden derivarse en la práctica de la confluencia de procesos de fragmentación productiva internacional y de integración regional. Para efectos analíticos, dichas tendencias son clasificadas en este trabajo como fuerzas centrífugas y centrípetas; las primeras para referirse a los factores que profundizan en la vertiente global del proceso de fragmentación productiva, dando lugar a cadenas de valor “extra-regionales”, y las segundas para referirse a los factores que profundizan en la orientación regional de dicho proceso, conduciendo a la formación de cadenas de valor “intra-regionales”.

		Figura 1 
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		Fuente: elaboración propia.

		Desde la perspectiva de la integración, las fuerzas centrífugas llevan a una orientación “hacia fuera” (extra-regional) de la participación en las CGV; mientras que las fuerzas centrípetas conducen a una orientación “hacia dentro” (intra-regional) de dicha participación. La literatura existente se refiere en general a la existencia de fuerzas centrípetas y centrífugas derivadas de la integración que afectan a la distribución de la actividad en el interior del espacio integrado (Riveiro, 2005). Sin embargo, en este caso la caracterización centrífuga/centrípeta se aplica a los posibles efectos que se derivan de la integración regional sobre el modo de inserción de estos países en el proceso de fragmentación productiva internacional, a través de los cambios que afectan a sus relaciones internas y externas.

		Entre las fuerzas centrífugas se encuentran factores tales como las necesidades propias de la producción (requerimientos de insumos productivos), el acceso a mercados o a proveedores externos; así como (dependiendo de los cambios en el nivel de protección exterior de cada bloque regional) la posible creación de comercio de carácter externo y el fomento de las relaciones con el exterior como consecuencia de posibles alianzas estratégicas con terceros países ajenos al bloque regional (socios externos). La acción conjunta de estos factores puede conducir a una inserción productiva cada vez más abierta (extra-regional) del bloque regional en su conjunto.

		Por el contrario, la teoría de la integración (Viner, 1950; Meade, 1955; Lipsey, 1960) pone de manifiesto que entre los efectos derivados de la integración económica se halla la creación interna de comercio, promoviendo la eficiencia y la competitividad interna entre los países socios, así como la posible existencia de desviación de comercio (sustitución de importaciones con origen en terceros países por importaciones de países socios). A nivel empírico, Rodil y López (2011) señalan la existencia de este tipo de efectos en el caso concreto del TLCAN, que promueven una mayor integración comercial y productiva intra-regional (efecto centrípeto), frente a las relaciones con el resto del mundo. Asimismo, pueden desencadenarse procesos de causación circular acumulativa de tipo Myrdal, sobre todo cuando se concibe la participación de regiones de diferente nivel de desarrollo, dando lugar a procesos de concentración de la producción hacia los territorios del centro, atraídos por la coexistencia de economías de escala y de aglomeración.

		Debe advertirse que este marco explicativo no establece qué fuerzas son predominantes, ya que ello dependerá de cada caso y circunstancias particulares, pudiendo incluso variar de un periodo a otro debido, por ejemplo, a un giro en la política comercial de los diferentes países y regiones. No obstante, ofrece un punto de apoyo para una mejor comprensión de los diversos factores que influyen en el modo de inserción de los países en el proceso de fragmentación productiva internacional. En cualquier caso, resulta razonable suponer que las CGV existentes son un resultado mixto y dinámico de estas tendencias y contratendencias.

		Este trabajo se propone pues conocer cuál es el vector resultante en el caso de los países de América del Norte a partir del estudio de su comercio en valor añadido y de su participación en las CGV.

		4. La medición de la fragmentación productiva a través del comercio en valor añadido

		A nivel metodológico, la complejidad del comercio asociado a la existencia de CGV hace necesaria una medición más afinada del mismo. Para ello se desarrollaron diversas técnicas (comercio de bienes intermedios, comercio de partes y componentes, análisis input-output, etcétera) dirigidas a cuantificar el grado de participación en dichas cadenas productivas.

		La técnica utilizada en este estudio para medir la participación en CGV corresponde a la medición del comercio en valor añadido, a partir de la base de datos TiVA (OCDE, 2016 y 2018), que incluye datos para más de 60 países, incluidas las principales economías del mundo, para los periodos 1995-2011 (versión de diciembre de 2016) y 2005-2015 (versión de diciembre de 2018). Debe advertirse que el cambio de metodología aplicado en TiVA a partir de diciembre de 2018, tiene entre otras consecuencias, alteraciones en el nivel de los indicadores, pero no así en las tendencias observadas. Por ello se ha considerado oportuno diferenciar en las gráficas las series correspondientes a cada metodología.

		Esta técnica permite salvar el principal problema que afecta a las mediciones basadas en el comercio en bruto y que consiste en la doble contabilización que conlleva medir las exportaciones sin descontar previo el valor de los insumos importados para su elaboración. La consideración de los flujos netos de valor añadido que se transmiten de unos países a otros permite evitar esta sobrevaloración inherente a los flujos de comercio en bruto.

		La figura 2 ilustra el mapa de los principales flujos de comercio (exportaciones brutas) y de valor añadido que protagonizan los países de América del Norte entre sí (flujos intra-regionales), así como con sus principales regiones socias de Europa y de Asia (flujos extra-regionales). En cuanto a los flujos de exportaciones brutas intra-regionales, alcanzaron en 2015 un total de US $1.078,78 miles de millones, concentrando Estados Unidos 43%, seguido de Canadá y México con 29 y 27%, respectivamente. Este volumen de comercio supone apenas una tercera parte de los flujos comerciales que mantiene el bloque de América del Norte con Europa y Asia (Este-Sudeste), si bien 85% de este comercio extra-regional lo canaliza Estados Unidos.
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		Cuando se consideran los flujos de valor añadido doméstico que se incorporan a la demanda final del país de destino, se observa una contracción tanto del monto total intra-regional, que pasa a ser de US $730,85 miles de millones (68% del valor de las exportaciones brutas), como del monto total extra-regional con Europa y Asia oriental, que pasa a ser de US $2.723,83 miles de millones (88% del valor de las exportaciones brutas). Estas diferencias dejan entrever grosso modo la sobrevaloración que se desprende de las cifras de exportaciones brutas, que incorporan valor añadido de procedencias diversas.

		La gráfica 1 muestra las diferencias observadas al comparar los saldos comerciales bilaterales de los socios del bloque regional de América del Norte considerando ambos tipos de contabilización: comercio en bruto y en valor añadido. En este sentido, se constata que todos los saldos comerciales en bruto sobrevaloran los saldos en valor añadido, al estar afectados los primeros por el problema de la doble contabilización. Esta comparación introduce importantes matices y relativiza los fundamentos del discurso político neoproteccionista impulsado por la administración Trump, que se apoya en un sobrevalorado déficit comercial.

		Gráfica 1. Saldo bilateral del comercio en bruto y en valor añadido. América del Norte,  2015
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		Fuente: elaboración propia a partir de la base de datos TiVA (OCDE, 2016 y 2018).

		Entre los indicadores que existen para estimar la participación en las CGV se han hecho célebres los sugeridos por Koopman et al. (2010, 2014). En concreto, para medir la participación total de una economía en CGV, se hace uso del siguiente indicador:

		[image: ]

		Donde FVA es el valor añadido extranjero que un país incorpora en sus exportaciones. Por su parte, IVA se refiere al valor añadido generado por un país que se incorpora a las exportaciones de otros países. Tal como se define el índice de participación en CGV, tanto FVA como IVA se dividen por las exportaciones brutas del país (X), por lo que dicho indicador se puede expresar como el porcentaje de las exportaciones brutas del país que están vinculadas a la fragmentación productiva internacional.

		Cabe añadir que el primer sumando (FVA/X) se suele denominar índice de participación hacia atrás, reflejando los encadenamientos productivos que desembocan en el país de referencia procedentes de otros países genera-dores de valor en las etapas previas de la cadena productiva. El segundo sumando (IVA/X) se suele denominar índice de participación hacia delante, en referencia a los encadenamientos productivos del país de referencia hacia otros países donde se localizan las subsiguientes etapas de la cadena de valor.

		El hecho de que un país tenga mayor participación hacia delante que hacia atrás suele estar asociado a una mayor especialización en las etapas iniciales del proceso productivo, mientras que si su participación es en su mayoría hacia atrás ocurre lo contrario, asociándose a una especialización en etapas más próximas al consumo final. De ello se extrae que el índice de participación en CGV puede alcanzar valores similares en países con patrones de inserción diferentes. Por ello se propone un índice que mida la posición preponderante de un país en su inserción en las CGV (Koopman et al., 2010, 2014), y que se calcula a través de la siguiente expresión:
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		Esta expresión que incluye logaritmos resulta útil para comparar un número más amplio de economías con diferencias más acusadas que las que se analizan en el presente trabajo. En este sentido, existe un índice similar, pero más simple e intuitivo en su interpretación, que se calcula de acuerdo con la siguiente expresión:
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		Un índice de posición con signo positivo expresa una preponderancia en los encadenamientos productivos hacia delante en las CGV, mientras que un signo negativo refleja un predominio de los encadenamientos hacia atrás. Al igual que ocurre con los índices de participación, este índice también se expresa como porcentaje de las exportaciones brutas. Aunque la participación hacia delante suele estar asociada con una especialización en las etapas iniciales del ciclo productivo y la participación hacia atrás con una especialización en etapas finales, no debe colegirse necesariamente que esto sea siempre así, pues existen insumos de muy diferente contenido técnico y valor añadido asociado a su producción.

		No debe obviarse que estos indicadores relativos a flujos de comercio en valor añadido, además de servir para cuantificar el grado y el modo de inserción de los países en las CGV, resultan de utilidad para el estudio de la dimensión geográfica del fenómeno de la fragmentación productiva, en línea con los objetivos de este trabajo.

		5. La inserción de América del Norte en la fragmentación productiva internacional

		El estudio del comercio en valor añadido de las economías participantes en el proceso de integración de América del Norte confirma el avance de su inserción en las CGV en el marco de la fragmentación productiva internacional. Este resultado general se manifiesta tanto cuando se analiza el comercio exterior del bloque comercial con el resto del mundo como cuando el análisis se realiza para cada uno de los países por separado (véase gráfica 2). De este modo se observa que, desde el inicio del TLCAN los flujos de comercio en valor añadido vinculados a CGV en las relaciones del bloque comercial con el resto del mundo experimentaron un aumento entre 1995 y 2015, pasando del 29.2% del valor de sus exportaciones brutas al 33.5%, aunque con una tendencia declinante a partir de 2011.

		Resultados similares se obtienen al analizar cada uno de los tres socios por separado, incluyendo en este caso no sólo el comercio con el resto del mundo (extra-regional), sino también el comercio con sus socios comerciales (intra-regional). Los datos muestran que las tres economías comparten la misma tendencia de incremento de su inserción en las CGV a lo largo de esta experiencia compartida de integración, aunque con diferentes niveles de profundización (véase gráfica 2).

Gráfica 2. Participación total en cadenas globales de valor de los países de América del Norte (valor añadido foráneo o doméstico vinculado a cadenas globales de valor como porcentaje de las exportaciones brutas)
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Fuente: elaboración propia a partir de la base de datos TiVA (OCDE, 2016 y 2018).

		México destaca por ser el socio con mayor participación en la fragmentación productiva internacional, afectando en 2015 en casi un 45% de sus exportaciones brutas. Le sigue Canadá, con 36.5% de sus exportaciones brutas protagonizadas por flujos de valor añadido vinculados a CGV. Estados Unidos, por su parte, alcanzó al final del periodo una participación del 31.7%, siendo el socio con menor grado de inserción en CGV de los tres que conforman la región. En línea con lo señalado por Martínez (2011), esta elevada participación de México en CGV se corresponde con su papel de semiperiferia, encontrando su economía articulada al mecanismo de fábrica global, sin que ello se corresponda con una elevada capacidad de consumo.

		El estudio del comercio en valor añadido de origen foráneo incorporado en las exportaciones brutas de México, Estados Unidos y Canadá muestra su grado de participación hacia atrás en el marco de las CGV (véase gráfica 3). Como primer resultado de interés, se constata un avance de este tipo de participación en la inserción externa del bloque comercial en su conjunto hasta el 2011, para seguir a continuación una evolución declinante. Así se observa que el peso del valor añadido de origen foráneo que estos países exportan conjuntamente al resto del mundo (extra-regional) pasó de representar 11.6% de las exportaciones totales en 1995 a situarse 20 años después en 10.9%, alcanzando en 2011 su máximo con 13.6%. Debe destacarse la gran similitud que se observa, tanto en términos de nivel como de evolución, en la participación hacia atrás del conjunto del bloque comercial y de Estados Unidos, lo que se explica por su preeminente papel como principal potencia exportadora, concentrando más del 85% de las exportaciones de América del Norte al resto del mundo.

		El análisis comparado de la participación hacia atrás de los tres socios por separado reproduce rasgos similares a los observados en la participación total. Esto es así en lo que se refiere a la ordenación de los países de acuerdo con el peso relativo de los encadenamientos hacia atrás, destacando México con una importancia creciente del valor añadido de origen foráneo incorporado en sus exportaciones brutas en los primeros años de integración, con un peso del 36.1% en 2015. Le sigue Canadá, con 21.2% de sus exportaciones brutas. Por su parte, Estados Unidos muestra un peso de los encadenamientos productivos hacia atrás sensiblemente inferior al de sus dos socios comerciales, alcanzando apenas 9.5% de sus exportaciones brutas en 2015, aunque siguiendo una evolución creciente desde el comienzo del nuevo milenio.

Gráfica 3. Participación hacia atrás en cadenas globales de valor de los países de América del Norte (valor añadido foráneo como porcentaje de las exportaciones brutas)
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Fuente: elaboración propia a partir de la base de datos TiVA (OCDE, 2016 y 2018).

		No debe desdeñarse el dato de que México se consolide como el país de la región con mayor presencia de encadenamientos hacia atrás en sus exportaciones brutas. De hecho, es una característica propia de economías semiperiféricas, que se engarzan a la economía internacional como potencias manufactureras, pero que tienen como característica definitoria su especialización en las fases de producción próximas al consumo final y que aportan un escaso valor añadido al conjunto de las exportaciones (industria maquiladora).

		Una imagen muy diferente a la anterior la proporciona el análisis de la participación hacia delante, donde América del Norte muestra una notable y creciente inserción a lo largo del conjunto del periodo, que alcanza 22.6% de sus exportaciones al resto del mundo en 2015; 5% más que en 1995 (véase gráfica 4). Este comportamiento viene marcado en particular por Estados Unidos, país de mayor relevancia exportadora y que muestra el mayor peso de los encadenamientos hacia delante, alcanzando 22.2% de sus exportaciones brutas en 2015. Cabe señalar que se trata de una participación hacia delante en CGV por parte de una economía de elevado nivel de desarrollo, lo cual sugiere una justificación diferente a la que caracteriza a otras economías de similar perfil de inserción en CGV, pero inferior nivel de desarrollo, al proceder de sectores de intensidad tecnológica media y alta.
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En perspectiva comparada, la participación hacia delante dibuja un escenario simétrico al observado en la participación hacia atrás, siendo México el socio con menor peso de los encadenamientos hacia delante (8.8% de sus exportaciones brutas en 2015), bastante por detrás de Canadá (15.3%), aunque cabe destacar que ambos países partían del mismo nivel al principio del periodo analizado (11.1% en 1995). Esto se corresponde de nuevo con la idea de que México ejerce como semiperiferia en el marco del proceso de fragmentación productiva internacional, especializándose en actividades manufactureras próximas al consumo final, orientándolo en su mayor parte a Estados Unidos que actúa como eje principal.

		De lo observado se desprende una posición neta en CGV de preponderancia hacia delante en el caso del conjunto del bloque regional (comercio extra-regional) y en el de Estados Unidos en particular (véase gráfica 5). Lo contrario se constata en el caso de los dos otros socios comerciales, Canadá y México, que presentan una preeminencia de los encadenamientos hacia atrás, con tendencia a suavizarse en el caso de Canadá y a acentuarse en el caso de México. De hecho, el contraste con Estados Unidos se ha ido reduciendo de forma paulatina en el caso de Canadá, que se ha aproximado a una posición neutra hacia el final del periodo, mientras que México ha acentuado su modo de inserción con predominio de los encadenamientos hacia atrás.

Gráfica 5. Posición en cadenas globales de valor de los países de América del Norte

(porcentaje de las exportaciones brutas)

[image: ]

Fuente: elaboración propia a partir de la base de datos TiVA (OCDE, 2016 y 2018).

		Un paso adicional en el estudio de la inserción de México, Estados Unidos y Canadá en el proceso de fragmentación productiva internacional se da por su participación conjunta en CGV. Con ello, se trata de verificar en qué medida la integración económica acompaña una mayor asociación en su participación en las CGV, o si, por el contrario, han disminuido su inserción conjunta en favor de una creciente asociación con otras economías. La respuesta a esta cuestión aconseja un análisis comparado que haga posible una visión integral de los cambios. Por ello se presentan de forma secuencial el índice de participación hacia atrás y hacia delante de México, Estados Unidos y Canadá asociado a tres ámbitos geográficos diferenciados: América del Norte, Europa y Este-Sudeste de Asia. La selección de estos tres ámbitos geográficos se justifica por su relevancia en el marco de sus interrelaciones comerciales y productivas.

		En lo que se refiere a los encadenamientos hacia atrás (véase gráfica 6), cabe destacar la alta participación de las exportaciones de México y en menor medida de Canadá, como portadoras de valor extranjero procedente de sus otros dos socios del bloque regional, en particular de Estados Unidos. No obstante, en ambos casos se observa un notable descenso de este índice de participación conjunta entre 1995 y 2015, acompañado de un incremento de la participación hacia atrás vinculada a valor añadido de origen asiático y europeo. Esto se hace sobre todo patente en el caso de México, donde el aumento de la participación hacia atrás con los países del Este y Sudeste de Asia es muy superior al descenso de su participación vinculada a sus dos socios de América del Norte. Este resultado verifica la creciente entrada a través de México y, en menor medida, de Canadá de valor añadido externo a la región como parte de los cambios en el engranaje de las CGV, al tiempo que se reduce el de origen intra-regional.

Gráfica 6. Participación hacia atrás de los países de América del Norte por áreas geográficas (valor añadido foráneo como porcentaje de las exportaciones brutas)
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Fuente: elaboración propia a partir de la base de datos TiVA (OCDE, 2016 y 2018).

		Como contrapunto, se observa cierta simetría en el comportamiento de Estados Unidos que exhibe un índice de participación hacia atrás vinculado a sus dos socios muy reducido, aunque experimentando un ligero aumento entre 1995 y 2015. Una tendencia que es contraria a la que se observa en cuanto a la participación de valor añadido procedente de países de Asia y Europa. Este hecho reafirma la nueva arquitectura en que se asienta la inserción en CGV de México, Estados Unidos y Canadá, la cual cuenta con una creciente participación de terceros países, en su mayoría procedentes del Este y Sudeste de Asia, y que tienen principalmente a México como eslabón productivo de entrada al bloque regional.

		Es de especial atención, el cambio de patrón geográfico que presenta México en sus encadenamientos productivos hacia atrás, con un espectacular incremento del valor añadido procedente del Este y Sudeste de Asia, en detrimento del valor añadido procedente de sus socios regionales. Este resultado puede interpretarse como un predominio de fuerzas centrífugas, que conducen a un cambio en la articulación geográfica de las CGV y profundizan en su carácter extra-regional, pero sin que altere el tipo de especialización productiva de México, que sigue ejerciendo como una especie de semiperiferia especializada en las etapas finales de fabricación, caracterizadas por la escasa generación de valor añadido.

		El índice de participación hacia delante (véase gráfica 7) dibuja un escenario con ciertas similitudes, pero también diferencias destacables con respecto al anterior. Entre las semejanzas destaca la fuerte presencia de encadenamientos productivos intra-regionales. Sin embargo, una diferencia destacable con respecto a la participación hacia atrás es que sólo se observa en Canadá una profundización en este tipo de encadenamientos hacia delante intra-regionales. Contrario a lo que ocurre con México y Estados Unidos que, a pesar de exhibir índices de participación conjunta relativamente altos, los han visto reducirse entre 1995 y 2015, sobre todo en el caso de México. Por otra parte, cabe destacar el avance que en general se observa en los encadenamientos hacia delante con otras economías ajenas al proceso de integración, como son los países asiáticos y europeos.

		Todas estas tendencias y contratendencias que se observan en el marco de la inserción de América del Norte en las CGV no dejan de ser diferentes escenas de un mismo guion, que muestra las múltiples aristas de un proceso de naturaleza compleja. Por un lado, ponen de manifiesto la existencia de crecientes encadenamientos productivos con terceros países, lo que constituye una clara muestra de cómo las CGV traspasan las fronteras mismas de los bloques regionales, dando lugar a un fenómeno de creciente carácter extra-regional. Por otro lado, revelan la existencia de procesos de reestructuración de las CGV que conllevan cambios en la geografía asociada a los encadenamientos productivos que tienen lugar dentro del propio bloque de América del Norte.

		Estos cambios operan, no obstante, bajo una lógica de cierta simetría entre Estados Unidos y sus dos socios, México y Canadá. Ello se manifiesta en un mayor peso de los encadenamientos intra-regionales en los casos de México y Canadá (aunque con tendencia en general a reducirse) frente al menor peso de dichos encadenamientos en el caso de Estados Unidos. En última instancia, estos resultados revelan un predominio de las fuerzas centrífugas asociadas a la fragmentación productiva a escala extra-regional (CGV extra-regionales) sobre las fuerzas centrípetas asociadas a la fragmentación productiva a escala regional (CGV intra-regionales).

		Gráfica 7. Participación hacia adelante de los países de América del Norte por áreas geográficas (valor añadido doméstico exportado por otros países como porcentaje de las exportaciones brutas) 
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		Fuente: elaboración propia a partir de la base de datos TiVA (OCDE, 2016 y 2018).




		6. Cambios en los encadenamientos productivos intra-regionales

		Los cambios experimentados en la participación conjunta de México, Estados Unidos y Canadá presentan variaciones en la composición sectorial de sus encadenamientos productivos, mismos que se observan al analizar el valor añadido procedente de sus socios regionales en cinco sectores seleccionados.

		En el caso de Canadá (véase cuadro 1) hay dos sectores que han aumentado sensiblemente su importancia en el valor añadido exportado con origen en Estados Unidos y México. Se trata del sector de productos químicos y minerales no metálicos, así como el de metales básicos y transformados metálicos. Ambos sectores representan en 2015, el 28% del valor añadido exportado por Canadá con origen en Estados Unidos (16% en 1995) y el 20% del procedente de México (11% en 1995). Sin embargo, los equipos de transporte, principal sector exportador de valor añadido foráneo, que en 1995 concentraba 50% del valor añadido exportado por Canadá con origen en Estados Unidos y 65% del procedente de México, presenta en 2015 un peso relativo inferior al de 1995 en 23 y 19%, respectivamente.
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		En el caso de México (véase cuadro 2), dos sectores destacan por la importancia del valor añadido con origen en sus socios regionales, aunque con tendencias opuestas. Los equipos de transporte aumentaron su importancia, hasta situarse en torno al 40% del valor añadido exportado por México con origen en Estados Unidos y Canadá. Por el contrario, los productos electrónicos vieron reducida prácticamente su importancia hasta la mitad entre 1995 y 2015, en consonancia con el creciente ascenso de los países asiáticos como proveedores.
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		Por su parte, Estados Unidos (véase cuadro 3), exhibe tendencias contrapuestas. En particular, destaca el aumento de la importancia del sector de productos químicos y minerales no metálicos con origen en sus dos socios (México y Canadá) y de los equipos de transporte con origen en México. Sin embargo, se observa una tendencia contraria en los equipos eléctricos, que han visto reducida a menos de una tercera parte su importancia.

		Todos estos cambios observados en la composición del valor añadido foráneo exportado de origen intra-regional apuntan a una recomposición de los encadenamientos productivos de América del Norte. En particular, destaca la pérdida de importancia de los flujos intra-regionales asociados a equipos eléctricos, en línea con la creciente participación en CGV con terceros países, principalmente del Este y Sudeste de Asia, que se están posicionando como importantes eslabones en el suministro de este tipo de productos. Este hecho evidencia la irrupción de fuerzas centrífugas que afectan al suministro de productos de elevada intensidad tecnológica como son los productos eléctricos y electrónicos, incrementando así la participación extra-regional.
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		7. Conclusiones

		La superposición de dos fenómenos diferentes, pero interrelacionados, como son la fragmentación productiva internacional (CGV) y la integración económica (bloques regionales), requiere el establecimiento de un marco explicativo que integre ambas dimensiones, así como el estudio del efecto resultante sobre la inserción comercial y productiva de los países participantes. El marco explicativo propuesto parte de la combinación de diversos aportes teórico-conceptuales y de su adaptación al contexto actual. Por un lado, se recupera la conceptualización de la estructura económica mundial de la forma centro/semiperiferia/periferia, destacando en particular el papel que desempeñan México y Estados Unidos como semiperiferia y centro, respectivamente.

		Esta caracterización de México como semiperiferia se refleja en la articulación de su economía en el mecanismo de la fábrica global, sin que ello se vea correspondido con otros indicadores de desarrollo, por ejemplo, una elevada capacidad de consumo. Como se ha puesto de manifiesto, la inserción de México en las CGV se orienta fundamentalmente hacia la especialización en las etapas próximas al consumo final, que aportan un escaso valor añadido al conjunto de las exportaciones; al contrario de lo que sucede con Estados Unidos, que presenta una inserción vinculada a actividades y tareas altamente generadoras de valor añadido. A la luz del marco interpretativo actual, esta caracterización conceptual (centro/semiperiferia/periferia) sigue estando vigente.

		El marco explicativo se completa con la consideración de fuerzas centrífugas (requerimientos productivos, acceso a mercados externos, creación externa de comercio) y centrípetas (creación interna de comercio, desviación de comercio, causación circular acumulativa) que influyen en la orientación extra-regional o intra-regional del proceso de fragmentación productiva y por ende de las cadenas de valor resultantes. Un objetivo de este trabajo fue conocer el vector resultante de la confluencia de dichas fuerzas en el periodo 1995-2015. Para ello resultó crucial el análisis de la participación conjunta en CGV, que pone de manifiesto que el marco de integración de América del Norte opera como un escenario propio de fragmentación productiva intrarregional. Sin embargo, se advierten cambios (fuerzas centrífugas) que apuntan a la reconfiguración de los encadenamientos productivos existentes en la región, como sucede por ejemplo, con la pérdida de importancia de los flujos intra-regionales asociados a productos eléctricos y electrónicos, en línea con la creciente vinculación comercial y productiva de la región con terceros países, sobre todo del Este y Sudeste de Asia, dando lugar a una profundización en las cadenas de valor extra-regionales.
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		Resumen. Se analizan los factores de sostenibilidad de la acción colectiva en la gestión del agua de riego en los valles de Moche y Virú, situados en la costa de Perú. Utilizando un modelo de panel de efectos aleatorios, el análisis econométrico encontró que las variables relevantes para la sostenibilidad de la acción colectiva son diferentes en cada valle. El resultado económico se mide por la eficacia en el cobro de la tarifa de agua de riego, capacidad transferida por el Estado a las Juntas de Usuarios. Destaca, además, la importancia del proyecto de irrigación Chavimochic, que amplió la disponibilidad de agua en forma permanente, pero que enfrenta también los efectos del cambio climático, así como el incremento de la demanda hídrica.

		Palabras clave: Perú; acción colectiva; irrigación; precios; políticas de agua.

		Clasificación JEL: C33; L95; Q13; Q15; Q25.

		Collective action and water management in theMoche and Virú valleys of the peruvian coast

		Abstract. This paper analyzes sustainability-related factors of collective action around irrigation water management in the Moche and Virú valleys, located on the coast of Peru. Using a random effects panel model, this econometric analysis found that the variables which are relevant for the sustainability of collective action are different in each valley. The economic outcome can be measured by the effectiveness of collecting irrigation water tariffs, a capacity which is transferred from the State to User Boards. The importance of the Chavimochic irrigation project is also highlighted--a project which permanently widened water availability, and which simultaneously combats climate change, as well as the increase in water demand.

		Key Words: Peru; collective action; irrigation; prices; water politics. 

		1. Introducción

		La costa peruana es el territorio más árido del país; sin embargo, en ella se encuentra ubicada más del 58% de la población total, asentada en su mayoría en ciudades cercanas a ríos con bajos caudales de agua durante gran parte del año (INEI, 2018). Esta situación representa un problema para enfrentar la creciente demanda de alimentos, lo que obliga a diseñar complejos sistemas de irrigación; y donde también están presentes las organizaciones sociales de riego con base en la acción colectiva para la gestión y la distribución del recurso hídrico entre los regantes.

		Cabe señalar que durante las décadas de 1980 y 1990 se dio un esfuerzo significativo por estudiar la organización social del riego en el Perú. Se analizaron los cambios institucionales por los que atravesaban las organizaciones que asumieron la gestión del agua a partir de la promulgación de la Reforma Agraria y la Ley General de Aguas en 1969. Años después, se estudiaron los cambios tanto en el plano legal como en las políticas públicas sobre la tierra y los recursos hídricos; así como la gran importancia que tiene el uso agropecuario del agua, tomando en cuenta la huella hídrica, que abarca 89% del uso total en el país, quedando únicamente 11% para el consumo doméstico, la industria, la minería, y otros usos (ANA, 2015). 

		Asimismo, existió una preocupación especial por analizar los conflictos y procedimientos al interior de dichas organizaciones; lo mismo que los intereses comunes con relación al sistema de riego y sobre la infraestructura de distribución del agua que es un recurso de uso común. Estos aspectos también han sido materia de estudio en otros países (Agrawal y Goyal, 2001; Bardhan, 2000; Nagrah et al., 2016; Ostrom et al., 2011; Villamayor-Tomas, 2014). En los últimos años se ha retornado el interés en Perú por investigar la organización social del riego y su relación con las políticas públicas mediante estudios de caso (Damonte y Gonzales, 2018; Marshall, 2014; Oré y Geng, 2014; Verzijl y Domínguez, 2015).

		El presente trabajo abarca los valles de los ríos Moche y Virú, ubicados en la costa del norte peruano, en la región La Libertad (véase mapa en Anexo 1). Territorios donde se ubica una producción agrícola orientada sobre todo a la exportación, como es el caso de productos como el espárrago, la alcachofa, el pimiento, el palto, la piña, el mango y los arándanos. En dichos lugares también se cultivan otros productos para el mercado local como son el maíz amarillo duro, el frijol castilla, el tomate, la marigold, las leguminosas y una variedad de frutales y menestras. La caña de azúcar es un producto tradicional de la región, que se procesa de manera industrial y se comercializa tanto en el mercado nacional como internacional. En estos valles, como en los demás del país, se han constituido organizaciones denominadas Juntas de Usuarios que se hacen cargo de la gestión del agua de riego.

		El presente trabajo se propone analizar los factores que hacen sostenible la acción colectiva en la gestión del agua de riego en los valles de Moche y Virú, durante el periodo 2004-2011, empleando información estadística de las Juntas de Usuarios. Lamentablemente, es una limitación no disponer de una serie más larga, pero no fue posible en su momento continuar con las visitas de campo para la reconstrucción anual de los datos. 

		El texto se divide en seis secciones, incluyendo esta introducción. La segunda sección describe de forma breve el contexto de los valles (materia del estudio). La tercera sección presenta una revisión sintética de la literatura sobre la teoría de la acción colectiva y sus aplicaciones en la gestión social del riego. La cuarta sección explica la metodología del estudio y la recolección de la información. La quinta sección presenta datos y resultados del trabajo econométrico realizado. Por último, en la sexta sección se integran las conclusiones del estudio.

		 

		2. Características del contexto

Cambios en la propiedad de la tierra

		En los valles de Moche y Virú, desde finales de los años sesenta se dieron una serie de cambios en torno a la propiedad de la tierra, que resultaron en un nuevo escenario para las organizaciones de riego. Antes de los años setenta existían grandes haciendas de propiedad privada y pequeños productores agropecuarios, en su mayoría pobres. Con la Reforma Agraria de 1969, llevada a cabo por un gobierno militar, las haciendas fueron expropiadas y se convirtieron en cooperativas agrarias.

		Posteriormente, en la década de 1980, se dio un proceso de parcelación de la propiedad cooperativa en todo el país, salvo de las grandes cooperativas azucareras, transformándose la zona de los valles de Moche y Virú en un lugar de producción a pequeña escala, es decir, de pequeños propietarios con un promedio aproximado de seis hectáreas por familia. 

		En las décadas de 1990 y del 2000, dado el cambio en las políticas públicas que se orientaron con fuerza hacia el mercado y la liberalización económica, se reconfiguró la propiedad –dado un proceso de compra-venta de tierras–, de concesiones de terrenos eriazos, y constituyéndose empresas agroexportadoras, principalmente en los territorios de intervalles; subsistiendo la pequeña propiedad en los “valles viejos” de Moche y Virú (Aste, 2018; Bury et al., 2013). 

		El proyecto de irrigación Chavimochic

		Bajo este contexto, desde 1994 se incorporó el proyecto de irrigación Chavimochic (por los cuatro valles que abarca la obra: Chao, Virú, Moche y Chicama). El proyecto consiste en la derivación de aguas de uno de los ríos más importantes de la costa, el río Santa, cuya vertiente pertenece a la región Ancash, hacia los valles de la región La Libertad y zonas desérticas de los intervalles, mediante la construcción de un canal-madre de varios kilómetros de longitud (véase mapa en Anexo 2). Lo que permitió ampliar la frontera agrícola en 46 700 hectáreas nuevas y mejorar el riego de 28 300 hectáreas; y tener un sistema de riego permanente en la zona (Inga, 2016; Vos y Marshall, 2017). Las obras del proyecto Chavimochic que comenzaron en 1986, hasta la segunda etapa, tuvieron un costo de US $960 millones de inversión, mismos que fueron financiados por el Tesoro Público (Inga, 2016).

		El proyecto ha permitido expandir y mejorar el abastecimiento de agua potable para las familias de la ciudad de Trujillo, que tiene más de 900 mil habitantes, y poblados urbanos y rurales de su zona de influencia. Sin embargo, dicho proyecto tiene que enfrentar el problema de la pérdida continua de glaciares en la Cordillera Blanca, que cuenta con la mayor cobertura glaciar del país, y que en los últimos 30 años ha perdido 34% de su superficie por efectos del cambio climático. Estos glaciares son la fuente más importante del caudal de agua del río Santa (Aste, 2018; Bury et al., 2013).

		Fue una limitación al presente estudio, dada su extensión, no desarrollar los conflictos por los usos del agua, sobre todo entre el uso agrícola y el uso doméstico; o los conflictos entre regiones (Ancash y La Libertad) por el aprovechamiento de las aguas del río Santa. Cabe señalar, sin embargo, que el proyecto Chavimochic permitió abastecer a la provincia de Trujillo de una parte importante de agua potable a través de la planta de tratamiento de Alto Moche (PECH, 2016) que produce 24 millones de m3 de agua por año aproxi-madamente. 

		Sin embargo, debido a que el agua de riego de los valles en estudio se transformó de estacional a permanente, tuvo como efecto un menor uso e inversión en pozos de agua subterránea, pues los costos eran más altos. Lo anterior aunado a la infiltración permanente de agua hacia el subsuelo, trajo como consecuencia que el nivel freático de los acuíferos de la zona se elevaran hasta que emergiera agua a la superficie generando en algunos lugares, sobre todo en Virú, pantanos y salinización de los terrenos. Este problema dio lugar a la intervención pública y privada con proyectos de drenaje e incentivos al uso de agua subterránea.

		3. Revisión de literatura sobre acción colectiva y gestión del agua de riego

		Teorías de la acción colectiva 

		La acción colectiva es la cooperación de individuos para el logro de un objetivo común. Existen diversas teorías que permiten acercarse a la comprensión de dicha realidad; se denominan teorías de la acción colectiva. Una de ellas es la expuesta por Olson (1965), quien desde un enfoque microeconómico se plantea la dificultad teórica y práctica en lograr que individuos con intereses comunes actúen o cooperen de manera voluntaria con el fin de promover dichos intereses y obtener los beneficios resultantes.

		Otra teoría más es la de Ostrom (1990, 2009). Según esta autora, los modelos que predicen el fracaso de la acción colectiva (Hardin, 1968; Olson, 1965) tienen límites al momento de explicar los hechos, puesto que utilizan supuestos extremos en lugar de teorías generales y múltiples métodos que permitan acercarse a la complejidad de la realidad concreta, en especial a la gestión de los recursos comunes (Poteete et al., 2010). En este sentido, si el contexto social es de individuos que pueden defeccionar y que, sin embargo, también son capaces de adoptar normas cooperadoras, puede esperarse que establezcan compromisos contingentes y adecuados para seguir reglas que conduzcan al mejor funcionamiento de las organizaciones (Agrawal, 1996; Ostrom, 1990; Wade, 1988).

		Un estudio de Agrawal (2001) examina en forma comparativa tres de los trabajos más influyentes acerca de los recursos comunes y su implicación para la acción colectiva, cuyos autores son Baland y Platteau (1996), Wade (1988) y Ostrom (1990). No obstante, no encuentra unanimidad entre ellos acerca de un conjunto de variables relevantes para explicar la sostenibilidad de instituciones que den forma al uso y a la gestión de los recursos comunes. Sin embargo, encuentra plena coincidencia en la importancia de llegar a acuerdos institucionales sobre reglas de gestión y acceso diseñadas de manera local, y la facilidad en la aplicación de dichas reglas o de hacer efectivo su cumplimiento. Asimismo, encuentra que, entre una gran cantidad de variables, el tamaño del grupo sería una variable importante para explicar las posibilidades de sostenibilidad de la acción colectiva; lo mismo que contar con límites del grupo claramente definidos.

		Por otra parte, en diversos estudios de caso (Araral, 2009; Cody et al., 2015; Fischer y Qaim, 2014; Gardner et al., 1990; Putterman, 1983; Wade, 1987, 1988) se señala que el logro de la acción colectiva es más probable cuando el tamaño del grupo es pequeño o cuando el número total de personas que toman las decisiones es reducido. Es decir, si el grupo es lo suficientemente pequeño como para que las personas puedan interactuar varias veces entre ellas, entonces la acción colectiva tendrá más probabilidades de sostenerse. Sin embargo, existe un debate sobre este tema, pues otros autores concluyen que el tamaño del grupo no es significativo o por lo menos el grado de sostenibilidad de la acción colectiva es incierto (Nagrah et al., 2016); y dan mayor importancia a otras variables como la heterogeneidad del grupo (Ruttan, 2008; Villamayor-Tomas, 2014).

		Otras variables del entorno, como precios favorables o demanda creciente por los productos locales, pueden fortalecer los intereses comunes, lo que hace que el grupo pueda ponerse de acuerdo más fácil para llevar a cabo la acción colectiva (Agrawal y Goyal, 2001; Fischer y Qaim, 2014; Ito, 2012). Por otro lado, mediante la teoría de la acción colectiva también se puede explicar el surgimiento de instituciones restrictivas o reglas de juego que limitan el comportamiento individual para obtener beneficios colectivos (Chang y Evans, 2007); así como también el papel de la confianza y el liderazgo positivo en los grupos que hacen que la acción colectiva tenga mayor probabilidad de sostenerse (Nagrah et al., 2016).

		Acción colectiva y gestión del agua de riego

		La gestión sostenible del agua de riego es un asunto complejo y vital para los agricultores. En Perú, dicha gestión está a cargo de las Juntas de Usuarios (organizaciones por valle) que pertenecen a un sector hidráulico común; están conformadas por Comisiones de Usuarios (organización de regantes por ramal de canal de riego) sobre la base de un subsector hidráulico. Se trata de una estructura donde el grupo mayor se constituye sobre la base de grupos menores de usuarios, lo que posibilita el desarrollo de la cooperación desde la base de la organización (MINAGRI, 2015; Muñoz, 2009). Diversos casos internacionalmente estudiados sugieren que esta estructura disminuye los costos de organización y promueve la acción colectiva en la gestión de los recursos comunes (Nagrah et al., 2016; Ostrom, 1990; Wade, 1988).

		Las Juntas de Usuarios se encargan de la planificación de la distribución del agua de riego a nivel de todo el valle al que pertenecen, del cobro de las tarifas de agua, así como de la representación de todos los usuarios del distrito de riego correspondiente. Las Comisiones de Usuarios tienen atribuciones de ejecución y control del reparto y entrega de agua dentro de su jurisdicción, así como establecer sanciones a los infractores de las normas de la organización (MINAGRI, 2015; Muñoz, 2009). 

		Las organizaciones sociales de riego en cada uno de los valles del estudio son: la Junta de Usuarios de Agua de la Cuenca del Río Moche (JUACRM) que agrupa a 4 321 regantes y la Junta de Usuarios de Agua de la Cuenca del Río Virú (JUACRV) que agrupa a 2 596 regantes. Cada junta está conformada por Comisiones de Usuarios que son la base de la organización del riego. La JUACRM está integrada por 11 Comisiones de Usuarios, donde la menor agrupa a 157 y la mayor a 780 regantes, mientras que la JUACRV se integra por 13 Comisiones de Usuarios, donde la menor agrupa a 33 y la mayor agrupa a 586 regantes. 

		Además, para la distribución del agua de riego del canal Chavimochic se ha creado la Junta de Usuarios de Riego Presurizado del Distrito de Riego Moche, Virú y Chao, que está conformada, principalmente, por empresas agroindustriales conectadas al sector exportador, siendo 55 el número de usuarios. Estos usuarios empresariales se ubican principalmente en las zonas de inter-valles, donde están las tierras ganadas al desierto por el proyecto Chavimochic, el cual deriva agua del río Santa hacia los “valles viejos” e inter-valles de Moche, Virú y Chao (Bury et al., 2013; Vos y Marshall, 2017).

		Cabe señalar que existe el respaldo legal del Estado peruano para la gestión colectiva del agua de riego que se dio mediante la Ley General de Aguas, Decreto Ley 17752 de 1969, y reglamentada por el Decreto Supremo 037-89-AG de 1989 por medio del cual se dispuso el tipo de organización que debían conformar los usuarios y les transfirió la capacidad de establecer y cobrar la tarifa de agua de riego. Dicha función fue ratificada por la Ley de Recursos Hídricos de 2009. Estos dispositivos legales, propios de la acción estatal, parecen haber cumplido un papel fundamental en el fortalecimiento de la acción colectiva para la gestión del agua.  

		Por otra parte, tomando en cuenta la importancia del tamaño del grupo para el desarrollo de la cooperación, se tiene que entre las Comisiones de Usuarios de Moche y Virú existe una diversidad de tamaños de grupo. La teoría señala que, si el grupo es lo suficientemente pequeño como para que las personas puedan interactuar varias veces entre ellas, entonces se tienen más posibilidades de cooperar, puesto que los agentes pueden negociar y acordar con mayor facilidad sus objetivos y acciones comunes (Marshall, 2014; Muñoz, 2009). 

		El movimiento o variación tanto de los precios locales como de la producción de los bienes agrícolas de los valles son factores que se supone tienen un efecto sobre la acción colectiva de los agricultores. Si los movimientos de ambas variables son positivos se genera el incentivo para que los agricultores busquen ampliar la producción y demanden, por tanto, agua de riego en mayor cantidad. Lo anterior provoca que el monto de la recaudación por la tarifa cobrada sea mayor y, por lo tanto, fortalece los resultados de la acción colectiva al tener los grupos mayores recursos para cubrir las tareas comunes de operación y mantenimiento de la infraestructura de riego, y también del funcionamiento de la organización de usuarios.  

		4. Metodología

		Pregunta de investigación e hipótesis

		La pregunta que motivó a realizar el presente trabajo de investigación fue: ¿cómo el tamaño del grupo, el movimiento de los precios, el valor de la producción local y la concentración de la tierra hacen sostenible, fortalecen o debilitan, la acción colectiva en los valles de los ríos Moche y Virú, ubicados en la costa norte de Perú? 

		La hipótesis del presente estudio se puede enunciar de la siguiente forma: la acción colectiva en los grupos de regantes o usuarios, expresada en el resultado económico o eficacia en el cobro de la tarifa del agua de riego, y definido dicho resultado como la brecha entre recaudación recibida y recaudación esperada, tiene más posibilidades de sostenerse cuanto menor sea el tamaño del grupo, sean positivos tanto el movimiento de los precios de los bienes que produce el valle como el crecimiento del valor de la producción agrícola local; y mientras menor sea la concentración de la tierra que comprende a cada una de las comisiones de usuarios en cada valle del estudio.

		Se postula que la brecha en el cobro de la tarifa de agua en las Juntas de Usuarios depende del número de integrantes que conforman las Comisiones de Usuarios y de las condiciones del entorno económico (movimiento de los precios y de la producción agrícola) en que se realiza su actividad productiva, además de las características de concentración de la tierra bajo riego en las Comisiones de Usuarios.

		Recolección de datos e información 

		Se realizaron visitas de campo hasta en tres ocasiones para obtener datos y estadísticas sobre las Juntas de Usuarios de Moche y Virú. Se trata de Juntas que registran y realizan un seguimiento sistemático de la información sobre las tarifas de agua de riego a partir del 2000. También se tomaron los datos sobre número de regantes y tamaños de tierra en propiedad o posesión por cada comisión de usuarios.

		Los datos sobre precios de los principales productos de ambos valles y sobre el valor bruto de la producción agrícola se tomaron del Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI) y del Ministerio de Agricultura y Riego (MINAGRI). El cálculo del movimiento de los precios y del crecimiento del valor bruto de producción agrícola es elaboración propia.

		Cabe resaltar la forma de entrega del agua de riego a la mayor parte de los regantes en ambos valles. Las Juntas de Usuarios entregan el agua a los regantes luego de que hayan pagado el valor del volumen o cantidad de agua solicitada. Para el usuario que no ha llegado a ser parte del nuevo sistema (por estar en las zonas altas u otra razón) se mantiene el criterio de la cuota pagada a las Comisiones de Usuarios por lo que no tiene que estar en mora para recibir su parte de agua. El nuevo sistema es de contra-entrega en el que no hay lugar a tener agua en el predio sin antes haberla pagado. Cada Comisión de Usuarios se hace cargo del cobro de la tarifa de agua con el nuevo sistema, por el cual cada usuario debe realizar en forma anticipada el pago por el volumen de agua de riego que requiere para sus cultivos. Para ello han construido una infraestructura en el campo y contratado personal para esta tarea. El dinero recaudado llega a la Junta de Usuarios, entidad que se hace cargo de la entrega del agua a los regantes y de la administración del dinero recibido, para la operación y mantenimiento del sistema de riego.

		Este sistema neutraliza la posibilidad de morosidad en el pago de la tarifa por el servicio y ha sido posible debido a la nueva y moderna infraestructura construida con el proyecto Chavimochic para trasladar el agua del río Santa hacia los valles de Chao, Virú y Moche. Para subrayar la importancia de este proyecto para la región, se puede indicar que la demanda hídrica agrícola total en dicha zona es de 596 hm3, siendo 87% cubierto por la derivación de aguas del río Santa (Aste, 2018). El resto es cubierto por el agua de los ríos de los valles, lagunas y acuíferos de la zona. 

		Variables 

		Se establecieron las siguientes variables tomando en cuenta la literatura revisada, y sobre todo aquellas que podrían ser utilizadas a partir de la base de datos recolectada o que permitirían la construcción de un indicador apropiado para contrastar la hipótesis sobre los resultados de la acción colectiva.

		La variable dependiente

		–La brecha en el cobro de la tarifa de agua de riego. 

		Se define como la diferencia entre la recaudación recibida menos la recaudación esperada, convirtiéndose en un indicador de sostenibilidad de la acción colectiva. Asimismo, la recaudación esperada se define como el valor mínimo que implica el costo anual de operación y mantenimiento de la infraestructura de riego del ámbito de cada Comisión. Será asumida como si fuera la recaudación-objetivo de la organización de riego. 

		La recaudación recibida se define como el monto real recaudo en términos anuales de cada Comisión de Usuarios. La diferencia entre lo recibido y lo esperado se da por la posibilidad de que la tarifa, que es negociada por los usuarios mediante la acción colectiva, sea diferente a la que se requeriría para poder mantener y operar la infraestructura de riego que administra cada Junta de Usuarios. 

		La tarifa se fija anual y puede variar en cada Comisión de Usuarios; se aprueba oficialmente en una agencia gubernamental local correspondiente a la Autoridad Nacional del Agua (ANA) que se denomina Autoridad Local del Agua (ALA). Este sistema de regulación del agua de riego en todo el país depende del MINAGRI. 

		Para determinar el monto esperado de recaudación de la tarifa no se realizan estudios previos sobre costos reales de operación y mantenimiento (OyM) de la infraestructura y sistema de riego en la costa peruana (Zegarra, 2014). Sin embargo, la forma de determinar el valor mínimo de la tarifa para fines de esta investigación, y que llevaría a lograr los recursos de financiamiento para OyM de la infraestructura de riego, se tomó del trabajo de González (2002), quien señala que, sobre la base de la comparación entre países y proyectos, se debería gastar al año en OyM un promedio de US $75 por hectárea. El monto se considera para el sistema de distribución de agua de riego con infraestructura mayor o regulada.

		También ha sido determinado en el trabajo de Zegarra y Quezada (2010) que el costo mínimo para la OyM de infraestructura de riego menor o no regulada correspondiente a la costa peruana es de US $34 por hectárea. Se usarán ambos estimados, al tipo de cambio promedio anual, para el cálculo de la recaudación esperada en cada Comisión de Usuarios según sea de riego regulado (con proyecto Chavimochic: agua del río Moche o río Virú, y río Santa) o no regulado (sin proyecto Chavimochic: agua de río Moche o río Virú).

		Las variables independientes

		–El número de regantes pertenecientes a una Comisión de Usuarios. Es una variable que da cuenta del tamaño del grupo que toma las decisiones sobre la tarifa. 

		Se postula que existe una relación inversa entre el tamaño del grupo (Comisión de Usuarios) y las probabilidades de sostenibilidad de la acción colectiva, según se desprende de la revisión de la teoría al respecto (Araral, 2009; Baland y Platteau, 1996; Cody et al., 2015; Fischer y Qaim, 2014; Olson, 1965; Putterman, 1983; Wade, 1988; Walker et al., 1990).

		–Tasa de inflación de los productos agrícolas del valle. 

		Dado que no se cuenta con una estadística oficial sobre la tasa de inflación local o regional, se construyó un índice de precios local utilizando los precios al consumidor de los 10 principales productos agrícolas que se cultivan en los valles de Moche y Virú; y se calculó la tasa de inflación local en el periodo de estudio. Para la regresión correspondiente se usará un rezago de un año en esta variable. 

		Se postula que, si los precios subieron en el año anterior, dado que se trata de precios al consumidor, el incentivo para producir más alimentos se incrementa en el año vigente. Por tanto, la demanda por agua se eleva, lo que posibilita aumentar la tarifa unitaria, teniendo como efecto el aumento de la recaudación recibida.

		–Tasa de crecimiento del valor bruto de la producción (VBP) agrícola.

		Esta información específica por valle no existe en la estadística oficial, por lo que se utilizó como un proxy la tasa de crecimiento del VBP agrícola de la región La Libertad. En la regresión correspondiente se usará un rezago de un año en esta variable. Se postula que una tasa de crecimiento positiva en el VBP agrícola del año anterior, conlleva a una mayor demanda por agua de riego en el año vigente, lo que permite elevar la tarifa unitaria y, por tanto, elevar la recaudación recibida. 

		La consideración de variables económicas del entorno que pueden fortalecer intereses comunes de los grupos en diferentes países ha sido estudiada por Agrawal y Goyal (2001) y en un trabajo original sobre acción colectiva utilizando teoría de juegos por Ito (2012).

		–Grado de concentración de la tierra en la junta de usuarios. 

		Esta medida se obtiene calculando el Índice de Herfindahl-Hirschman (IHH) para ambas Juntas de Usuarios. El IHH es el resultado de la suma de las participaciones porcentuales al cuadrado en tierra bajo riego por cada Comisión de Usuarios. Se postula que una mayor concentración de la tierra da mayor poder de negociación a los regantes en su respectiva Comisión, lo que conduce al pago de una menor tarifa por el agua de riego que demandan, generando una menor recaudación. El argumento se basa en el trabajo de Ludema y Mayda (2006) quienes han desarrollado el cálculo y la utilización del IHH en el comercio internacional, encontrando una relación negativa entre el grado de concentración y el pago del arancel en el mercado de un producto. 

		Modelo y método de estimación

		La estrategia metodológica del estudio se deriva de las características de la hipótesis que se busca comprobar empíricamente. Esta hipótesis surge de la teoría de la acción colectiva que supone que el tamaño del grupo es un factor fundamental para sostener la cooperación. De los grupos de regantes o Comisiones de Usuarios, tanto de Moche como de Virú, se disponen datos de corte transversal durante una serie de tiempo de ocho años. Se tiene un panel de datos para realizar las regresiones que permitan contrastar la hipótesis planteada. El método elegido para realizar la estimación de las variables es el modelo de panel de efectos aleatorios, que permite capturar la heterogeneidad no observable de las unidades de análisis. 

		Se tomó como unidad de análisis a la Comisión de Usuarios. Las variables que serán utilizadas para el modelo econométrico se describen a continuación, y la ecuación para la regresión correspondiente es la siguiente: 

		[image: ]

		Donde:

		[image: ]: Brecha (recaudación recibida menos recaudación esperada) en el cobro de la tarifa de agua de riego en cada Comisión de Usuarios en el año correspondiente al periodo 2004-2011. Es la variable dependiente.

		[image: ]: Número de regantes en cada una de las Comisiones de Usuarios para cada año correspondiente al periodo de estudio. Es la variable independiente.

		[image: ]: Tasa de crecimiento del valor bruto de la producción agrícola de la región La Libertad en cada uno de los años del periodo de estudio, tomando un rezago de un año. Es otra variable independiente, un proxy del entorno económico-productivo.

		[image: ]: Tasa de inflación de los principales productos de los valles de Moche y Virú. Es la tasa de inflación construida para los años correspondientes al periodo de estudio, tomando un rezago de un año. Es otra variable independiente, otro proxy del entorno económico.

		[image: ]: Índice de Herfindahl-Hirschman (IHH) que mide el grado de concentración de las tierras bajo riego en las comisiones de usuarios en los valles de Moche y de Virú.

		[image: ]: Intercepto.

		[image: ], [image: ], [image: ] y [image: ]: Coeficientes de regresión. 

		[image: ]: Término de error entre los grupos.

		[image: ]: Término de error dentro de los grupos.

		5. La estimación de los resultados 

		Los resultados estimados por las regresiones realizadas tienen como base los indicadores obtenidos de la información recogida tanto de la Junta de Usuarios del río Moche como del río Virú; y también de la que existe en el INEI y el MINAGRI. En la Junta de Usuarios de Moche, dado que tiene 11 comisiones, se tienen 11 observaciones en un año. En el periodo de ocho años que comprende el análisis y para el cual existe información serán 88 observaciones. En la Junta de Usuarios de Virú se tiene 13 comisiones, y por tanto habrá 13 observaciones en un año. En el periodo de ocho años para el cual existe información existirán 104 observaciones. Para las regresiones del modelo se ha hecho uso del programa Stata 12.

		Estimaciones para la Junta de Usuarios de la cuenca del río Moche

		Los resultados de la regresión para la Junta de Moche se presentan en el cuadro 1.
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		El primer resultado es la variación promedio de Y (brecha) cuando X (número de regantes) varía a lo largo de los grupos en 1 unidad. En este caso la relación es negativa y significativa al 99%. Es decir, Y se amplía haciéndose la brecha más negativa en 0.29815 unidades cuando X aumenta en 1 unidad a lo largo de los grupos.

		Se puede entonces señalar que la variable número de regantes en la explicación de la brecha entre recaudación recibida y recaudación esperada es significativa. Ello indica que el aumento en un regante (usuario) en las comisiones podría hacer que la brecha se incremente en 0.29815 unidades monetarias. El mecanismo resulta en la disminución de la recaudación recibida por cada Comisión de Regantes y que se aleja de la recaudación esperada u objetivo. 

		La interpretación de este resultado consistiría en que con un número pequeño de regantes es posible llegar a un acuerdo de tarifa de agua de riego más alta que con un número grande de regantes, dado que en una Comisión es más complejo y difícil negociar el monto de la tarifa si hay que escuchar y discutir con un gran número de regantes que intervienen en la decisión, los cuales en promedio buscan reducir la tarifa propuesta por el órgano técnico de la Junta de Usuarios. De esta forma, la recaudación recibida también sería menor, puesto que depende de la tarifa establecida para el año correspondiente, con lo cual la brecha aumentaría. 

		El segundo resultado, la tasa de crecimiento del VBP agrícola de la región, no resulta significativa. El tercer resultado, la tasa de inflación local de los principales productos del valle sí resulta significativo al 99%. Este resultado indica que la variación promedio de Y (brecha) se reduce cuando la tasa de inflación varía (sube) en 1 punto porcentual. En este caso la relación es positiva. Es decir, la brecha se hace menos negativa en 121.0155 unidades cuando J (índice de precios) aumenta en 1 punto. Entonces, por cada punto porcentual que se eleva la tasa de inflación la brecha se reduce en 121 unidades monetarias.

		La interpretación de este resultado sería que un incremento en los precios de los productos que venden los productores del valle incentiva a una mayor producción de los mismos; por consiguiente, demandar una mayor cantidad de agua de riego por parte de los regantes o usuarios productores. Esto, además, permite sostener la tarifa unitaria de agua en niveles que generan una mayor recaudación. 

		El cuarto resultado, el IHH no resulta significativo. El R cuadrado (R-sq) muestra cuánto de la varianza de Y es explicada por las variables incluidas en el modelo. Se reporta el R-sq (overall) para mostrar el índice de ajuste a nivel de todo el modelo que es 0.5773.

		Asimismo, para la Junta de Moche se presentan tres escenarios de las relaciones entre la variable dependiente y las variables independientes o explicativas del modelo (véase cuadro 2).
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		El primer escenario es el analizado anteriormente, en el que resultan significativas al 99% las variables correspondientes al número de regantes y a la tasa de inflación local. El segundo escenario, en que se retira el IHH de la regresión, siempre resultan significativas las mismas variables del primer escenario, también al 99%. El tercer escenario, en que se retira la tasa de inflación local, sólo resulta significativa al 99% la variable número de regantes, en la explicación de la brecha.

		Estimaciones para la Junta de Usuarios de la cuenca del río Virú

		Los resultados de la regresión para la Junta de Virú se presentan en el cuadro 3.
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		El resultado para la variable número de regantes, en la explicación de la brecha entre recaudación recibida y esperada, no es significativo. En este caso, la teoría de la acción colectiva que postula que el número de integrantes es fundamental para el desarrollo de la cooperación no se corrobora con la evidencia empírica.

		El resultado para la tasa de crecimiento del VBP agrícola de la región es significativo al 95% en la explicación de la brecha. Quiere decir que un punto de crecimiento de la producción agrícola de la región permite la disminución de 1.06375 unidades monetarias en la brecha. Dado que se ha tomado con un rezago de un año, su impacto es en la decisión de los productores en el siguiente año, cuya expectativa será elevar la producción y, por tanto, demandar más agua, lo que aumenta la recaudación recibida por la Junta. 

		El resultado para la tasa de inflación local resulta significativo al 99%. Este resultado indica que la brecha se reduce cuando la tasa de inflación local varía (sube) en 1 punto porcentual. La relación en este caso es positiva, es decir, la brecha se reduce en 77.7195 unidades monetarias cuando la tasa de inflación local aumenta en 1 punto. La interpretación de este resultado sería que un incremento en los precios de los bienes agrícolas que los productores venden, incentiva a una mayor producción de los mismos y, por consiguiente, a demandar una mayor cantidad de agua de riego. Esto permite sostener la tarifa unitaria de agua en niveles que generan una mayor recaudación recibida por la Junta. 

		El resultado para el IHH resulta significativo al 95% para explicar la brecha en la Junta de Virú. La relación con respecto a la brecha es negativa, lo cual puede interpretarse como que una mayor concentración de la tierra bajo riego otorga mayor poder de negociación a las comisiones de regantes para que la tarifa sea menor, tal como fuera postulado en la especificación del modelo.

		El R cuadrado (R-sq) que se reporta es el R-sq (overall) para mostrar el índice de ajuste a nivel de todo el modelo que es 0.4196.

		Asimismo, para la Junta de Virú se presentan tres escenarios de las relaciones entre la variable dependiente y las variables independientes o explicativas del modelo (véase cuadro 4).
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		El primer escenario ha sido analizado anteriormente, y es ahí donde resultan significativas las variables, tasa de inflación local al 99%, el crecimiento del VBP agrícola y el IHH al 95%, con las características ya analizadas en la relación con la variable dependiente. El segundo escenario, en que se retiró el IHH de la regresión, siempre resulta significativa la tasa de inflación local al 99%, pero esta vez aparece también como significativo el número de regantes al 90% y el crecimiento del VBP agrícola al 95%. El tercer escenario, en que se retiró la tasa de inflación local, resultan significativos, el IHH al 95% y el crecimiento del VBP agrícola al 90%, mientras que el número de regantes no resulta significativo para explicar la brecha.

		6. Conclusiones

		La presente investigación se propuso como un aporte metodológico a los estudios y a la literatura sobre acción colectiva y recursos comunes, en relación con la incorporación de la dimensión temporal, desde una perspectiva estadística. Es así como, mediante la utilización de un modelo de panel de efectos aleatorios, se ha buscado identificar y comprender los factores que fortalecen o hacen sostenible la acción colectiva de los grupos de regantes en los valles de Moche y Virú, de la costa peruana. Los resultados señalan que no es un único factor, sino que son diversos factores, al parecer relacionados entre sí, los que contribuyen a la sostenibilidad de la acción colectiva en las organizaciones de riego del caso de estudio, cuya base se encuentra en el cobro de la tarifa de agua de riego.

		Asimismo, la convergencia de dos acciones estatales, la primera en 1989 y la segunda en 1994, han sido fundamentales para el fortalecimiento de las Juntas de Usuarios del agua de riego de los valles de Moche y Virú y han contribuido a la sostenibilidad de la acción colectiva de los grupos de regantes. En 1989, el Estado peruano transfirió la capacidad de cobrar la tarifa de agua a las Juntas de Usuarios de los ríos de los distintos valles del país; en 1994 se amplió la disponibilidad del recurso hídrico en forma permanente para los valles de Moche, Virú y Chao mediante la entrada en actividad del proyecto de irrigación Chavimochic. 

		Desde el Estado y en conjunto con el poder de cobrar la tarifa de agua, las Juntas de Usuarios también recibieron la responsabilidad de operación y administración de la infraestructura hidráulica. Esta transferencia de funciones por parte de la política pública sobre el agua en el país ha sido un aspecto fundamental para el fortalecimiento de la acción colectiva de las Juntas de Usuarios de Moche y Virú, que tienen a su cargo la gestión del agua de riego. Según el modelo utilizado, el tamaño de los grupos que establecen la tarifa de agua da un resultado significativo para hacer sostenible la acción colectiva en el caso de la Junta de Moche, pero no así en la Junta de Virú. Sin embargo, en ambos casos, es el movimiento positivo de los precios agrícolas el que resulta significativo para fortalecer la acción colectiva de los grupos de regantes.   

		Otra acción estatal que contribuye a la sostenibilidad de la acción colectiva es la puesta en marcha del proyecto de irrigación Chavimochic en 1994, y que consiste en la derivación de aguas del río Santa, uno de los cauces más importantes de la costa peruana hacia los valles de Chao, Virú y Moche, así como hacia las zonas desérticas de los intervalles, mediante la construcción de un canal-madre de varios kilómetros de longitud; y que ha permitido ampliar la frontera agrícola y tener un sistema de riego permanente en la zona.

		Lo anterior ha influido en el crecimiento del VBP agrícola y en las posibilidades de mejora de los precios e ingresos por los bienes agrícolas, que son de demanda local e internacional. Se observa que, tanto el movimiento positivo de los precios agrícolas, en las Juntas de Moche y Virú, como el aumento del valor de la producción agrícola, en la Junta de Virú, son factores relevantes para la sostenibilidad de la acción colectiva en los grupos de regantes, haciendo posible que la tarifa recibida esté en relación con la tarifa esperada en las Juntas de Usuarios. 

		Por otro lado, el proyecto permitió la mejora de los servicios públicos en el ámbito rural y urbano, los cuales corren a cargo de los municipios o gobiernos locales. Uno de los principales servicios públicos que fue ampliado es el abastecimiento de agua potable a la ciudad de Trujillo –con más de 900 mil habitantes–, mediante la utilización de las aguas del proyecto, cuyo canal-madre llega hasta el valle de Moche. 

		Sin embargo, la sostenibilidad de la acción colectiva en la gestión del agua de riego se ve amenazada por problemas complejos y de dimensión internacional. Uno de ellos es el cambio climático que tiene como efecto la disminución de los glaciares de la Cordillera Blanca que alimentan al río Santa. Esto colocaría en riesgo la demanda hídrica de los valles del proyecto Chavimochic, ya que la disponibilidad del agua derivada disminuiría y abriría conflictos por la escasez del recurso. Otro problema que agudiza al anterior es la creciente demanda hídrica por parte de productores que cultivan bienes de exportación con altos requerimientos de agua, como: espárrago, uva, palto y arándanos. 

		La oportunidad está abierta para enfrentar el desafío de tener una gestión eficiente y equitativa del agua en la región, tanto para el uso productivo como para uso doméstico. La existencia de organizaciones de usuarios con experiencia en gestión y distribución del recurso hídrico en la producción agrícola, y de proyectos para mejorar el abastecimiento de agua potable de las poblaciones, es una ventaja para una política pública que, en específico, en los valles de Moche y Virú busque prevenir los conflictos hídricos y contribuya al fortalecimiento de la acción colectiva que promueva una gestión sostenible del agua.
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		Resumen. La exclusión social es un proceso complejo y multidimensional que indica la persistencia de privaciones en dimensiones relevantes de la vida, entre ellas, la educación. Bajo este contexto, el presente trabajo estudia los determinantes de la exclusión en la dimensión educativa, específicamente en su grado original (acceso) y busca evaluar si varían en relación con las condiciones socioeconómicas de la población objetivo. Para ello, se estiman modelos de regresión logística utilizando datos de la Encuesta Permanente de Hogares (EPH) de Argentina, así como información obtenida de un relevamiento propio llevado a cabo en abril de 2016 en tres barrios vulnerables de Bahía Blanca (Argentina).
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		Social exclusion: exploring the educational dimension in Argentina

		Abstract. Social exclusion is a complex, multidimensional process which points to the persistence of a variety of deprivations in key dimensions of life, education among them. Working within this context, this paper studies determinants of exclusion in the educational dimension, specifically from its original degree (access), and seeks to evaluate whether they vary in relation to the socioeconomic conditions of the target population. To do this, logistic regression models were calculated using data from Argentina’s Permanent Household Survey (PHS), in addition to information obtained from our own survey, performed in April of 2016 in three vulnerable communities of Bahía Blanca, Argentina.

		Key Words: Argentina; social exclusion; education; logistic models; household surveys.

		1. Introducción

		La exclusión social se define como un proceso complejo y multidimensional que indica la existencia de privaciones en diversas dimensiones relevantes de la vida (Atkinson y Hills, 1998; Burchardt, 1998; Comisión de las Comunidades Europeas, 1992). Asimismo, implica la incapacidad de los individuos excluidos de participar en las actividades y en los vínculos que, por lo general, están disponibles para los miembros de una sociedad de referencia (Ibáñez Martín et al., 2017).

		Entre las esferas que abarcan el concepto de exclusión destaca la educativa, ya que la educación es esencial para que las personas puedan desarrollarse (Sen, 1999). Sin embargo, se evidencian diferentes niveles de esta exclusión. El inicial es la inaccesibilidad, después se contempla la segregación, la inexistencia de condiciones necesarias para participar con éxito en el sistema, el abandono y la inequidad en los resultados, entre otras cuestiones (Formichella, 2010; Krüger, 2013).

		En Argentina, en 2006, el Congreso de la Nación sancionó la Ley No 26.206, denominada “Ley de Educación”. Su artículo 3o explicita: “La educación es una prioridad nacional y se constituye en política de Estado para construir una sociedad justa, reafirmar la soberanía e identidad nacional, profundizar el ejercicio de la ciudadanía democrática, respetar los derechos humanos y libertades fundamentales y fortalecer el desarrollo económico-social de la Nación”. Establece entonces que: 

		a)La estructura del Sistema Educativo Nacional comprende cuatro niveles (Educación Inicial, Educación Primaria, Educación Secundaria y Educación Superior) (Ley 26.206, art. 17); 

		b)La obligatoriedad escolar abarca desde la sala de cinco de nivel inicial hasta la finalización del nivel secundario (Ley 26.206, art. 16); 

		c)“El Estado Nacional, las Provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tienen la obligación de universalizar los servicios educativos para los/as niños/as de cuatro (4) años de edad” (Ley 26.206, art. 19); y 

		d)Cada jurisdicción optará por dos tipos de estructura educativa: seis años de nivel primario y seis de nivel secundario, o siete y cinco, respectivamente (Ley 26.206, art. 134).

		El acceso a la educación en Argentina cuenta con importantes mejoras desde la década de 1970 hasta los años 2000; siendo las antes mencionadas las más relevantes durante las últimas dos décadas del periodo mencionado (Miranda et al., 2007; Krüger, 2013). Si bien en el nivel primario se alcanzó la universalidad en la escolarización, no sucede lo mismo con el nivel secundario, pues más allá de que la desigualdad en el acceso en este nivel es baja (Serio, 2017), es un problema que persiste, en particular en los últimos años del tramo educativo.

		A partir de la publicación de la Ley de Educación 26.206 (2006), la asistencia al nivel educativo medio es obligatoria; sin embargo, según datos del último Censo Nacional de Población, Hogares y Viviendas (INDEC, 2010), 34% de los individuos en edad de asistir a dicho nivel (jóvenes entre 12 y 18 años), no lo hacen. Esto representa en términos absolutos más de un millón y medio de personas que se encuentran fuera del sistema. Por ello, se toma como población de análisis a los individuos en edad de asistir al nivel secundario.

		El presente trabajo busca responder a la siguiente interrogante: ¿el comportamiento de los factores determinantes de la exclusión educativa en la población vulnerable, es similar al observado en la población general (incluyendo todos los estratos sociales)? Para evaluar cuáles son los determinantes, así como la homogeneidad de su significatividad estadística, se analizan tres poblaciones: Argentina urbana, el aglomerado Bahía Blanca-Cerri (Provincia de Buenos Aires, Argentina) y tres barrios vulnerables de dicho aglomerado. En los primeros dos casos se emplean datos obtenidos de la Encuesta Permanente de Hogares (EPH) del Instituto Nacional de Estadística y Censos (INDEC, 2016), Argentina, mientras que en el caso restante se toma información proveniente de un relevamiento propio llevado a cabo en el marco del Proyecto de Desarrollo Tecnológico y Social (PDTS): “Diseño de estrategias para mejorar las oportunidades educativas de la población vulnerable de Bahía Blanca a través de la ONG Red de Voluntarios” (en el cual participaron las autoras). La selección del periodo temporal se fundamenta en que el trabajo de relevamiento de los barrios se realizó en una única oportunidad (abril de 2016) y los otros dos casos se adecuaron al mismo trimestre del mismo año para poder comparar los resultados (evitando que cambios coyunturales de la economía e institucionales pudieran incidir en el estudio).

		Se utiliza como metodología un modelo de regresión logística para Argentina y para los barrios relevados. Mientras que en el caso del aglomerado Bahía Blanca-Cerri, debido a cuestiones técnicas que se explican en la sección específica, se hace uso de un análisis de correlación. El trabajo se estructuró de la siguiente manera: en la sección 2 se presenta el marco teórico; en la 3 se explica la metodología, las variables y los datos; en la 4 se exponen los resultados y, por último, las consideraciones finales.

		 2. Marco teórico

		Exclusión social: la exclusión educativa en su primer nivel

		Diversos autores utilizan el término exclusión para referirse a situaciones de desigualdad social o pobreza. Sin embargo, pobreza, desigualdad y exclusión social son fenómenos distintos, con causas y consecuencias diferentes para la sociedad (Ibáñez Martín, 2018).

		El proceso excluyente es considerado por algunos investigadores como una condición dicotómica de la sociedad, existiendo individuos incluidos y excluidos (Tezanos, 1999; Lipton et al., 1998), mientras que otros autores consideran que existen situaciones intermedias con privaciones en diferentes esferas y con distinta intensidad (Atkinson y Hills, 1998; Golovanevsky, 2003; Kristensen, 1995; BID, 2007).

		La exclusión se puede decir que es un fenómeno multidimensional. Las esferas que intervienen son diversas y depende de lo que es “relevante” para que un individuo desarrolle su vida en una sociedad y tiempo determinado (Comisión de las Comunidades Europeas, 1992; Atkinson y Hills, 1998; Burchardt, 1998). No obstante, existe disenso respecto a la importancia de cada esfera en la conformación de procesos excluyentes. Así, algunos autores consideran que todas las dimensiones cumplen un rol protagónico (Burchardt et al., 1999); mientras que otros destacan una única dimensión: la económica (Minujin, 1999; Castells, 2001); la laboral (Comisión de las Comunidades Europeas, 1992, 2000; Kessler, 2014); la política (Silver, 1994; Berghman, 1995; Marshall, 1964); o bien la participación ciudadana (Fabre, 2000; Atkinson y Hills, 1998).

		El trabajo opta por definir el fenómeno de exclusión con base en lo que Kessler (2011) denomina una concepción pluralista. Esto implica la multidimensionalidad y, a su vez, la existencia de matices de exclusión. Estivill (2003) expresa que la detección de éstos es relevante porque las medidas de acción que deben realizarse sobre los grupos son distintas, de lo contrario podrían existir efectos perversos. 

		Siguiendo a Ibáñez Martín (2018), se considera que la educación es una de las dimensiones centrales en la explicación de los procesos de exclusión social. Algunos autores destacan que el grado de educación es determinante del desempeño del resto de las dimensiones (Rama, 1983; Vitello y Mithaug, 1998; Rivero, 1999; Látas, 2002; Brugué et al., 2002; Blanco, 2006; Sarrionandia, 2006; Hopenhayn, 2008; De la Puente, 2009; Kessler, 2011; Sánchez, 2012; Ibáñez Martín, 2015) y la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) define a la inclusión educativa como el proceso que permite identificar y responder a la diversidad de las necesidades de todos los estudiantes. Así, la inclusión educativa involucra cambios con una visión común que incluye a los individuos del rango de edad apropiado y la convicción de que es la responsabilidad del sistema educar a todos (UNESCO, 2006). Según Narodowski (2008), incluir significa reunir los esfuerzos de distintos sectores de la sociedad para brindar una educación sensible a las necesidades específicas de cada uno, compensando las desigualdades y facilitando el acceso, la permanencia y el progreso a quienes más lo necesiten.

		Así, la inclusión educativa no es una cuestión dicotómica: mientras que el primer grado de inclusión se refiere al acceso y puede definirse de ese modo, el resto representa cuestiones de calidad, retraso y logros, entre otros aspectos, que se definen a partir de grados (Terigi et al., 2010; Morresi et al., 2017). 

		La exclusión educativa en su grado original: antecedentes en Argentina

		Diversas investigaciones han estudiado los determinantes de la asistencia escolar de nivel medio en Argentina. Sosa y Marchionni (1999) analizan el tema utilizando datos de la EPH del año 2006 de los aglomerados Gran Buenos Aires, La Plata y Mendoza en 1997 y destacan que el ingreso, la educación de los padres (en especial de la madre) y la estructura familiar afectan de manera importante la asistencia.

		Por su parte, Bertranou (2001) a partir de la Encuesta de Desarrollo Social investiga y encuentra que la probabilidad de asistencia aumenta con el ingreso, la educación de los padres (más con la de la madre) y el género femenino. Resultado encontrado también por Miranda (2010), quien analiza la relación entre el género y la asistencia a la escuela secundaria con base en datos del Censo Nacional de Población y Vivienda 2001 y de la EPH del año 2006. Asimismo, Bertranou (2001) destaca que la probabilidad de asistencia se reduce con la cantidad de hermanos, el hecho de que la cabeza de hogar sea mujer y la incorporación de los jóvenes al mercado laboral; mientras que Sosa y Marchionni (1999) y De Vos (2001) encuentran que dicha probabilidad es mayor para quienes habitan hogares con ambos padres y casados.

		Gasparini (2001) analiza la injusticia generada en la desigualdad de resultados vinculada a factores inaceptables, como el género y el ingreso. Para ello, a partir de datos de la EPH del año 2006, se concentra en el caso de la asistencia escolar de nivel medio en Gran Buenos Aires y otras ciudades de Argentina.

		Cerrutti y Binstok (2004) estudian el abandono escolar de jóvenes entre 15 a 19 años con base en datos de la Encuesta de Desarrollo Social de 1997, y concluyen que los principales determinantes son: el clima educativo del hogar (efecto negativo), la estructura familiar (efecto negativo de estar ambos padres presentes), la cantidad de hermanos (efecto positivo), la presencia de niños pequeños (efecto positivo) y existencia de Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI) (efecto positivo).

		Mientras que Groisman y Calero (2010) y Groisman (2011) analizan los determinantes de la escolarización y la participación laboral en Argentina para jóvenes entre 15 y 18 años. Los autores encuentran que la probabilidad de asistencia a nivel medio es menor para los varones, para quienes no residen con sus padres, así como para quienes están más cerca de la adultez y para quienes viven en hogares pobres, monoparentales o con mayor cantidad de miembros (más si son niños pequeños). También destacan que la probabilidad de permanecer en la escuela es mayor para jóvenes que habitan hogares con un miembro ocupado formal. Paz y Cid (2012) también encuentran que la asistencia se relaciona positivamente con ser mujer y el clima educativo del hogar; y negativamente con la edad, con el hecho de que el jefe del hogar se encuentre desempleado o tenga trabajo informal, con la cantidad de miembros y con el número promedio de privaciones.

		Recientemente, Formichella y Krüger (2019) y Alderete et al. (2017) investigan acerca del acceso a la escolarización y las condiciones de educabilidad de adolescentes habitantes de barrios vulnerables de la ciudad de Bahía Blanca. Las primeras autoras proponen un estudio de clústeres y encuentran que los hogares con presencia de ambos padres o con jefa de hogar son favorables para la educación de sus adolescentes. También, hallan que el tipo de actividades que se realizan en las familia son relevantes: el no abandono se vincula con mayor frecuencia a actividades deportivas, de lectura o culturales; mientras que se asocia negativamente con mayor frecuencia a el uso de Internet, el jugar a videojuegos o mirar televisión. Las segundas investigadoras encuentran que ser mujer, usar Internet y poseer un mayor clima educativo en el hogar aumentan las posibilidades de acceso; mientras que habitar un hogar con NBI o ser mayor en edad las disminuyen. Los resultados encontrados para la población de barrios vulnerables no difieren de los reportados en otras investigaciones que han analizado la cuestión de la asistencia escolar en la población urbana total (vulnerable y no vulnerable).

		Con la presente investigación se pretende contrastar lo hallado en los últimos trabajos antes mencionados, por ejemplo, que las variables que afectan la asistencia escolar en contextos de privaciones multidimensionales coinciden con las que lo hacen en contextos globales. Sin embargo, incorpora dos novedades, por un lado, se plantea un modelo idéntico para la muestra de la población total urbana nacional y para la correspondiente a los barrios vulnerables analizados, lo cual hace que las conclusiones sean más robustas; por otra parte, se incorpora el análisis a nivel de aglomerado urbano, considerando en específico en el que están insertos los barrios en cuestión. Esto último permite estudiar los determinantes de la asistencia en dos poblaciones que comparten las condiciones generales vinculadas a su zona geográfica, evitando los sesgos que pudieran existir al trabajar con la población a nivel nacional sin controlar por las características locales.

		3. Metodología, variables y datos

		Metodología de estimación: modelo de regresión logística

		Las situaciones o problemas reales caracterizados a través de variables categóricas, incumpliendo con la condición de continuidad, pueden analizarse y estimarse a partir de modelos de regresión logística (Williams, 2006). El problema abordado en el presente trabajo cumple con dicho requerimiento, puesto que el foco de análisis es el primer grado de exclusión educativa (acceso).

		El objetivo principal de los modelos logísticos es estimar la probabilidad de que un evento suceda a partir de determinadas variables explicativas (Liao, 1994). Permiten conocer el sentido, en caso de existir, de la relación entre éstas y el suceso a explicar (Velasco, 1996).

		Los modelos logísticos suponen que el logaritmo de la razón de probabilidades está linealmente relacionado con las variables regresoras, principal diferencia con el modelo de probabilidad lineal1 (Gujarati y Porter, 2009). El modelo puede expresarse a partir de la siguiente forma funcional:

		[image: ]

		Donde los parámetros que acompañan a las variables explicativas son estimados a través de máxima verosimilitud y pi es la probabilidad de que el evento bajo interés suceda.

		Aquí, resulta adecuado aplicar modelos logit para estimar el efecto de las características familiares e individuales sobre la exclusión en el sistema educativo. Así, la variable dependiente que se denomina Asistencia es dicotómica, toma valor 1 si el alumno asiste a un centro educativo y 0 en caso contrario. 

		La interpretación de los modelos de regresión logística es difícil debido a que los estimadores indican la variación de la razón de probabilidades ante un cambio en las variables explicativas (Gujarati y Porter, 2009). Como señalan Pindyck y Rubinfeld (1998), el efecto de cada variable individual depende de su valor inicial y del valor que toman las demás variables explicativas incorporadas al modelo. 

		En función del objetivo de este trabajo, los regresores de mayor interés son los vinculados al nivel socioeconómico del hogar como: nivel de ingresos, estatus ocupacional y clima educativo. Sin embargo, dado que pueden existir otros factores que afecten al mismo momento a la variable dependiente no sería correcto, desde el punto de vista estadístico, omitir otras variables que la evidencia previa y la teoría muestran como determinantes. Si dicha omisión se realizara el efecto de estas variables podría quedar incluido (erróneamente) dentro de aquel que se vincula a las variables centrales del estudio. De esta manera, son incorporadas sobre todo para controlar sesgos de tipo estadístico (Wooldridge, 2010).

		Los modelos logísticos son estimados para la muestra restringida2 de la EPH para todos los aglomerados de Argentina y para la muestra correspondiente a los tres barrios vulnerables de la ciudad de Bahía Blanca que fueron estudiados el marco del mencionado PDTS. En el caso de la submuestra de la EPH correspondiente al aglomerado Bahía Blanca-Cerri, no es factible estimar modelos de tipo logístico, debido al acotado número de observaciones que se obtienen al restringir la muestra por grupo etario y la escasa variabilidad de las variables en ese subconjunto.

		Como estrategia alternativa se estima un modelo Tobit, debido a que la distribución de la variable dependiente se encuentra altamente concentrada en la cola izquierda de la distribución y se reconoce su bondad de ajuste ante estas situaciones y muestras pequeñas (Jiménez Zambrano, 2005). Sin embargo, el modelo no converge por falta de observaciones. Entonces, con fines descriptivos, se aplican test de correlación entre la variable dependiente y las explicativas trabajadas en los modelos logísticos estimados para las otras dos poblaciones, con fin de poder comparar las tres poblaciones objetivo del trabajo.

		De nuevo, la cantidad de observaciones delimita el test posible de aplicar. En este caso, la correlación es analizada a partir del coeficiente tau-b de Kendalls’s, siendo una segunda opción a la correlación de Spearman. Dicho coeficiente se comporta mejor que Chi 2 en muestras pequeñas.

		Variables

		Para los análisis propuestos se utilizan variables relativas a características individuales de los alumnos y de los hogares que provienen. A continuación, se describen. En el cuadro 1 se presentan las estadísticas descriptivas.

		Variables individuales

		−Sexo: variable dicotómica que toma valor 1 si el estudiante es varón y 0 en caso de ser mujer.

		−Edad: variable continua que indica los años cumplidos del alumno.

		−Adolescente activo: variable dicotómica que toma valor 1 si el adolescente se encuentra ocupado o desocupado y 0 en caso contrario.

		−Cobertura salud: variable que toma valor 1 si el individuo cuenta con 
cobertura en salud de algún tipo y 0 en caso contrario.

		−Tarea doméstica: variable dicotómica que toma valor 1 si el adolescente declara ser el principal responsable de realizar las tareas de la casa y 0 en caso contrario. Se consideraron aquellos casos donde el reporte sobre la cantidad de horas que el individuo dedica a dichas tareas supera las dos horas diarias.

		−Adolescente cónyuge: toma valor 1 si el adolescente es identificado como el componente cónyuge del hogar y 0 en caso contrario.

		Variables familiares

		−Hogar monoparental: es una variable dicotómica que toma valor 1 si el jefe de familia no posee cónyuge y 0 en caso contrario.

		−Clima educativo del hogar: variable continua que representa el promedio de años de educación alcanzado por los mayores de 18 años del hogar (SITEAL, 2015).

		−Estatus ocupacional jefe del hogar: informa sobre la situación laboral del jefe del hogar según las siguientes categorías: trabajador formal; trabajador informal; trabajador desocupado y trabajador inactivo. Siendo esta última, la categoría base en las estimaciones de los modelos logísticos. El INDEC define como desocupado a todo individuo mayor de 10 años que no trabajó en la semana de referencia, pero estuvo disponible y buscó activamente trabajo, y como inactivo a quien no trabajó ni buscó trabajo. Los trabajadores informales comprenden a los trabajadores asalariados no registrados y a los cuentapropista y patrones cuyos ingresos per cápita familiar pertenecen a los cinco primeros deciles de la distribución (Formichella, 2011).

		En la muestra correspondiente al PDTS, en función de la información disponible, se utiliza la variable “hogar con jefe trabajador inestable”, la cual es dicotómica, toma valor 1 si el jefe de hogar tiene un trabajo sin seguridades en relación con la continuidad en el tiempo y 0 si tiene un trabajo formal, está desempleado o es inactivo.

		−Hacinamiento: es una variable dicotómica que toma valor 1 si en el hogar hay más de tres personas por cuarto (INDEC, 2014) y 0 en el caso contrario.
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Datos

		Los datos utilizados provienen de dos fuentes de información. Para el caso de Argentina y del aglomerado Bahía Blanca-Cerri se toma la EPH, mientras que para el caso de la población vulnerable se toma información proveniente del relevamiento propio.

		La EPH es un programa nacional de Argentina dedicado a producir de manera sistemática y continua indicadores socioeconómicos y demográficos. Es llevado a cabo por el INDEC, actualmente cubre 31 aglomerados urbanos y sólo uno urbano-rural, así su representatividad se vincula exclusivamente al sector urbano (INDEC, 2003). Si bien sería interesante poder incluir el sector rural, en Argentina no hay bases de microdatos anuales disponibles que permitan realizar el análisis. 

		En la construcción de la muestra de los hogares a encuestar por la EPH se aplican técnicas estadísticas muy rigurosas que hacen posible que se obtengan datos con precisión. La muestra de los hogares a encuestar por la EPH incluye 25 mil hogares por trimestre, lo cual implica 100 mil hogares al año, ya que la muestra tiene representatividad a nivel de cada aglomerado y también a nivel nacional (INDEC, 2003). 

		El proyecto en el cual se enmarca el relevamiento propio tiene por objetivo elaborar un plan estratégico para la ONG “Red de Voluntarios por una Infancia Mejor”, la cual desarrolla tareas de intervención con el fin de promocionar los derechos de la infancia y de la adolescencia. Así, el PDTS se orienta a realizar un aporte con el fin de mejorar las intervenciones de la ONG vinculadas a la educación en tres de los barrios periféricos en los que trabaja. 

		El relevamiento consistió en la realización de encuestas a los hogares de los barrios “Stella Maris”, “Nueve de Noviembre” y “Cabré More”. Dado que estos barrios pertenecen a la localidad de Bahía Blanca, se ponderó interesante comparar su situación con la de la ciudad que los alberga y con el total del país. Para que la comparación no se viera afectada por sesgos provenientes del periodo de referencia considerado o de la época del año calendario analizada, se tomaron datos del segundo trimestre de 2016 (el cual incluye el mes de abril de 2016, tiempo en que se llevó a cabo el relevamiento en el marco del PDTS).

		La encuesta a hogares realizada por medio del PDTS se basó en dos formularios: uno referido al hogar y la vivienda, y otro individual, aplicado a todos los miembros de entre 3 y 18 años enfocado en conocer cuestiones vinculadas a su educación. La muestra se construyó en un proceso de dos etapas y usando un probabilístico de manzanas y hogares; a partir de la misma se relevaron 381 hogares que contaban con 1 459 personas. De tal manera que la muestra resultó representativa de la totalidad de la población de los tres barrios periféricos.

		4. Resultados

		A continuación se presentan los resultados obtenidos de acuerdo con las metodologías propuestas.

		Resultados para Argentina

		A partir de la muestra utilizada, la EPH del segundo trimestre de 2016, se obtuvo que 93% de la población objetivo (individuos entre 12 y 18 años) participa del sistema educativo formal. En el cuadro 2 pueden observarse los resultados provenientes de la regresión econométrica utilizada.

		Ciertas variables explicativas de la probabilidad de asistencia son estadísticamente significativas y otras no. Entre las primeras, la mayoría posee una incidencia negativa en las probabilidades de asistir, coincidiendo con lo esperado de acuerdo con la teoría y la evidencia previa. 
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		Se observa que a mayor edad menor es la probabilidad de asistencia. Esto es de esperarse debido al mayor costo de oportunidad que representa la asistencia escolar –en desmedro de la incorporación al mercado laboral– de adolescentes próximos a cumplir 18 años, en relación con adolescentes menores. Si bien la presión por colaborar con la economía del hogar puede existir en diferentes edades, a medida que los individuos crecen aumentan sus posibilidades de generar ingresos y, de este modo, el costo de oportunidad de destinar tiempo a estudiar es mayor. Aunque en algunos casos podrá evidenciarse la compatibilización de ambas actividades (estudio y trabajo), lo que muestra el efecto de esta variable es que en su mayoría no será así, provocando un efecto negativo sobre la variable dependiente; en clara coincidencia con lo hallado por Paz y Cid (2012) y por Alderete et al. (2017).

		De igual forma, las mujeres poseen mayores probabilidades de asistencia que los hombres. Los varones suelen insertarse con mayor facilidad y mejores salarios en el mercado laboral, lo cual aumenta el costo de oportunidad de estudiar. Esto concuerda con lo encontrado por Paz y Cid (2012), quienes afirman que entre 2003 y 2009 los varones asistieron menos a la escuela que las mujeres debido a su condición laboral. Asimismo, Bertranou (2001), Miranda (2010), Groisman y Calero (2010), Groisman (2011) y Alderete et al. (2017) obtienen idéntico resultado en relación con el género.

		Respecto a la estructura familiar, al igual que Sosa y Marchioni (1999), De Vos (2001) y Formichella et al. (2017), encuentran que pertenecer a hogares monoparentales tiene una incidencia negativa. Esto también puede fundarse en un mayor costo de oportunidad de asistir a la escuela: por un lado, Cerrutti y Binstock (2004) sostienen que la ausencia de un adulto potencialmente perceptor de ingresos puede presionar al adolescente a tener que generar ingresos; por otro, puede ser que la ausencia de dicho adulto limite las posibilidades económicas para enfrentar los gastos asociados a la educación del joven o bien pueden evidenciarse ambas situaciones. También podría pensarse que la presencia de una irrupción en la familia puede afectar la atención puesta en la educación, aunque la profundización al respecto queda fuera de la esfera del presente trabajo.

		La condición de actividad del adolescente también afecta de forma negativa a la asistencia. Como ya se mencionó, el trabajo y la educación compiten por el tiempo de los individuos, convirtiéndose en opciones excluyentes 
en los casos más severos. Groisman (2012) manifiesta que la inserción en el mercado laboral es un determinante del abandono y retraso escolar. El mismo efecto puede encontrarse en aquellos adolescentes que son responsables de realizar las tareas domésticas, como del cuidado del hogar. Quienes tienen a cargo la reproducción social (todas aquellas actividades de cuidado que garantizan la existencia humana) también tienen mayores probabilidades de no asistir al colegio. Esto es consistente, dado que la reproducción social requiere que los individuos destinen un tiempo equivalente e incluso mayor al requerido en el trabajo que se realiza fuera de los hogares. Esto coincide con lo hallado por Miranda (2010), quien señala que en Argentina es frecuente que las personas que realizan tareas domésticas de forma habitual posean menor presencia en la educación secundaria. Asimismo, es más frecuente que suceda en las familias de bajos niveles de ingresos y en el caso de las mujeres.

		Otro de los determinantes negativos de la asistencia escolar es habitar en un hogar con hacinamiento. Herrero (2005) explica que el hacinamiento refleja condiciones habitacionales deficientes, afectando la salud y las posibilidades de que un individuo pueda estudiar; consistente con lo también hallado por Groisman y Calero (2010), Groisman (2011), Paz y Cid (2012) y Alderete et al. (2017).

		De igual forma, contar con cobertura de salud y poseer un jefe inmerso en el mercado laboral formal afectan positivamente la asistencia. Si bien ambas variables se relacionan, no son estrictamente coincidentes. En relación con la condición laboral, el efecto positivo puede explicarse por la estabilidad en la recepción de ingresos que permite planificar la educación de los menores de la familia y limita la necesidad de que los adolescentes pasen a formar parte de la PEA. A esta misma conclusión arriban Groisman y Calero (2010), Groisman (2011) y Paz y Cid (2012).

		Con respecto al clima educativo del hogar, se observa que cuanto mayor sea, mayor es la probabilidad de asistencia escolar. La relevancia que se da a la inversión en educación tiene una relación positiva con el nivel educativo de los padres (Ibáñez Martín, 2015) y por ello es probable que los padres más educados hagan mayores esfuerzos para que sus hijos asistan al colegio. Asimismo, es razonable pensar que adultos más educados poseen más y mejores herramientas para acompañar el proceso educativo de los menores. Este efecto positivo coincide con Sosa y Marchionni (1999), Bertranou (2001), Cerrutti y Binstok (2004), Paz y Cid (2012) y Alderete et al. (2017).

		En suma, a nivel nacional la probabilidad de asistencia al colegio de los individuos de entre 12 y 18 años se vincula positivamente con el clima educativo del hogar, con la posesión de cobertura en salud y con la inserción del jefe de hogar en el mercado laboral formal. Por el contrario, avanzar en edad, ser hombre, vivir en un hogar monoparental o con hacinamiento, que el adolescente esté activo en el mercado laboral o bien sea el responsable de las tareas domésticas, afecta de forma negativa la mencionada probabilidad. Estos resultados coinciden con investigaciones previas para Argentina.

		Resultados para Bahía Blanca-Cerri

		Como fue mencionado en la sección metodológica, debido a la cantidad de observaciones y a la variabilidad de la muestra, para el aglomerado Bahía Blanca-Cerri no fue posible estimar modelos de regresión logística y se realizó un análisis de correlación de variables a partir del coeficiente tau-b de Kendall’s (véase cuadro 3). Este permite extraer una conclusión preliminar sobre los factores que explicarían las probabilidades de asistencia.

		En este caso el porcentaje de adolescentes que asisten a nivel secundario es de 92%. Los resultados muestran que la significatividad de las variables a nivel aglomerado es mayormente consistente con lo observado para Argentina. Avanzar en edad, ser hombre, estar activo laboralmente y pertenecer a un hogar monoparental tiene incidencia negativa en las probabilidades de que los adolescentes de Bahía Blanca asistan a la escuela. A su vez, si el adolescente posee cobertura en salud aumentan dichas posibilidades. Sin embargo, a diferencia del nivel nacional urbano, se halló que ser cónyuge es una variable estadísticamente significativa que también aumenta la probabilidad de asistencia.

		Respecto a la condición de actividad; si el jefe de hogar es desocupado, informal o formal las probabilidades de asistencia disminuyen. Cabe destacar que en este caso la categoría de base es hogar con jefe inactivo (de otra forma el signo de la condición formal pareciera ser contra intuitivo). Si se analizan los coeficientes dejando como categoría base hogar con jefe informal se observa el mismo resultado que para Argentina, que el jefe tenga un trabajo formal aumenta la probabilidad de asistencia. Asimismo, el efecto negativo de la pertenencia a un hogar con hacinamiento también se verifica y lo mismo sucede con la incidencia positiva del clima educativo del hogar.

		El análisis de la situación en Bahía Blanca se encuentra limitado por la escasa cantidad de observaciones. Un avance en el estudio de los determinantes del acceso a la educación media para esta población podría ser abordado a partir del relevamiento propio que forma parte del proyecto de Unidad Ejecutora del Instituto de Investigaciones Económicas y Sociales del Sur: “Inclusión social sostenible: Innovaciones y políticas públicas en perspectiva regional”3 (en proceso).
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		Resultados para los barrios vulnerables relevados

		Para finalizar, se estima el modelo logístico para los barrios relevados en marco del PDTS. En este caso, la muestra se compone por 201 observaciones en las que 87% declara asistir a un centro educativo (véase cuadro 4).

		La variable edad resulta estadísticamente significativa y con el signo esperado (negativo), siendo consistente con lo encontrado a nivel nacional y aglomerado. La condición de estar activos económicamente afecta de forma negativa la asistencia. Como ya se mencionó, puede deberse a la responsabilidad que implica estar inmerso en el mercado laboral o estar buscando trabajo, ambas factores restan tiempo a la posibilidad de asistir al colegio. En este caso, ser cónyuge es una variable estadísticamente significativa y con efecto negativo, lo cual es un resultado más intuitivo que los hallados anteriormente, dado el tiempo que demanda llevar adelante un hogar en concubinato.
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		Además, los hogares con mayor bagaje educativo aumentan las probabilidades de que sus miembros adolescentes asistan a la escuela y, en este caso, la variable hacinamiento no ha resultado ser estadísticamente significativa (aunque puede deberse a la baja variabilidad de la misma en la muestra).

		Respecto a las variables referidas a la condición laboral del jefe de hogar, se incorpora sólo “jefe con trabajo inestable” debido a que no fue posible incluir las variables de jefe formal, informal y desocupado dada la cantidad de observaciones y variabilidad de estas variables en la muestra.4 En este caso, la condición de inestabilidad del jefe de hogar parece no ser relevante en la explicación de la probabilidad de asistencia escolar de los adolescentes de los barrios en cuestión.

		De los resultados expuestos se desprende la existencia de cierta homogeneidad en la significatividad de las variables explicativas incorporadas. Para Argentina y el aglomerado Bahía Blanca-Cerri se verifica que la probabilidad de que un adolescente asista a un centro educativo se encuentra negativamente afectada por el avance de la edad, el hecho de ser hombre, pertenecer a un hogar con hacinamiento o monoparental, realizar tareas domésticas o estar activo laboralmente. Por el contrario, las posibilidades aumentan en caso de contar con cobertura en salud, pertenecer a hogares con jefes insertos en el mercado laboral formal o con mayor clima educativo. En el caso de los barrios enmarcados en el proyecto PDTS, se mantiene las significatividad y el sentido de las variables edad, clima educativo y adolescente activo. 

		 

		5. Consideraciones finales

		A lo largo de este trabajo se analizó la exclusión en su dimensión educativa, tomando en cuenta el primer paso de la misma, relacionada con las restricciones de acceso. Se consideraron los individuos en edad de asistir al nivel educativo medio (de 12 a 18 años) en tres poblaciones diferentes, con el fin de detectar si se evidencian elementos en común en los determinantes del proceso excluyente.

		Se llegó a dos conclusiones principales: por un lado, las variables que resultaron ser relevantes en relación con la posibilidad de escolarización de los adolescentes coinciden con estudios previos en la materia y, por otro, ciertas variables mantienen su significatividad estadística en los tres casos de estudio considerados.

		A partir de los resultados, se observa que la no escolarización se acrecienta con la edad: los adolescentes logran ingresar al sistema educativo, pero no lo pueden sostener. Se detectan factores expulsores relacionados a la necesidad de tomar responsabilidades adultas en edades tempranas, tales como ser jefe de hogar, estar a cargo de las tareas domésticas o ser activo laboralmente. El tiempo es limitado y todas estas cuestiones compiten con el que puede ser dedicado a estudiar. Asimismo, de los resultados surge que existen elementos que “empujan” a los adolescentes a enfrentarse con este tipo de responsabilidades, entre ellos, habitar un hogar con algún tipo de carencia material, con un jefe que no puede asegurar una corriente continua y segura de ingresos o con un solo adulto a cargo. También, se observa que los individuos de género masculino son más vulnerables ante este tipo de situaciones.

		Por otra parte, se destaca el rol de la educación de los padres y del clima educativo del hogar. A mayor nivel educativo de los adultos, mayor es la probabilidad de que los adolescentes asistan a la escuela. La correlación entre estas variables podría estar reflejando el efecto de la importancia que se le otorga a la educación de los menores en un hogar, bajo la premisa que adultos más educados valoran más la educación, así como que adultos más educados poseen más y mejores herramientas para acompañar los procesos de escolarización.

		Respecto a la población que habita barrios vulnerables, se resalta el rol de la edad, de ser económicamente activo y de habitar un hogar con bajo clima educativo. Estas son las variables que resultaron ser significativas desde el punto de vista estadístico y coinciden con las que resultaron serlo en las otras dos poblaciones. Puede que otros de los elementos antes mencionados no hayan sobresalido en este contexto por falta de variabilidad.

		En suma, en este trabajo se realizó un aporte al análisis de la exclusión educativa en su grado original (acceso) y en contextos diferentes. Queda abierta la puerta para avanzar sobre el estudio de otros grados de exclusión educativa, como en la búsqueda de elementos comunes que puedan evidenciarse en 
escenarios diversos.
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NOTAS

		
			1	El modelo de probabilidad lineal tiene numerosas críticas para los modelos con variable dependiente dicotómica, que escapan al objetivo de la investigación. Para mayor detalle véanse Gujarati y Porter (2009).

		

		
			2	Dado que la población objetivo son aquellos que asisten al nivel secundario, la muestra se restringe a la población que se encuentra en el grupo etario comprendido entre 12 y 18 años.

		

		
			3	Financiado por Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Tecnológicas, Argentina.

		

		
			4	Esto implica que al incorporar todas las variables dicotómicas en las estimaciones, el modelo no converge y son omitidas por el programa.
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Abstract. This article presents a discussion on one main aspect of the process of designing a multidimensional poverty measure: the selection of the dimensions for which deprivation would be evaluated. A wider goal of this ongoing research is to propose a multidimensional poverty measure that could be applied to official data drawn from existing household surveys. Thus, it is important to emphasize the limitations faced as a result of resting only on data coming from statistical sources that have not been specifically designed for measuring multidimensional poverty. To discuss such issue, alternative estimations for Argentina employing two available household surveys have been carried out, using some methodological criteria that gives evidence on how appropriate the used variables are.
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Midiendo la Pobreza Multidimensional Usando Encuestas de Hogares


Resumen. Este artículo presenta una discusión sobre un aspecto principal del proceso de diseño en la medición de pobreza multidimensional: la selección de las dimensiones en las cuales la privación debe ser evaluada. Una meta más amplia es proponer una medida de pobreza multidimensional que pueda ser instrumentada usando datos derivados de las encuestas a hogares. Es importante también enfatizar las diversas limitaciones que se enfrentan cuando se usan este tipo de encuestas no diseñadas específicamente para medir la pobreza multidimensional. Para abordar lo anterior, se usaron dos estimaciones alternativas con dos encuestas de hogares argentinos.
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		1. Introduction 

		The multidimensional approach to the poverty measurement broadens the widely used income-centred definitions as it is based on the direct evaluation of deprivation in a range of dimensions. Latin American countries pioneered in the use of the multidimensional approach, with experiences dating back to the 1980s; however, mostly monetary based indicators were regularly produced during the last three decades. 

		Recently, there has been a renewed interest in developing and applying multidimensional measures (MDM) in the region. Several Latin American countries have begun to create official MDMs during the last ten years, in many occasions assisted by OPHI (The Oxford Poverty and Human Development Initiative). Notwithstanding the production of such MDMs in Latin America, they face challenges, especially related to the selection of dimensions and variables/indicators.

		This article presents the first results of a research project aimed at contributing to the design of a multidimensional poverty measure that could be regularly produced in different Latin American countries, based on public information drawn from existing official household surveys. The paper is oriented to one main aspect of the measurement process: the selection of the dimensions for which deprivation would be evaluated. It is important to emphasize the limitation that such objective faces, as a result of resting on data from statistical sources that have not been specifically designed for measuring MD poverty. To discuss this, alternative estimations for Argentina employing two available household surveys have been carried out, using some metho-dological criteria that give evidence on how appropriate the used variables are. It must be pointed out that it is only an exercise aimed at highlighting the challenges facing the development of a MDM in general and, particularly, when only existing data could be used. Consequently, the results in terms of poverty incidence are only included to show its sensibility to changes in the items considered. 

		The article has the following structure. Next section points out the steps that, in principle, any process of MD poverty measurement should take, regardless of the theoretical and methodological aspects of the specific approach. Section 3 includes a very brief review of the main approaches that can be identified in literature and that have resulted in empirical methodologies and actual measures. The following heading describes, also in broad terms, the principal multidimensional poverty measurements carried out for Latin American countries. Section 5 describes the methodological approach and discuss the results obtained for Argentina based on two different data sources. The final section presents some remarks about the feasibility of our initial objective and about potential future activities required to develop a MD poverty measure for the region. 

		2. Basic features of a multidimensional poverty measure

		The notion of poverty being a phenomenon associated to deprivation in multiple dimensions is widely accepted (Spicker, 1999). However, this understanding does not necessarily translate into measures that can be considered as multidimensional. Any poverty measure needs to address two basic methodological questions: identification (i.e. which units are to be considered poor) and aggregation (combination of data into an indicator of poverty). Regarding the formes, it is necessary to agree on:

		i)Dimensions: which are the relevant basic aspects (needs, capabilities, rights) that households persons should satisfy to be considered no poor.

		ii)Indicators: relevant observable variables that should account for the satisfaction (or not) of the diverse dimensions.

		iii)Thresholds: the values of each indicator denoting deprivation.

		iv)Combination of dimensions: the number, or proportion, of dimensions and/or indicators with deprivation required for a person household to be considered poor.

		The identification of the relevant dimensions for a poverty measure should, ideally, be based on a conceptual frame such as the capability approach, Townsends’ definition of relative poverty, rights recognized by law and/or international consensus. However, the sets of dimensions considered in many MDM are not always clearly based on theoretical considerations. Instead, the availability of information frequently limits the selection process (Feres and Mancero, 2001).

		Once the relevant dimensions have been identified, the following step is to find one indicator that accurately indicates if the household/person is, or is not, deprived in each dimension. This means that the variable or indicator should denote a clear manifestation of the phenomenon is intend to measure. Availability of information and comparative aims (cross country, regional or inter-temporal) should play a significant role in the selection of indicators.

		For the determination of thresholds, three main approaches –related to those used for the selection of dimensions– have been considered. Traditio-nally, the discussion was about the possibility of establishing absolute or relative thresholds. A radical version of the first position would affirm that there are needs and thresholds that hold for every society at any time. Conversely, the extreme relative approach would say that the needs and thresholds are social products and thus completely determined within each society at different moments of history. As a result, the situation of poverty should exclusively be determined while considering the situation of other members of the society (Townsend, 1979). At some point between both, poverty could be considered an absolute phenomenon (and consequently measured independently of the situation of other members of society) but not independent of the society and historical time the individual lives in. A third approach is the consensual perspective, according to which the definition of the relevant needs and thresholds is based on the views of the population regarding whether a given item should be considered necessary (Guio et al., 2016). An important feature to be noted is that the critical levels of satisfaction should be overall available for the society under study (if set too high –or too low– they would be analytically useless) (Kaztman, 1995).

		Finally, once deprivation is identified a criterion should be established to determine if the person household is to be considered poor. Specifically, how many dimensions or indicators are required to identify a unit as poor. The most usual is the union method that considers just one of them. This approach is too inclusive and might overestimate poverty, although setting very low thresholds for each dimension should counteract this bias. Another principle sometimes employed is the intersection, which identifies poor individuals households as those who are deprived in all dimensions. Contrary to the first approach, this can understimate poverty constrain, hence yielding low measures. Other alternatives have been proposed, such as setting a given number of indicators different from one, or a weighted proportion of them. 

		Precisely, a question associated to this issue concerns the weight assigned to each dimension (and indicator) which entails important assumptions regarding substitution among them (Decancq and Lugo, 2008). The indirect (or poverty line) method solves this problem by aggregating dimensions in the value of a consumption bundle and comparing it to the household’s income or expenditure. Direct measures that preserve multidimensionality have not solved this issue yet, although in practice different criteria are being adopted. 

		It must be kept in mind that any decision regarding the weights represents a judgment about the relative contribution of each dimension to poverty, as well as trade off rates between them. The first possibility is to use no weights at all, which has been referred to as the “agnostic” approach, also resulting from lack of information or consensus. This means implicitly assigning equal weights to every indicator. However, if the number of indicators in each dimension is different, the implicit weights of the dimensions will differ. Another option is to use proportions based on a function of the relative frequencies of the dimensions. For example, as proposed by Desai and Shah (1988) and Cerioli and Zani (1990), to assign higher weights to the dimensions that are less frequent in the population. However, Brandolini and D’Alessio (2000) show that the resulting structure could be unbalanced if deprivation in certain aspects differs widely across the society. It was also suggested to base the structure of weights on multivariate techniques, such as factor analysis, principal components or cluster analysis (Brandolini, 2008; Nolan and Whelan, 1996). This could be an interesting way to justify otherwise somewhat arbitrary decisions, but questions have been raised about the convenience of leaving a decision that is fundamentally normative to a mathematical algorithm (Brandolini, 2008). 

		Beyond the theoretical considerations employed to select the indicators, the weighting system and the thresholds used for the identification of deprivation, a MDM should be methodologically robust. It implies that the measure should prove to: 1) consistently identify the poor households; 2) measure poverty and not another concept; 3) have an adequate number and choice of dimensions. To assess these requirements, different evaluation (tests) should be performed regarding aspect such as validity (the selected dimensions and indicators are correlated with results or causes of poverty) or reliability (how well it measures one common factor).

		The issue of the unit of analysis should also be addressed. The household is considered in many of the existing measures, partly because many dimensions (such as housing) are necessarily satisfied at this level and because others (such as nutrition) are culturally also treated as common needs. The use of this unit implies that resources are equally distributed among its members. If this is the choice, it should be noted that all individuals living in households identified as poor will be considered poor. However, there are also experiences resorting to the individual as the preferred unit of analysis. 

		Regarding aggregation, the incidence indicator is generally employed, although others trying to approach to some idea of intensity were also consi-dered. Alkire and Foster (2011) developed a unified framework for measuring different indicators beyond the head count ratio.

		3. Some approaches to multidimensional poverty measurement

		Perhaps the first official MDM of poverty was the one implemented in Argentina in 1985 with data from the 1980 population census (INDEC, 1984), which is known as the Unmet Basic Needs (UBN) method. In the following years, many countries of the region replicated the exercise with their censuses (sometimes referred to as “poverty maps”).1 It was inspired in a study made by a governmental institution in Chile during the seventies (OPN and IEUC, 1975). The method resorts to five indicators on housing and education and uses the union approach. Even if the idea of “needs” was explicitly considered, the selection of variables and dimensions was restricted by the scope of the census.

		During the sixties, Townsend (1979) developed a definition of poverty based on relative deprivation. Specifically, people can be considered poor when they “lack resources to obtain the type of diet, participate in the activities and have the living conditions and amenities which are customary, or at least widely encouraged or approved, in the societies to which they belong”. Based on this view, and on the study made by Mack and Lansley (1985), a methodology for measuring MD poverty was developed –the so called “Bristol methodology”. One of its main features is the selection of the dimensions and indicators based on the views of the population about their relevance, i.e., they reflect a consensus among the population about what should be considered “the ‘necessities’ of life” (consensual approach). An initial list of goods, services and activities is prepared based on expert opinion and focus groups and then included in the questionnaire of a survey to appraise the opinion of the population about whether each of those items is necessary. Then, the survey investigates if the respondent has/can do it, or not; in case he/she does not if they cannot afford them. An initial group of items is selected based on the percentage of the population that considered them necessary for an accep-table standard of living (consensual approach). The final selection considers the results of different tests to check for the robustness of the indicator. Once set, people are classified as poor if they cannot afford at least two of the listed items or activities (the unit of analysis is the individual). In the original Bristol measure income is also considered, and, as a result, people can be classified in four groups: poor (they cannot afford two necessities and have low income), vulnerable to poverty (they do not lack two necessities but have relatively low income), risen out of poverty (they lack two necessities, but they have relatively high income), not poor (they do not lack two necessities and they have relatively high income) (Gordon et al., 2000). 

		This methodology was applied in the United Kingdom and in many different developing countries. In 2017 the European Community adopted this approach as the official measure of MD poverty for their countries (Guio et al., 2016).

		An influencing work on MD poverty measures is the one developed by the OPHI. The experiences it promoted seem to be based on the capability approach (Alkire, 2007). It seems, consequently, that poverty is defined as insufficient capabilities. However, the indicators employed refer in general terms to variables that could be considered, in Sen’s analytical scheme, to functionings. But even if this should be the case, the idea of functioning is itself relatively broad. The variables selected in different OPHI’s sponsored measures in Latin America may be associated to other perspectives (e.g. quality of life). In fact,  Alkire (2007)2 recognizes the need to clarify the process followed to select the dimensions which would be required to explicit different empirical criteria. The approach by OPHI employed the criteria of nested weights: equal weights are assigned to each dimensions and equal weight to each indicator within dimensions. When the number of indicators varies among dimensions, the weight of each indicator of different dimensions in the global measure is not the same. OPHI proposes to carry out different statistical tests to evaluate if the resulting measure complies with the principles of parsimony and robustness. 

		OPHI’s main contributions have been, on the one hand, an identification method that generalizes the union or intersection criteria, the two forms of cut-off. On the other hand, an aggregation measure based on the well-known Foster, Greer y Thorbecke (FGT) measures which are “appropriately adjusted to account for multidimensionality. The axioms are presented as joint restrictions on identification and the methodology satisfies a range of desirable properties including decomposability” (Alkire and Foster, 2011, pp. 476).

		Finally, UNICEF (ECLAC-UNICEF, 2010) promoted a child poverty measure that refers to the Convention on the Rights of the Child for the selection of dimensions and indicators. 

		4. A brief review of Latin American experiences with md measures of poverty

		Probably the first official measure of MD poverty was carried out for Argentina using the UBN approach (INDEC, 1984). But after this first attempt and the application of this method by several countries with census data, Latin America practically abandoned the MD approach and focused on the production of monetary measures.3

		Only during the 2000s, some countries embarked in designing and incorporating as a regular indicator a MD poverty measure with a broader perspective than the UBN, using household survey data. Mainly, the variables already collected were considered, although in some cases specific variables for the poverty measure were included in the surveys’ questionnaire. 

		Specifically, nine countries in the region now produce official estimates of MDM on a regular basis, as shown in table 1. Mexico’s indicator is, in fact, based on the combined method.4 
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Most of these national experiences were influenced by OPHI, which supported the work done in virtually all the countries. Even if the framework of capabilities is mentioned as the conceptual basis of the measures, the selection of dimensions and indicators appears as resting on a more general criteria: certain “common sense”, normative criteria, views of the population and/or what has been done in other similar exercises. Mexico explicitly based its measure on the idea of poverty as deprivation of rights.5 In Ecuador the influence of OPHI is also considered although the dimensions, as in México, intend to reflect rights.6

		Dimensions are similar in the different measures; some are those traditionally employed in MD welfare analysis: education, health, food security and housing. But also, the consideration of the working conditions is frequent, a somewhat surprising decision to the extent that it appears as a determinant of poverty rather than a manifestation of it. Lately, Chile incorporated other spaces as social networks and social cohesion.

		Cut-offs for each indicator are defined according to expert opinion and, in the case of Mexico at least, considering normative criteria established by law.

		Explicit weights are established, although in general, each of the dimensions (and each of the indicators within a given dimension) is equally important. A unit (household person) is identified as poor if deprived in some weighting proportion of the indicators. For Mexico, this is the case if a person is denied one right (dimension); for that to occur, he/she must be deprived in one of the indicators of the dimension.7, 8

		The unit of analysis is in all cases, the household, Mexico being the exception.

		Data used in producing the measures comes from the regular household surveys of each country, the same employed to estimate income poverty. Colombia is the only exception where a different survey is considered for the MD indicator.

		Apart from national official measures, it is worth mentioning two one-time exercises carried out by international agencies. ECLAC produced an MDM for 17 countries, also using the national household surveys, which is explicitly based on OPHI’s methodology. It does not differ, in general terms, from the countries’ measures. The capability approach is considered when defining the dimensions and indicators, but also considerations on welfare and basic needs are mentioned. Moreover, it includes income poverty as one of the indicators in the “standard of living” dimension (ECLAC, 2013). 

		UNICEF produced with ECLAC a comparable measure for Latin American countries based on the idea of poverty as denial of rights. A child is poor if he/she is deprived in at least one dimension; deprivation in each of the six dimensions is defined by considering either one indicator or the union of two or three indicators (ECLAC-UNICEF, 2010).

		In all countries producing official figures of MDM poverty (also, in the case of the two international exercises), the head count ratio, an intensity measure and the adjusted head count ratio, based on the Alkire-Foster methodology, are calculated and disseminated. The exception is the integrated method of Mexico (only incidence). 

		5. A multidimensional poverty measure for Argentina. An exercise

		This section presents the first results of a broader research aimed at designing a MD poverty measure for Argentina that could be applied straightforward in other Latin American countries, based on available information from current household surveys. 

		In particular, the paper mainly focuses on the issue of the selection of dimensions and indicators and it does not discuss in details other relevant aspects of such measures as aggregation or weighting criteria. The estimates on poverty incidence included should be, consequently, considered providing with evidence on the possible sensibility to the use of different sources and parameters. 

		Data from two household surveys have been used in this exercise. One of them is the Argentine Social Protection and Social Security Survey (Encuesta Nacional de Protección Social y Seguridad Social-ENAPROSS II) carried out by the Ministry of Labour and Social Security (MTEySS). This survey has been conducted during 2015 in the city of Buenos Aires and its surrounding urban area, and in cities of other five provinces.9 Although it has no representativity for the whole country, it has been selected because it provides more information on certain dimensions than the regular employment survey. 

		The second is the Permanent Household Survey (Encuesta Permanente de Hogares-EPH) made by the National Statistical Office (INDEC), corresponding to the second quarter of 2015. The design of this survey is aimed at capturing labour market information on a quarterly basis.

		The indicators have been defined at the individual level. The household is the unit in which it is expected that the main consumption decisions are made, income is shared and needs of all the members are cared for, and consequently it is usually used as unit of analysis. However, even if this would be the best choice when measuring income poverty, for measures that directly assess the satisfaction of certain needs, taking the individual as the unit of analysis can be reasonable. 

		The selection of dimensions and indicators

		General criteria and the initial selection 

		The use of surveys which are not specifically designed to measure MDM poverty, restricted the possibility of making a theoretically grounded selection of dimensions and variables. Therefore, the initial identification of the indicators among those surveyed was based on general definitions of poverty such as “deficiency in a few dimensions entailing material deprivation” (Abdu and Delamonica, 2017, p. 885) or “severe restriction in opportunities to pursue well-being” (Osmani, 2003), or “a condition characterized by severe deprivation of basic human needs” (UN, 1995). 

		These views lead to a relatively straightforward initial choice of possible dimensions (and variables) among those included in the survey. Those refer to housing, water, sanitation and education; they are in fact usually contemplated in MD poverty measures that explicitly recognize to be based on the capability, the basic needs or the rights approaches. Instead, it is not possible to evaluate deprivations in other relevant dimensions –also contemplated in either of those approaches–. For example, it is noteworthy the lack of evidence related to health –only one indicator referring to access to health institutions and treatments could be found in the case of the ENAPROSS–, or food consumption.

		From a conceptual perspective, the only consideration made was to exclude some dimensions and variables included in the surveys that are sometime contemplated in MDM measures, because they were considered as probable causes of deprivations rather than expression of such deprivations. One of these variables left aside is income. This is not necessarily the case, however, regarding the other two dimensions that were also excluded. One of them refers to employment, specifically, the labour force status and job quality. This dimension has been considered in some of the measures carried out in the region (table 1), a decision that usually rests on the idea of work as a right or on the view that the lack of a good quality job negatively affects well-being. The third excluded variable is adult education, which is also contemplated in some measures on the grounds that those with an inadequate level of schooling are deprived of a right or their well-being negatively affected. The decision of disregarding both dimensions reflects the view that unemployment or working in an inadequate job or low level of schooling, negatively influence the capacity of obtaining adequate resources that usually derive in material deprivation. 

		Consequently, the available indicators that were chosen refer to items that were precisely those that have been the core of the UBN approach. The specific definitions of the indicators considered in our proposal are not the same of those used when calculating the UBN indicator and the thresholds considered are stricter than in that case. The list of indicators initially selected is shown in the Appendix 1. 

		 Statistical criteria

		The initially selected variables need to be evaluated from a statistical perspective in order to gather evidence about their robustness for a possible multidimensional poverty measure. 

		Different criteria and tests have been used in the literature as for example in Guio et al. (2016), who applied some of them when designing a measure of material deprivation for the European Union, or those proposed in OPHI’s methodology (Santos and Villatoro, 2016). Specifically, the statistical analyses evaluate the validity and reliability of the selected items. 

		i) Validity test

		For an indicator to be valid, it should measure the phenomenon that it has been designed to assess, and not something else. Thus, validity points to the correlation of an indicator with variables related to the concept to be measured. In this case, these variables could be causes or consequences of poverty. When constructing a multidimensional poverty measure, it is expected that all the included items are valid measures of deprivation. 

		Validity has been assessed by correlating individual items included in the first selection with a poverty-related indicator set as dependent variable in each model. Each item can be considered valid if it shows statistically significant relative risk ratios with a set of variables known to be correlated with the latent construct of deprivation. Although Perry (2002) finds a mismatch between poverty measured by direct indicators and income poverty, Guio et al. (2016) uses low income, economic strain and self-reported health-status to test for validity. Also, Townsend (1979) and Mack and Lansley (1985) selected the relevant items based on the correlation between deprivation and income. 

		Validity has been tested through the estimation of the odds ratios for each item obtained from the estimation of two logistic regressions for each individual item, where the poverty-related variables set as independent are low income (belonging to the first quintile of the adult equivalent household income) and being poor according to the monetary perspective.10 The odds ratio can be interpreted as the probability of having a deprivation versus not having a deprivation for all those who have low income or are income-poor, relative to that ratio in the population that does not show these characteristics. 

		Overall, the probability of being deprived/not being deprived for those who have low income or are monetary poor is higher than for those with higher incomes (table 2). When using the ENAPROSS dataset, twelve of fourteen variables proved to be positively and significantly correlated both with low income and an income-based poverty measure. The variables that should be excluded of the MDM because of low correlation with low income are, therefore: i) inadequate house, ii) did not buy medicines/medical studies because have no money or did not receive attention. As for the second dataset, the validity test results show that all the variables are correlated with low income and monetary poverty. 
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		ii) Reliability tests

		Two tests will be used to assess reliability: a) Cronbach’s alpha (α) and b) Item Response Theory (IRT).

		a) Cronbach’s alpha

		Classical test theory assesses reliability of a set of items to measure a phenomenon. The ideal way to test for reliability would be to compare at least two independent measures. However, as this is not always possible, Cronbach (1951) suggests the use of α defined as the square of the correlation between the measured scale (the sum of individual item scores) and the underlying factor. The test can be interpreted as a random sample of items from a hypothetical domain of items designed to measure the same thing (in this case poverty), and α represents the expected correlation of one set of indicators with an alternative set containing the same number of items. Thus, the square root of α is the estimated correlation of set of variables showing true scores with no errors (Nunnally, 1967; Nunnally and Bernstein, 1994). 

		It is usually considered that values of α lower than 0.7 imply that the set of items is an unreliable measure of a given phenomenon (Nunnally, 1967). Therefore, the initial groups of indicators (from both surveys) are not a reliable measure of poverty as the parameter is 0.54 for ENAPROSS and 0.58 for EPH. If the items that showed no significant correlation with low income are extracted from the dataset, the resulting α rises only a few points, but remains below that threshold (α =0.58). 

		Consequently, if the indicators that do not pass the validity test are left out, the resulting set is not a reliable measure according to Cronbach’s coefficient.

		b) Item Response Theory (IRT)

		While Classical Test Theory gives information about the group of items as whole, IRT allows to test the reliability of each of the observed items on measuring the “latent trait” or unobservable phenomenon (i.e. poverty). 

		Two aspects are measured: discrimination and severity. The discrimination parameter describes how fast the probability of success (or failure) changes for different levels of the latent variable. In this case, how well it discriminates between deprived and not deprived individuals. If the parameter takes values below 0.4, it is suggesting low discrimination potential (Guio et al., 2016). The second parameter indicates how severe poverty is for an individual who has a lack of each item. It is in consequence, desirable to include indicators with different severity scores in a composed measure. For this parameter Guio et al. (2016) suggest a threshold of 3 standard deviations from the mean of the latent variable, so that any item with higher values would be too severe and thus only very poor individuals will fail to accomplish that need. As a result, those variables would be unreliable as poverty indicators. If, on the contrary, the difficulty parameter is too low, it would mean that the item is affordable for most individual and thus not useful for identification.

		Graphically, the Item Characteristic Curve (ICC) describes the probability that an individual is deprived on certain dimension. The probability of failing in an item is a function of the properties of the dimension and the level of the latent variable (multidimensional poverty). The more the ICC is shifted to the right, the more overall deprived an individual must be to be deprived in a given item. Discrimination can also be observed in the ICC, namely the steeper the slope of the curve, the more discriminating the item would be.

		When considering the original set of variables from ENAPROSS, the following proved to be too severe (figure 1): i) shared toilet facility, ii) children of 4 to 17 years old that do not attend school, iii) school backwardness, iv) did not go to the doctor/hospital because have no money or did not receive attention, v) inadequate house and vi) did not buy medicines/studies because have no money or did not receive attention. Note that the last two also failed the validity test. Furthermore, even if the discrimination parameters for all variables are above the threshold, both health-related indicators and school backwardness are barely above 0.4. 
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In the case of the second set of variables, although all variables show reasonable results regarding their discrimination potential (being “school backwardness” the less discriminating), six of them are too severe: i) inadequate house, ii) separate room for cooking, iii) shanty town or near garbage dump site, iv) children of 4 to 17 years old that do not attend school, v) school backwardness and vi) shared toilet facility (figure 2). 

		If the variables that did not pass validity and IRT tests are suppressed, only eight variables remain in the set of the first source. All these show adequate results both in terms of severity and discrimination. However, the health indicator (having skipped doctor/health facility visits for monetary reasons) shows the highest severity and the lowest discrimination potential (figure 3). Moreover, Cronbach’s alpha for the final set of variables is higher than for the initial, denoting higher overall reliability. However, this parameter is still under the threshold, as it only grows to 0.64.

		For the second dataset, if only the indicators that do not fail the IRT test are considered, six variables remain in the set, all of them related to characteristics of the house and sanitation facilities. For this set, Cronbach’s alpha is higher, although it remains below the threshold (α =0.65). All variables throw adequate results both for discrimination and severity (figure 4).
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As a conclusion of these tests, the dimensions and indicators that prove to be the best indicators of multidimensional poverty are very similar (although with more strict thresholds) to those included in the original UBN measure, as most of them refer to the quality of the house and sanitation facilities. 

		iii) Final selection of indicators

		The final set of indicators that comply with the validity test and the IRT are those indicated in Appendix 1. When the Cronbach’s reliability test is applied to this set, the value of α grows to about 0.65. Even if it is still below the usual threshold, that set of indicators was considered to reasonably meet the statistical standards.

		The incidence of multidimensional poverty

		If individuals who fail to meet one of the selected needs are considered poor, the headcount ratio from the ENAPROSS dataset results in 39.1%, this figure falls to 17.9% if setting the cut-off in two instead of one indicator (table 3).11 

		From people deprived in only one indicator according to the last set, 33.2% are deprived in the health dimension. Regarding the considered indicator, it is important to note that the survey asks if at least one member of the household did not go to the doctor or did not buy medicines due to economic problems. Moreover, 17.2% of these persons are deprived in the dimension “inferior quality of housing materials” which –as mentioned– seems to be too restrictive but cannot be relaxed with the available information.

		With EPH the results are 26.5 and 10.3% respectively. Of those individuals who are deprived in only one dimension, 34.1% live in households whose toilet facility lacks a septic tank and 19.9% live in households built with materials of an inferior quality. If this last indicator is relaxed, by setting the thresholds in houses built with very precarious materials, the headcount drops to 23.7% if the threshold of one deprivation is held, and to 8.0% of the population if the cut-off is set at two or more deprivations. Considering this new set of variables, however, Cronbach’s alpha drops (α=0.59). Moreover, the new indicator on household building materials does not pass the IRT test, as it overrides the severity threshold (table A2.2, Appendix 2).

		If instead of selecting variables as explained above, all indicators of the initial datasets would have been used, the poverty rate considering one deprivation threshold would have been 41.8% (ENAPROSS) or 36.8% (EPH). If the threshold was set for two variables, the results would have been 20.3 and 15.5%, respectively.
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		6. Final remarks

		We report on this paper the results of a first exercise of MDM of poverty estimation based on data included in existing official surveys. An initial group of items were selected; only those conveying a clear manifestation of deprivation were considered, leaving aside variables referring to clear determinants of poverty or their consequences. Those items were evaluated in terms of their validity and reliability as indicators of such measure.

		Those considered in the original choice appear, in general, as valid items of an MDM; only two out of the thirteen are not correlated with low income and income poverty when ENAPROSS data are employed. Regarding reliability, all proposed sets of indicators fail Cronbach’s test. Finally, an IRT reliability test was applied. Those indicators that resulted appropriated from the point of view of these two criteria are very similar to those used in the UBN approach. Furthermore, although the health dimension potentially adds valuable information, data available on this topic in the surveys considered do not provide adequate indicators to be included in a MDM.

		In conclusion, as the international experience indicates, developing a Multidimensional Poverty Measure for the region is a desirable and possible objective. However, at least for the case under study (Argentina), a preliminary conclusion is that current publicly available information from household surveys appears as too restrictive as a source of indicators suitable for MDM covering different areas of social interest. It would be necessary that the countries of the region, as is the case with some of them, consider the production of specific information to be included in such measures. This would make possible to follow a more reasonable sequence of the estimation process. A crucial step is to discuss the conceptual framework of the measure, both in terms of the general definition of poverty and for identifying the relevant dimensions. The indicators to be used should followed from this discussion, and not as it is now in many countries where poverty is defined only on the bases of the exis-ting information. 
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Appendix 2. Item response theory 
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NOTAS

		
			1	For a list of the national exercises applying the UBN method, see Feres y Mancero (2001, p. 38).

		

		
			2	Regarding methodological justification, the author says: “the method that has generated the list should be clarified and defended (and open to critique or modification). For example, has the specific domain been chosen on the basis of a participatory exercise, or through consultation of empirical studies of human values” Alkire (2007, p. 13).

		

		
			3 	Some exercises (non-official) were also carried out in the region combining the UBN and the income methods (the integrated approach), i.e. each unit is classified as poor/non –poor simultaneously according to both criteria (Kaztman, 1989).

		

		
			4 	The integrated measure combines the “space of social rights” (the specific MD part) and the “economic welfare” space (that identifies those with incomes below a monetary poverty line).

		

		
			5 	Rights could be understood as the expression of needs, values, interests and goods that, given their relevance, have been considered as fundamental for all persons (CONEVAL, 2011).

		

		
			6 	Ecuador’s method is based on indicators reflecting the “Buen Vivir” (“Good living”) rights as established in the Constitution.

		

		
			7 	In Mexico, the equal importance attached to each dimension and indicator, and the identification criteria, is clearly related to the right framework. This decision is based on the principles of indivisibility and interdependence of human rights (CONEVAL, 2011).

		

		
			8 	A “MD” poor person, in terms of the Mexican indicator, is one who does not meet at least the threshold of one indicator and his/her income is below the monetary poverty line.

		

		
			9 	Chaco and Corrientes from the Northeast, Catamarca and Jujuy from the Northwest and Río Negro in the South of the country. The income averages of those provinces are below the national one.

		

		
			10 	The official poverty line constructed by INDEC (2016) has been deflated by the Consumer Price Index of the city of Buenos Aires and other provinces to calculate the poverty line for each household. This value has been compared with the household’s income to determine its income-poverty status.

		

		
			11 	Given the exploratory character of the paper, no other MD indicators are presented, as those proposed by Alkire and Foster (2011).




Política Editorial





Problemas del Desarrollo, Revista Latinoamericana de Economía, constituye un espacio académico para difundir conocimientos sobre los problemas del desarrollo en el contexto actual. Desde la publicación del primer número en octubre-diciembre de 1969, hasta el día de hoy, el objetivo del debate es la problemática en torno al desarrollo económico desde una visión rigurosa, multidisciplinaria e interdisciplinaria. Es una revista crítica de los enfoques ortodoxos, en la que destaca la Teoría del Desarrollo desde la perspectiva de América Latina.

Los objetivos de la revista son:



Publicar artículos que reflejen la relevancia de los paradigmas que se proponen explicar las causas del desarrollo y subdesarrollo, esencialmente en el espacio latinoamericano. Con base en lo anterior, fomentar la discusión y difusión de los enfoques teóricos y corrientes del pensamiento económico sustentados en un riguroso análisis conceptual y metodológico.




Lograr que la revista participe en el debate teórico económico y propositivo, nacional e internacional en cuanto a temáticas relevantes para el estudio y el conocimiento de los problemas del desarrollo a que se refiere.



I. Cuestiones generales



Primero.Problemas del Desarrollo, Revista Latinoamericana de Economía, es una revista científica, órgano principal de difusión académica del Instituto de Investigaciones Económicas (IIEc) de la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM), y cuenta con un circuito autónomo de edición, un Comité Editorial y una Comisión Consultiva.



Segundo. El contenido de la Revista se compone de las secciones siguientes:



•	Artículos. Se referirán a los problemas del desarrollo en los ámbitos de su teoría, la economía política, la economía aplicada y las políticas económicas.

•	Índice Anual (en el último número de cada año)

•	Normas para la recepción de originales (permanente)

•	Información (eventual)

•	Editorial (eventual)




Tercero. Los artículos que publique Problemas del Desarrollo deberán ser inéditos y esencialmente producto de una investigación con resultados relevantes para el estudio de los problemas del desarrollo. Los materiales que se publiquen en esta sección se someterán, sin excepción, al arbitraje anónimo de destacados especialistas en el tema.



Cuarto.El resultado del proceso de arbitraje podrá ser de tres tipos:

Positivo, Condicionado a modificaciones, y Negativo.

Un artículo se publicará siempre y cuando cuente con al menos dos dictámenes positivos.



Quinto. Se aceptan contribuciones tanto en español como en inglés.



Sexto.Los artículos deberán enviarse a través de la página electrónica <http://revistas.UNAM.mx/index.php/pde>, en la pestaña “Acerca de”, y dando click en “Envíos online”. En caso de tener algún problema o duda relacionada favor de comunicarse al correo electrónico revprode@UNAM.mx

Los artículos enviados no podrán estar sometidos de manera simultánea en ningún otro órgano de difusión nacional o extranjero, sea impreso o electrónico.

Una vez aceptado el artículo y previo a su publicación el/la autor/a deberá comprometerse a firmar una carta de cesión de derechos sobre la obra.

Antes de pasar al proceso de arbitraje, el artículo será revisado por el Comité Editorial para determinar si tiene la calidad y pertinencia necesaria para continuar dicho proceso. El/la autor/a será informado(a) al respecto en un plazo no mayor a 20 días naturales.



II. Aspectos específicos



Primero.Al enviarse, el artículo deberá cumplir las siguientes características: en formato Microsoft Word, hoja tamaño carta, con márgenes en tipo Normal, interlineado a doble espacio, en fuente Times New Roman de 12 puntos y alineación justificada.

El artículo no debe incluir información que permita identificar la adscripción institucional ni la identidad del autor, incluyendo citas a sus trabajos previos en primera persona.




Segundo. Los artículos no deberán exceder 8 300 palabras incluyendo resumen, cuadros, gráficas, notas a pie y bibliografía.



Tercero.Incluir un resumen de no más de 120 palabras en el idioma en el que esté escrito, cinco palabras clave, y al menos tres clasificaciones del JEL. Problemas del Desarrollo se encargará de la traducción del resumen al idioma inglés o español.



Cuarto. En el caso de los artículos que utilicen la lógica de la estructura matemática, el resumen deberá hacer explícito cuál es el problema económico al que se pretende dar solución y cuál es el modelo matemático utilizado para ello. Los supuestos y las conclusiones del análisis se expresarán con palabras y no solamente con signos matemáticos.



Quinto.Las gráficas, cuadros, figuras, mapas y fotos deberán estar numerados por orden de aparición, y deberán estar insertados dentro del texto, adicionalmente, se entregarán en archivo independiente, de acuerdo a su formato digital. Llevarán un título y deberán incluirse las fuentes correspondientes o indicar si son de elaboración propia. En caso de utilizar abreviaturas, deberán aclararse como una nota al pie de figura. Asimismo, estos elementos habrán de explicarse por sí solos (sin tener que recurrir al texto para su comprensión). Estos elementos deberán presentarse en escala de grises, a una resolución de 300 DPI, y en cualquiera de los siguientes formatos: .jpg, .tiff, o .eps. Asimismo, cuando se incluyan fórmulas matemáticas deberán estar en formato editable (no como imagen).



Sexto.Se recomienda no usar notas a pie de página, a menos que sea indispensable. Las mismas deben aparecer en la página correspondiente.



Séptimo.Si la colaboración hace uso de citas textuales, éstas deberán tener las siguientes características: si su extensión es de hasta cinco líneas o menos, irán precedidas de dos puntos y deberán de estar entrecomilladas; si rebasan las cinco líneas, irán en párrafo aparte, con sangrado, sin entrecomillar y a un espacio. Los agregados que hubiera en alguna cita textual irán entre corchetes.



Octavo.Al utilizar por primera vez una sigla o una abreviatura se ofrecerá su equivalencia completa y a continuación, entre paréntesis, la sigla o abreviatura que posteriormente se empleará.



Noveno. Las citas bibliográficas deben presentarse en llamadas entre paréntesis dentro del texto, mismas que deben corresponder con la bibliografía del trabajo.



•	Las referencias dentro del texto se consignarán de la siguiente manera: entre paréntesis el apellido del autor y el año de publicación de la obra, por ejemplo:

(Blancas, 2015).



•	Las referencias dentro del texto cuando tienen dos autores se consignarán de la siguiente manera: entre paréntesis el apellido del autor 1, el apellido del autor 2, el año de publicación de la obra, por ejemplo:

(Giraldo y Fernández, 2016).



•	En caso de ser más de dos autores se pondrá la abreviatura et al. después del primer apellido, por ejemplo:

(Giraldo et al., 2016).



•	Si dos o más obras de un mismo autor se editaron el mismo año, se distinguirán con las letras a, b, c, etcétera, cada una de ellas, por ejemplo:

(Giraldo, 2016a).



•	En caso de una cita directa se agregarán las páginas del texto después del año con las siglas pp., por ejemplo:

(Giraldo, 2016, pp. 48-49).



Décimo.Todos los artículos contendrán una bibliografía que se presentará al final del trabajo y se ordenará alfabéticamente por el apellido del autor o, si se trata de una institución, por el nombre de la misma. La bibliografía deberá cumplir los lineamientos siguientes:



•	En el caso de los libros: a) el autor o los autores se asentarán por apellido y nombre abreviado, b) entre paréntesis el año de publicación, c) entre corchetes año de la publicación original (si lo hubiere), d) el título de la obra en cursiva, e) volumen/tomo (si lo hubiere), f) lugar, y g) editorial, por ejemplo:




Galbraith, J. K. (2014) [1967],El nuevo Estado Industrial, México, Fondo de Cultura Económica.




•	Para los capítulos de libros: a) el autor o los autores del capítulo se asentarán por apellido y nombre(s) abreviado(s), b) entre paréntesis el año de publicación, c) el título del capítulo entre comillas, d) el autor de la obra se asentará por nombre completo y apellido, e) el título del libro en cursiva, f) lugar, y g) editorial:




García, L. y Álvarez, S. (2014), “De campesinidades, resistencias y tenciones en la construcción de economías para la vida. El caso del Semillero de Quimilioj”, en Boris Marañón Pimentel (coord.),Descolonialidad y cambio societal. Experiencias de solidaridad económica en América Latina, México, UNAM-IIEc.



•	Para los trabajos de grado o tesis: a) el autor o los autores se asentarán por apellido y nombre(s) abreviado(s), b) entre paréntesis el año de publicación, c) el título de la tesis en cursivas, d) entre paréntesis tesis de pregrado, maestría o doctoral, e) nombre de la institución, y f) lugar. Por ejemplo:




Martínez, D. (2010),La inflación en México, un enfoque institucional, 1980-2009(Tesis doctoral), Universidad de Guadalajara, México.



•	En el caso de un artículo en revista: a) el autor o los autores se asentarán por apellido y nombre abreviado, b) entre paréntesis el año de publicación, c) el título del artículo entre comillas (sin subrayar), d ) el nombre de la revista en cursivas, e) el volumen y número de la misma, f) lugar, g) editorial, y h) fecha o periodo correspondiente. Por ejemplo:




Rodríguez, V. (2015), “Límites de la estabilidad cambiaria en México”,Problemas del Desarrollo, vol. 46, núm. 181, México, UNAM-IIEc, abril-junio.



•	En el caso de los recursos tomados de la Web se deberán citar según su formato.



Por ejemplo para libros:






Del Valle, M. C. (2016),América Latina: su arquitectura financiera. Recuperado de <http://www.iiec.UNAM.mx/publicacio-

nes/libros_electronicos/am%C3%A9rica-latina-su-arquitectura-finanicera>






Por ejemplo para artículos con doi (Digital Object Identifier):






Álvarez, A. M. (2016), “Retos de América Latina: Agenda para el Desarrollo Sostenible y Negociaciones del siglo XXI”,Problemas del Desarrollo, 47(186), doi <http://dx.doi.org/10.1016/j.rpd.2016.08.002>





Por ejemplo para artículos sin doi:




Álvarez, A. M. (2016), “Retos de América Latina: Agenda para el Desarrollo Sostenible y Negociaciones del siglo XXI”,Problemas del Desarrollo, 47(186). Recuperado de <http://revistas.UNAM.mx/index.php/pde/article/view/55886>






Por ejemplo para artículo de prensa en línea:






López de Guereño, M. (19 de enero de 2015), “Semana crucial para el deshielo diplomático entre Cuba y EE.UU.”,El Tiempo. Recuperado de <http://www.eltiempo.com/mundo/latinoamerica/reuniones-entre-cuba-y-ee-uu/15115015>





Por ejemplo para páginas de Internet:




Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) (2012), Tabulados e indicadores de ocupación y empleo, Nacional, IV trimestre. Recuperado de <http://www.inegi.org.mx >



Undécimo.El cumplimiento de estas normas es indispensable desde el momento del envío. Las colaboraciones aceptadas serán sometidas a un proceso de corrección de estilo. Además, su publicación estará sujeta a la disponibilidad de espacio en cada número. En ningún caso se devolverá originales al autor ni habrá responsabilidad para la Revista.



Duodécimo.El Comité Editorial se reserva el derecho de modificar el título de los artículos.









Nota: Cualquier situación no prevista en estas normas de publicación serán resueltas por el Comité Editorial.
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Table A1. Selected variables and thresholds

Deprivation indicators Unit Short Initial et~ Final set  Initial ~ Final ~ Alfernative
name ENAPROSS ~ ENAPROSS ~ sefEPH  sefEPH  sefEPH

Housing

Inadequate house (room in All household ~ house_1 X X

pension/hotel, not constructed  members

for habitational purposes)

Water outside the house All household  house_2 X X X X X
members

ferior quality of housing All'household ~ house_3 X X X X

materials (resistant materials members

with no isolation or non-

resistant materials) (1)

ferior quality of housing All'household  house_32 X

materials (non-resista embers

materials) (1)

ore than three persons per All household  rooms_2 X X X X X

oom embers

Separate room for cooking All household ~ kitchen_] X X X
nembers

Insecure tenure (no permit) All household ~ tenure X X X X X
embers

Sanitation facilities

Shared toliet facility (with All household ~ sanit_11 X X

households not living in the members

same house)

Toilet facility with no septic tank ~ All household ~ sanit_3 X X X X X
members

Toilet facility with no flush All household ~ sanit_4 X X X X X
members

Health

Did not go to the doctor/hospital ~ Individual health_1 X

because of lack of money or

went fo the doctor /hospital

but did not receive attention

Did not buy medicines/make  Individual health_2 X

studies because of lack of money
or did not receive attention






OEBPS/Images/06artBeccaria F2.jpg
Figure 2. Item Characteristic Curves-inifial set of variables (EPHINDEC)*

1

Pobabilty

house_1: Inadequate house

—--—-1ooms_2: Overcrowding
e SCNIE_3: No septic tank

—--—- educ_back: Backwardness

* See table A2.1. (Appendix 2).
Source: calculations based on EPHINDEC.

house_2: Water outside the house ~ --------- house_3: Inferior quality of housing materials
kitchen_1: No kitchen —-=—- sanit_11: Shared toilet

- sanit_4: No flush — — — education: Do not attend
enviro: Shanty fown/dump st~ - ===~ fenure: Insecure fenure
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Cuadro 3. Regresidn de efectos aleatorios: determinantes de la brecha enfre recaudacion recibida y esperada
Junta de Virg

Coeficiente  Error estdndar 7 P>lz|  Intervalo de confianza al 95%
Namero de regantes -0.0040542 0.1243 .03 0.974 -0.2477 0.2396
Crecimiento del VBP 1.063751 0.5153 2.06 0.039 0.0537 2.0737
Tasa de inflacién local 71.71953 17.1726 4.53 0.000 44,0617 111.3773
IHH -3021.347 1336.283 -2.26 0.024 -206.8572 -402.2813
Notas: R-sq: within 0.2178, between 0.4863, overall 0.4196; Observaciones: 104; Grupos: 13; Wald chi2(4): 34.25;
Prob > chi2: 0.000.
Fuente: elaboracidn propia con base en las estadisticas del INEI, del MINAGRI y de la Junta de Usuarios del rio Vird.
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Figure 3. Item Characteristic Curves-selected variables (ENAPROSS) *
1.0,

Probability

0.0

house_2: Water outside the house ~ --------- house_3: Inferior quality of housing materials tenure: Insecure tenure

rooms_2: Overcrowding kitchen_1: No kitchen ——— sanit_3: No septic fank
— — - sanit_4: No flush — — xhealth_3: Didn't go to doctor II

*See table A2.1. (Appendix 2).
Source: calculations based on ENAPROSS-MTEYSS.
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Cuadro 4. Escenarios: Junta de Usuarios de Virg (2004-2011):
Determinantes de la brecha entre la recaudacion recibida y la esperada

Escenario 1 Escenario 2 Escenario 3

Nomero de regantes -0.00405 0.193% -0.00405

(0.124) (0.108) (0.124)
Crecimiento del VBP 1.064** 1.064** 1.068*

(0.515) (0.515) (0.568)
Tasa de inflacién local 71.77%** 11.72%**

(177 (17.07)
1HH -3,021%* -3,021%*

(-1336) (-1336)
Constante 143 5% 135.77* -42.01*

(-32.35) (:35.1) (-23.34)
Obs. 104 104 104
Nomero de grupos 13 13 13

Notas: / Errores estdndar dentro de los paréntesis; // *** p < 0.01, significativo al 99%; ** p < 0.05, significativo al 95%;
*p<0.1, significativo al 90%.

Fuente: elaboracidn propia con base en las estadisticas del INEI, del MINAGRI y de la Junta de Usuarios del rio Vird.
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Cuadro 2. Determinantes de la probabilidad de asistir al nivel medio de
educacion. Argentina-Poblacién Urbana. Segundo trimestre 2016

Variables explicativas Coeficientes
Edad 0.4297*
0.0556
Sexo -0.3250%
0.1587
Clima educativo 0.2034*
0.3980
Hogar monoparental 0.4717*
0.2001
Adolescente activo -1.4613*
0.1878
Hacinamiento -0.8770*
0.1914
Cobertura en salud 0.5710%
0.2440
area doméstica -0.6864**
03518
Hogar jefe informal 0.1039
0.2085
Hogar jefe formal 0.3842***
0.2173
Hogar jefe desocupado 0.3857
0.3572
Adolescente conyuge 0.3606
0.2965
Constante 1.3997*
0.8140

*. kk. kkk.

Notas: *; **; ***: variables estadisticamente significativas al 1, 5y 10%,
respectivamente. Desvios estdndar entre paréntesis.

Fuente: elaboracion propia con base en EPH (INDEC, 2016), segundo frimestre 2016.
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Cuadro 2. Escenarios: junta de usuarios de Moche (2004-2011)
Determinantes de la brecha entre recaudacidn recibida y esperada

Escenario 1

Escenario 7

Escenario 3

Namero de regantes {.298* 0.300%** -0.298***
(-0.0605) (-0.0572) (-0.0605)
Crecimiento del VP 0.246 0.246 0.247
(0.719) (0.719) (-0.827)
Tasa de inflacidn local 121.0%** 121.0%**
(23.97) (23.97)
1HH -346 -346
(-1014) (-1014)
Constante -82.49* §5.27%* 5
(41.72) (-40.11) (-27.61)
Obs. 88 88 88
Namero de grupos 1 11 1
Notas: / Errores estdndar dentro de los paréntesis; // *** p < 0.01, significativo al 99%; ** p < 0.05, significativo al 95% .

Fuente: elaboracidn propia con base en las estadisticas del INFI, del MINAGRI y de la Junta de Usuarios del rio Moche.
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Cuadro 1. Regresidn de efectos aleatorios: determinantes de la brecha entre recaudacion recibida y esperada
Junta de Moche
Coeficiente  Error estdndar 7 P>lz|  Infervalo de confianza ol 95%
Nomero de regantes ~ -0.2981527 0.0605 -4.93 0.000 0.4167 -0.1795
Crecimiento del VBP 0.2463901 0.7188 0.34 0.732 -1.1625 1.6552
Tasa de inflacién local 121.0155 23.9724 5.05 0.000 74.0303 168.0007
IHH -345.9639 1014.488 -0.34 0.733 2334 1642.397

R-sq: within 0.2545, between 0.7571, overall 0.5773; Observaciones: 88; Nimero de grupos: 11; Wald chi2 (4) = 50.54;
Prob > chi2 = 0.000.

Fuente: elaboracién propia con base en las estadisticas del INEI, del MINAGRI y de la Junta de Usuarios del rio Moche.
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Table A2.1. Discrimination and severity parameters (RT). Initial and final sets of indicators

Selected sefs Discrimination Severity
ENAPROSS)
Initial Final Initial Final
ferior quality of housing materials 2.087 2.134 1.143 1.130
o flush 3.126 3.309 1.414 1.391
Water outside the house 2.534 2.448 1.789 1.809
o kitche 1.429 1.324 2011 2137
o septic tank 1.727 177 2.165 2137
Overcrowding 1.781 1.648 2472 2.525
secure tenure 0.877 0.883 2431 2.423
Didn't go to doctor |l 0.617 0.611 2.870 2.894
Shared toilet 1.179 3.501
adequate house 1.504 5.612
Children do not attend school 0.854 5730
School backwardness 0.498 6.149
Didn't go to doctor 0.465 12.063
Didn't buy meds 0.438 12.619
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Figure 1. Item Characteristic Curves-nitial set of variables (ENAPROSS)*
1.0

Probability

0.0-4 3 02 1 0 1 2 3 4 5 6 7 8 9 10 1M 12

house_1: Inadequate house house_2: Water outside the house ~ -------- house_3: Inferior quality of housing materials
----- tenure: Insecure fenure —--—--rooms_2: Overcrowding kitchen_1: No kitchen
—-=—~sanit_11: Shared toilet e sanit_3: No septic tank — — - sanit_4: No flush

health_1: Didn't go to doctor health_2: Didn't buy meds — —  xhealth_3: Didn't go to doctor Il
— — — education: Do not attend —— educ_back: Backwardness

* See fable A2.1. (Appendix 2).
Source: calculations based on ENAPROSS-MTESS.
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Table A2.1. Discrimination and severity parameters (IRT). Initial and final sets of indicators (continved)

Selected sefs Discrimination Severity
(FPH)
Initial Final Initial Final
o flush 3.597 3.965 1.666 1.624
ferior quality of housing materials 2.194 2.143 1.679 1.684
Water outside the house 4.882 4.108 1.884 1.922
0 septic fank 533 1.646 2.132 2.043
Overcrowding 548 1.498 2.370 2.408
secure tenure 396 1.323 2.653 2.741
Shared toile 873 3.080
o kitche 160 3.109
Shanty town,/dump site 0.762 3.280
Children do not attend school 0.848 6.060
Inadequate house 0.861 7.015
School backwardness 0.445 7.078

Source: calculations based on data from ENAPROSS-MTEYSS and EPH-INDEC.
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Cuadro 1. Estadisticas descriptivas de variables explicativas de la probabilidad de asistencia a centro
educativo. Segundo trimestre 2016

Poblacion urbana Bahia Blanca-Cerri Barrios PD1S
Argentina (FPH) (EPH)
n=46997 n=127 n=201
Variables familiares
Hogar monoparental 30.62% 32.28% 20.90%
(lima educativo del hogar 10.82 10.77 8.57
Hacinamiento 1.79% 3.94% 19.90%
Estatus ocupacional
Formal 49.18% 48.82%
nformal 34.76% 51.18%
Desocupado 3.47% 4.72%
nactivo 19.12% 11.02%
nestable - - 38.31%
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Cuadro 4. Determinantes de la probabilidad de asistir al nivel medio de
educacidn. Barrios Bahia Blanca. Abril 2016

Variables explicativas Coeficientes
Edad 0.2534***
0.1528
Sexo 0.8774
0.0745
(lima educativo 0.4554*
0.1567
Hogar monoparental 0.0706
0.8284
Adolescente acfivo -5.2681*
0.9210
Hacinamiento -1.3332
0.8674
Cobertura en salud 1.0004
0.6672
Tarea doméstica 0.5658
0.6568
Hogar jefe trabajador inestable .4585
0.7229
Adolescente conyuge -2.7458*
(1.063)
Constante 4.6719
(3.0453)

Notas: *; **; ***: variables estadisticamente significativas al 1, 5y 10%, respectiva-
mente. Desvios estdndar entre paréntesis.

Fuente: elaboracion propia con hase en EPH (INDEC, 2016), segundo frimestre 2016
y con base en estimaciones realizadas en STATA 13.1.
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Cuadro 1. Principales sectores exportadores de valor afiadido de origen fordneo. Canadd, 1995-2015
(porcentaje sobre el valor afiadido exportado con origen en el pais socio)

Pais de origen del valor afiadido

Estados Unidos Meéxico
Sectores exporfadores 1995 2005 2015 1995 2005 2015
Prod. quimicos y minerales no metdlicos 9 13 14 6 11 6
Metales bdsicos y transformados 7 14 14 5 10 14
Maquinaria y equipo, nec 4 4 4 3 4 5
Equipos eléctricos y Gpticos 4 3 2 4 8 4
Equipos de transporte 50 32 7 65 38 46

Fuente: elaboracidn propia a partir de la base de datos TiVA (OCDE, 2016 y 2018).
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Grdfica 4. Participacion hacia adelante en cadenas globales de valor de los paises de América del Norte (valor

afiadido
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Fuente: elaboracion propia a partir de la base de datos TiVA (OCDE, 2016y 2018).
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Poblacion urbana Bahia Blanca-Cerri Barrios PD1S
Argentina (FPH) (EPH)
n=46997 n=127 n=201

Variables individuales
Sexo 50.78% 51.97% 57.51%
Edad 15.07 14.73 14.62
Adolescente conyuge 10.13% 13.39% 2.00%
Adolescente activo 5.66% 4.72% 9.09%
Tarea doméstica 2.02% 3.94% 65.45%
Cobertura salud 63.81% 58.27% 34.50%

Fuente: elaboracion propia con base en EPH (INDEC, 2016) y relevamiento del proyecto PDTS. Stata 13.1.
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Table 2. Validity test: correlation (odds ratio) with low income and income poverty

Variables ENAPROSS - MTEySS EPH-INDEC

Low income Income poverty Test result Low income Income poverty Test result
Inadequate house {.706 (0.559) 0.549 (0.450) fail 47 (0.146) 0.400%** (0.149) pass
Water outside the house 325%x (0.0500) 2777 (0.0495) pass JATE (0.0461) 6457 (0.0479) ass
Inferior quality of housing materials 31 (0.0333) 246%* (0.0330) pass AT (0.0288) 300+ (0.0298) ass
Insecure tenure .843** (0.0378) .836%** (0.0379) pass [920F% (0.0378) 919 (0.0393) ass
Overcrowding 658 (0.0665) 631 (0.0653) pass 943+ (0.0380) 948 (0.0404) pass
No kitchen 925> (0.0417) 912%*% (0.0417) pass 8307 (0.0399) 7397 (0.0414) 0ss
Shared toilet 7307 (0.0703) 7Y e (0.0703) pass 2547 (0.0707) 215 (0.0739) pass
No septic fank 1597 (0.0526) 037%* (0.0520) pass 857+ (0.0308) .975%* (0.0321) pass
No flusl 4297 (0.0421) A8g*+* (0.0421) 0ss 635%% (0.0344) 648+ (0.0366) ass
Children from 4 to 17 years that do not .258%* (0.130) .260%** (0.129) 0sS 2R (0.0916) 1847 (0.0937) ass
attend school
School backwardness .068%** (0.0590) 103** (0.0589) ass 060*** (0.0399) 997 (0.0403) ass
Shanty town/garbage dump site 0.776%** (0.0288) 6327 (0.0297) pass
Did not go to the docfor 074+ (0.205) 935 (0.202) pass
Did not buy medicines /studies 0.277 (0.195) 0.421** (0.194) ail
Did not go fo the doctor/buy medicines |1 8847 ** (0.0347) 0.815%** (0.0348) ass

Notes: standard errors in parentheses; *** p < 0.01, **p<0.05, *p< 0.1
Source: calculations based on data from the ENAPROSS-MTEYSS and the EPHNDEC.
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Cuadro 3. Correlacidn entre asistencia y variables explicativas. Aglomerado
Bahia Blanca-Cerri, poblacion urbana. Coeficiente tau-b de Kendall's

Asistencia Coeficiente Kendall's fau-h
Edad 0.2143**

Sexo 0.0812***

(lima educativo 0.1558**

Hogar monoparental 0.20317*
Adolescente activo 0.6617*+*
Hacinamiento 0.0559*
Cobertura en salud 0.1396***

area doméstica -0.2597

Hogar jefe informal 0.0856***

Hogar jefe formal 0.0372***

Hogar jefe desocupado 0.0615*
Adolescente conyuge 0.0184**

Notas: *; **; ***: variables estadisticamente significativas al 1, 5 y 10%,

respectivamente.

Fuente: elaboracion propia con base en EPH (INDEC, 2016), segundo trimestre 2016
y con base en estimaciones realizadas en STATA 13.1.
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Table 1. Official MDM in Latin America. Some characteristics

Chile Colombia ~ Costa Rica~ Dominican ~ Ecvador £l Salvador ~ Honduras  Panama Mexico EUC ECLACUNICEF
Republic (child poverty)
MOM Income poor - Poor
Dimensions 5 4 5 5 4 5 4 5 6 5 6
Indicators 15 15 20 2% 12 20 15 17 12 13 16
Weights
Dimensions Equal Equal Equal Equal Equal Equal Equal Equal Equal except  Equal
except one one
Indicatorsin -~ Equal Equal Equal except  Equal Equal Equal Equal Equal Equal except
dimensions inone intwo
Cutofftoidentify  33.5 3 20 33 33 35 5 30 One dimension Intersection 22 Extreme poverty:
poor unifs One indicator extreme deprivation
(% of weights per dimension in one dimension
of indicators) Child poverty:
moderate deprivafion
in one dimension
Unit of analysis ~ Household ~ Household ~ Household  Household ~ Household ~ Houschold  Household  Household Individual Household ~ Individual Household Individual (child)

Source: prepared by authors based on national official publications and publications from international agendies.
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Cuadro 3. Principales sectores exportadores de valor afiadido de origen fordneo. Estados Unidos, 19952015
(porcentaje sobre el valor afiadido exportado con origen en el pais socio)

Pais de origen del valor aiiadido

2005 2015 1995 2005 2015

Sectores exportadores 1995

Prod. quimicos y minerales no metdlicos 12

Metales bésicos y fransformados 6
Magquinaria y equipo, nec 11
Equipos eléctricos y dpticos 25
Equipos de transporte 18

México Canadd
2 17 12 24 44
6 8 7 8 7
1 1 1 10 5
1 7 14 8 2
23 28 2 19 13

Fuente: elaboracién propia a partir de la base de datos TiVA (0CDE, 2016y 2018).
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Figure 4. Item Characteristic Curves-selected variables (EPHINDEC) *
10,

Probability

house_2: Water outside the house

— — = house_3: Inferior quality of housing materials

sanit_4: No flush

rooms_2: Overcrowding
sanit_3: No septic tank

*See table A2.1. (Appendix 2).
Source: calculations based on EPHNDEC.

———es tenure: Insecure fenure
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Deprivation indicators

Did not go fo the doctor/buy
medicines because of economic
problems

Education

Children from 4 to 17 years
that do not attend school

School backwardness
Environment

Shanty town or near garbage
dump site

Unit

All household
members

Individual

Individual

All household
members

Short Initial set ~ Final set  Initial ~ Final
name ENAPROSS ~ ENAPROSS ~ setEPH  set EPH
xhealth_3 X X

education X X

educ_back X X

environ X

Alternative
set EPH

Source: authors estimates.
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Table A2.2. Alternative set of indicators (EPH)

Relaxing quality of materials

Discrimination Severity
o flush 4.240 1.591
Water outside the house 3.852 1.937
0 septic fank 666 2.022
Overcrowding AT 2.478
secure tenure 246 2.846
ferior quality of housing materials 11 597 3.307

Source: calculations based on data from EPH-NDEC.
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Cuadro 2. Principales sectores exportadores de valor afiadido de origen fordneo. México, 1995-2015
(porcentaje sobre el valor afiadido exportado con origen en el pais socio)

Pais de origen del valor afiadido

Estados Unidos Canadd
Sectores exportadores 1995 2005 2015 1995 2005 2015
Prod. quimicos y minerales no metdlicos 4 9 9 5 10 9
Metales bsicos y transformados 5 6 8 7 10 8
Maguinaria y equipo, nec 5 4 5 6 5 5
Equipos elgctricos y opticos 47 33 22 38 23 18
Equipos de transporte 24 29 4 26 34 40

Fuente: elaboracidn propia a partir de la base de datos TiVA (OCDE, 2016 y 2018).
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Table 3. Deprivation rate (% of individuals)

ENAPROSS EPH £PH (alt.)
One indicator 39.1 26.5 23.7
Two indicators 17.9 10.3 8.0

Source: calculations based on data from ENAPROSS-MTEYSS and EPH-INDEC.
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Figura 2
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Fuente: elaboracidn propia a partir de la base de datos TiVA (OCDE, 2016 y 2018).





